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Nota a la primera edición  
en castellano  
 
 
 
Aparece por vez primera, en formato electrónico, la obra Legislación de las Illes Balears. 

Textos fundament ales, título integrante de la «Col·lecció legislativa» que desde hace dos 
décadas impulsa y coordina el Instituto de Estudios Autonómicos de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears.  

 
Se trata de la primera edición en castellano, que revisa y actualiza l a precedente en 

catalán. Con ella se pretende facilitar la consulta de algunas de las principales 
disposiciones del ordenamiento jurídico balear a un conjunto más amplio de lectores.  

 
La elaboración de las anotaciones y del índice analítico finalizó el dí a 30 de septiembre 

de 2021. 
 
 

Palma, octubre de 2021 
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§1  
CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA 
(BOE núm. 311, de 29 de diciembre de 1978) 1  
 
 
 

Título preliminar  ............................................................................................................................................................................ 11 

Título I - De los derechos y deberes fundamentales  .................................................................................... 13 

Capítulo I - De los españoles y los extranjeros  .......................................................................................... 13 

Capítulo II - Derechos y libertades ....................................................................................................................... 14 

Capítulo III - De los principios rectores de la política  

social y económica  ............................................................................................................................................................ 19 

Capítulo IV - De las garantías de las libertades y derechos fundamentales  ..................... 21 

Capítulo V - De la suspensión de los derechos y libertades  .......................................................... 22 
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Capítulo II - De la elaboración de las leyes  .................................................................................................. 28 

Capítulo III - De los tratados internacionales  .............................................................................................. 30 

Título IV - Del Gobierno y de la Administración  ................................................................................................. 31 

Título V - De las relaciones ent re el Gobierno y las Cortes Generales  ........................................... 33 

Título VI - Del Poder Judicial  ............................................................................................................................................. 35 

Título VII - Economía y hacienda  ................................................................................................................................... 37 

Título VIII - De la organización territori al del Estado   ..................................................................................... 40 

Capítulo  I - Principios generales   ........................................................................................................................... 40 

Capítulo  II - De la Administración local   ............................................................................................................ 41 

Capítulo  III - De las Comunidades Autónomas   .......................................................................................... 41 

Título  IX - Del Tribunal Constitucional   ...................................................................................................................... 48 

Título X - De la reforma constitucional   .................................................................................................................... 50 

Disposiciones adicionales  ................................................................................................................................................... 50 

Disposiciones transitorias  ..................................................................................................................................................... 51 

Disposición derogatoria  ......................................................................................................................................................... 53 

Disposición final  ............................................................................................................................................................................ 53 

 
 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
 

Artículo 1  
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna 

como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político.  
                                                           
1 Este texto corresponde literalmente a la versión oficial de la Constitución, incluidas las reformas del 
apartado 2 del art. 13 de 27 de agosto de 1992 (BOE núm. 207, de 28 de agosto) y del art. 135 de 27 de 
septiembre de 2011 (BOE núm. 233, de 27 de septiembre). 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1978-31229
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1992-20403
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2011-15210
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2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes 
del  Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.  
 

Artículo 2  
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 

común e indi visible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía 
de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.  

 
Artículo 3  

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles  tienen el 
deber de conocerla y el derecho a usarla.  

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas 
Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.  

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patri monio 
cultural que será objeto de especial respeto y protección.  

 
Artículo 4  

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, 
siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.  

2. Los Estatutos podrán r econocer banderas y enseñas propias de las Comunidades 
Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en 
sus actos oficiales.  

 
Artículo 5  

La capital del Estado es la villa de Madrid.  
 

Artículo 6  
Los partidos polític os expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 

manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación 
política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a  la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.  

 
Artículo 7  

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la 
defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su 
creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la 
ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.  

 
Artículo 8  

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejérci to 
del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender 
su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.  

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los 
principios de la presen te Constitución.  
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Artículo 9  
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico.  
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y 

la igualdad del individuo y de  los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.  

3. La Constitución garantiza el princ ipio de legalidad, la jerarquía normativa, la 
publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y 
la interdicción de la arbitrar iedad de los poderes públicos.  

 
 

TÍTULO I 
DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES 

 
Artículo 10  

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los  demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.  

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratado s y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.  

 
 

CAPÍTULO I 
DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS 

 
Artículo 11  

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la ley.  

2. Ningún  español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.  
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 

iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con 
España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.  

 
Artículo 12  

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.  
 

Artículo 13  
1. Los extranjeros gozarán en España de l as libertades públicas que garantiza el 

presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.  
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el 

artículo  23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, p ueda establecerse por 
tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.  
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3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la ex tradición los delitos 
políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.  

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España.  

 
 

CAPÍTULO II 
DERECHOS Y LIBERTADES 

 
Artículo 14  

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 
por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.  
 

SECCIÓN 1.ª 
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES  

Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS 
 
Artículo 15  

Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda 
abolida la pena de muerte, salvo lo q ue puedan disponer las leyes penales militares para 
tiempos de guerra.  

 
Artículo 16  

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
manten imiento del orden público protegido por la ley.  

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.  
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta 

las creencias religiosas de la sociedad es pañola y mantendrán las consiguientes relaciones 
de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.  

 
Artículo 17  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado 
de su libertad, sino con la observancia de l o establecido en este artículo y en los casos y en 
la forma previstos en la ley.  

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario 
para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en 
todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en 
libertad o a disposición de la autoridad judicial.  

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le 
sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser 
obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias 
policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.  
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4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» pa ra producir la inmediata 
puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se 
determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.  

 
Artículo 18  

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y  familiar y a la propia 
imagen.  

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.  

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en es pecial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.  

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.  

 
Artículo 19  

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el 
territorio nacional.  

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la 
ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políti cos o ideológicos.  

 
Artículo 20  

1. Se reconocen y protegen los derechos:  
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la 

palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.  
b) A la producción y creación literaria , artística, científica y técnica.  
c) A la libertad de cátedra.  
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. 

La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el 
ejercicio de estas libertades.  

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de 
censura previa.  

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de 
comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente públi co y garantizará el 
acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el 
pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.  

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este  
Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al 
honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.  

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y o tros medios de 
información en virtud de resolución judicial.  

 
Artículo 21  

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho 
no necesitará autorización previa.  

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público  y manifestaciones se dará 
comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones 
fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.  

 



§1 

 16 
 
 

Artículo 22  
1. Se reconoce el derecho de asociación.  
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son 

ilegales.  
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un 

registro a los solos efectos de publicidad.  
4. Las asociaciones sólo podrán ser disuel tas o suspendidas en sus actividades en 

virtud de resolución judicial motivada.  
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.  
 

Artículo 23  
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente 

o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio 
universal.  

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y 
cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.  

 
Artículo 24  

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 
tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, 
pueda producirse indefensión.  

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predet erminado por la ley, a la 
defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra 
ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los 
medios de prueba pertinentes para su defensa, a  no declarar contra sí mismos, a no 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia.  

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no 
se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.  

 
Artículo 2 5 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el 
momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la 
legislación vigente en aquel momento.  

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia 
la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado 
a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos 
fundamentales de este Capítulo, a excepción de los  que se vean expresamente limitados 
por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo 
caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la 
Seguridad Social, así como al acceso a  la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.  

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad.  

 
Artículo 26  

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administrac ión civil y de las 
organizaciones profesionales.  
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Artículo 27  
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.  
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 

respeto a los principios de mocráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales.  

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.  

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.  
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 

programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docente s. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.  

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y 
gestión de todos l os centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los 
términos que la ley establezca.  

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para 
garantizar el cumplimiento de las leyes.  

9. Los poderes públicos ayudarán  a los centros docentes que reúnan los requisitos que 
la ley establezca.  

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.  
 

Artículo 28  
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptua r el 

ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos 
sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los 
funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicat os y a 
afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a 
fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser 
obligado a afiliarse a un sindicato.  

2. Se reconoce el derec ho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus 
intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas 
para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.  

 
Artículo 29  

1. Todos los esp añoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, 
en la forma y con los efectos que determine la ley.  

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a 
disciplina militar podrán ejercer este derecho s ólo individualmente y con arreglo a lo 
dispuesto en su legislación específica.  

 
SECCIÓN 2.ª  

DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS 
 

Artículo 30  
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.  
2. La ley fijará las obligaciones mili tares de los españoles y regulará, con las debidas 

garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio 
militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.  



§1 

 18 
 
 

3. Podrá establecerse un serv icio civil para el cumplimiento de fines de interés general.  
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 

riesgo, catástrofe o calamidad pública.  
 

Artículo 31  
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públ icos de acuerdo con su 

capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de 
igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.  

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recurs os públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.  

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público con arreglo a la ley.  

 
Artículo 32  

1. El hombre y la mujer tienen derec ho a contraer matrimonio con plena igualdad 
jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.  

 
Artículo 33  

1. Se reconoce  el derecho a la propiedad privada y a la herencia.  
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con 

las leyes. 
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 

utilidad pública o interés socia l, mediante la correspondiente indemnización y de 
conformidad con lo dispuesto por las leyes.  

 
Artículo 34  

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a 
la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en lo s apartados 2 y 4 del 
artículo  22. 

 
Artículo 35  

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre 
elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración 
suficiente para satisfacer sus n ecesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo.  

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.  
 

Artículo 36  
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 

Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el 
funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.  
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Artículo 37  
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los 

representantes de los trabajad ores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los 
convenios.  

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de 
conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las 
limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el 
funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.  

 
Artículo 38  

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los 
poderes públicos garantizan y protege n su ejercicio y la defensa de la productividad, de 
acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.  

 
 

CAPÍTULO III 
DE LOS PRINCIPIOS RECTORES  

DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA 
 

Artículo 39  
1. Los poderes públicos aseg uran la protección social, económica y jurídica de la familia.  
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil . La ley posibilitará la investigación de la paternidad.  

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda.  

4. Los niños gozarán  de la protección prevista en los acuerdos internacionales que 
velan por sus derechos.  

 
Artículo 40  

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social 
y económico y para una distribución de la renta regional y personal má s equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política 
orientada al pleno empleo.  

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; vel arán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán 
el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones 
periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.  

 
Artículo 41  

Los poderes públicos mantendrán un rég imen público de Seguridad Social para todos 
los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y 
prestaciones complementarias serán libres.  
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Artíc ulo 42  
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales 

de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.  
 

Artículo 43  
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.  
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los 
derechos y deberes de todos al respecto.  

3. Los poderes públicos fomentarán la educació n sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.  

 
Artículo 44  

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 
tienen derecho.  

2. Los poderes públicos promoverán la c iencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general.  

 
Artículo 45  

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el 
desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.  

2. Los poderes públicos v elarán por la utilización racional de todos los recursos 
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.  

3. Para quienes violen lo dispuesto e n el apartado anterior, en los términos que la ley 
fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación 
de reparar el daño causado.  

 
Artículo 46  

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enri quecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los 
atentados contra este patrimonio.  

 
Artículo 47  

Todos l os españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 
poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas 
pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo 
con e l interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.  

 
Artículo 48  

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de 
la juven tud en el desarrollo político, social, económico y cultural.  

 
Artículo 49  

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 
integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos a los que prestarán la 
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atenci ón especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los 
derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos.  

 
Artículo 50  

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la sufi ciencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, 
y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un 
sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio. 

 
Artículo 51  

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos.  

2. Los poderes públicos promoverá n la información y la educación de los 
consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones 
que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.  

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriore s, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales.  

 
Artículo 52  

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los 
intereses económicos que les sean propios. Su estructura intern a y funcionamiento deberán 
ser democráticos.  

 
 

CAPÍTULO IV 
DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES  

Y DERECHOS FUNDAMENTALES 
 

Artículo 53  
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título 

vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su 
contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se 
tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161 .1.a). 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las li bertades y derechos 
reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales 
ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en 
su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribu nal Constitucional. Este último recurso 
será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.  

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 
Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la pr áctica judicial y la actuación de los 
poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo 
que dispongan las leyes que los desarrollen.  

 
Artículo 54  

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, co mo alto comisionado 
de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos 
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comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.  

 
 

CAPÍTULO V 
DE LA SUSPENSIÓN  

DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES 
 

Artículo 55  
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, 

apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser 
suspendidos cuando se acuer de la declaración del estado de excepción o de sitio en los 
términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el 
apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.  

2. Una ley orgánica podrá d eterminar la forma y los casos en los que, de forma 
individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los 
derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser 
suspendidos para person as determinadas, en relación con las investigaciones 
correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas.  

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica 
producirá responsabilidad penal, como  violación de los derechos y libertades reconocidos 
por las leyes.  

 
 

TÍTULO II 
DE LA CORONA 

 
Artículo 56  

1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera 
el funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta  representación del Estado 
español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su 
comunidad histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución 
y las leyes. 

2. Su título es el de Rey de España y podrá ut ilizar los demás que correspondan a 
la Corona. 

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos 
estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de 
validez sin dicho refrendo, salvo lo dispu esto en el artículo 65, 2.  

 
Artículo 57  

1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de 
Borbón, legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden 
regular de primogenitura y representac ión, siendo preferida siempre la línea anterior a las 
posteriores; en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el 
varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a la de menos.  
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2. El Príncipe heredero, desde su na cimiento o desde que se produzca el hecho que 
origine el llamamiento, tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos 
vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España.  

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cor tes Generales proveerán a 
la sucesión en la Corona en la forma que más convenga a los intereses de España.  

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren 
matrimonio contra la expresa prohibición del Rey y de las Cortes Gene rales, quedarán 
excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus descendientes.  

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en 
el orden de sucesión a la Corona se resolverán por una ley orgánica.  

 
Artículo 58  

La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones 
constitucionales, salvo lo dispuesto para la Regencia.  

 
Artículo 59  

1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el 
pariente mayor de edad más próximo a s uceder en la Corona, según el orden establecido 
en la Constitución, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el 
tiempo de la minoría de edad del Rey.  

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilida d fuere 
reconocida por las Cortes Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el 
Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de edad. Si no lo fuere, se procederá de la 
manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero alcance la 
mayoría de edad.  

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada 
por las Cortes Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.  

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.  
5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.  
 

Artículo 60  
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey 

difunto, siempre que sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubies e 
nombrado, será tutor el padre o la madre mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo 
nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse los cargos de Regente y de 
tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.  

2. El ejercicio de  la tutela es también incompatible con el de todo cargo o 
representación política.  

 
Artículo 61  

1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de 
desempeñar fielmente sus funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y 
respetar los derechos de los ciudadanos y de las Comunidades Autónomas.  

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes 
al hacerse cargo de sus funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad 
al Rey. 
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Artículo 62  
Corresponde al Rey:  
a) Sancionar y promulgar las leyes.  
b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos 

previstos en la Constitución.  
c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.  
d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como 

poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución.  
e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.  
f) Expedir los decreto s acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos 

civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.  
g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del 

Consejo de Ministros, cuando  lo estime oportuno, a petición del Presidente del 
Gobierno. 

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.  
i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos 

generales.  
j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.  
 

Artícu lo 63  
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los 

representantes extranjeros en España están acreditados ante él.  
2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse 

internacionalmente por medio de  tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.  
3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y 

hacer la paz. 
 

Artículo 64  
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su ca so, 

por los Ministros competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del 
Gobierno, y la disolución prevista en el artículo 99, serán refrendados por el Presidente del 
Congreso. 

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los ref renden.  
 

Artículo 65  
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el 

sostenimiento de su Familia y Casa, y distribuye libremente la misma.  
2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.  
 
 

TÍTULO III 
DE LAS CORTES GENERALES 

 
CAPÍTULO I 

DE LAS CÁMARAS 
 

Artículo 66  
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el 

Congreso de los Diputados y el Senado.  
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2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado,  aprueban sus 
Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les 
atribuya la Constitución.  

3. Las Cortes Generales son inviolables.  
 

Artículo 67  
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta 

de una Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.  
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.  
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no 

vincularán  a las Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.  
 

Artículo 68  
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, 

elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que 
establezca la ley.  

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla 
estarán representadas cada una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total 
de Diputados, asignando una representación mínima inicial a cad a circunscripción y 
distribuyendo los demás en proporción a la población.  

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de 
representación proporcional.  

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados ter mina cuatro 
años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.  

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus 
derechos políticos.  

La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio  a los 
españoles que se encuentren fuera del territorio de España.  

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la 
terminación del mandato. El Congreso electo deberá ser convocado dentro de los 
veinticinco días siguientes a l a celebración de las elecciones.  

 
Artículo 69  

1. El Senado es la Cámara de representación territorial.  
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, 

directo y secreto por los votantes de cada una de ellas, en los t érminos que señale una 
ley  orgánica. 

3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo 
Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de Senadores, 
correspondiendo tres a cada una de las islas mayores μGran Canaria, Mallorca y Tenerife μ 
y uno a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza -Formentera, Menorca, 
Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma.  

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.  
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada 

millón de habitantes de su respectivo territorio. La designación corresponderá a la 
Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado superior de la Comunidad 
Autónoma, de ac uerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, 
la adecuada representación proporcional.  
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6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro 
años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara. 

 
Artículo 70  

1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los 
Diputados y Senadores, que comprenderán, en todo caso:  

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.  
b) A los altos cargos de la Administraci ón del Estado que determine la ley, con la 

excepción de los miembros del Gobierno.  
c) Al Defensor del Pueblo.  
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.  
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 

Policía en activo. 
f) A los miembros de las Juntas Electorales.  
2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará 

sometida al control judicial, en los términos que establezca la ley electoral.  
 

Artículo 71  
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas 

en el ejercicio de sus funciones.  
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de 

inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser 
inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva.  

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del 
Tribunal Supremo.  

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por la s 
respectivas Cámaras.  

 
Artículo 72  

1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus 
presupuestos y, de común acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes 
Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a una  votación final sobre su 
totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.  

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus 
Mesas. Las sesiones conjuntas serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán 
por un Reglament o de las Cortes Generales aprobado por mayoría absoluta de cada 
Cámara. 

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes 
administrativos y facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.  

 
Artículo 73  

1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el 
primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio.  

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de 
la Diputación Permanente  o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las 
Cámaras. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día 
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.  
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Artículo 74  
1. Las Cámaras se reunirán en se sión conjunta para ejercer las competencias no 

legislativas que el Título II atribuye expresamente a las Cortes Generales.  
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, 

se adoptarán por mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento 
se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera 
acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una Comisión Mixta compuesta 
de igual número de Diputad os y Senadores. La Comisión presentará un texto que será 
votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso 
por mayoría absoluta.  

 
Artículo 75  

1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.  
2. Las Cámaras podrán  delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la 

aprobación de proyectos o proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en 
cualquier momento el debate y votación de cualquier proyecto o proposición de ley que 
haya sido objeto de esta de legación.  

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma 
constitucional, las cuestiones internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los 
Presupuestos Generales del Estado.  

 
Artículo 76  

1. El Congreso y el Senado, y, en su cas o, ambas Cámaras conjuntamente, podrán 
nombrar Comisiones de investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus 
conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales, ni afectarán a las resoluciones 
judiciales, sin perjuicio de que el resultado d e la investigación sea comunicado al Ministerio 
Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.  

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las 
sanciones que puedan imponerse por incumplimiento de est a obligación.  

 
Artículo 77  

1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, 
quedando prohibida la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.  

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reci ban. El Gobierno está 
obligado a explicarse sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.  

 
Artículo 78  

1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de 
veintiún miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, e n proporción a su 
importancia numérica.  

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara 
respectiva y tendrán como funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las 
facultades que correspondan a las Cámaras, de acue rdo con los artículos 86 y 116, en caso 
de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por los 
poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.  

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permane ntes 
seguirán ejerciendo sus funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.  
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4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los 
asuntos tratados y de sus decisiones.  

 
Artículo 79  

1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con 
asistencia de la mayoría de sus miembros.  

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los 
miembros presentes, sin perjuicio de las mayorías especiales que establezcan l a 
Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas establezcan los 
Reglamentos de las Cámaras.  

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.  
 

Artículo 80  
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acu erdo en contrario de 

cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.  
 
 

CAPÍTULO II 
DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES 

 
Artículo 81  

1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de 
las libertades públ icas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral 
general y las demás previstas en la Constitución.  

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría 
absoluta del Congreso, en una votación final sobre  el conjunto del proyecto.  

 
Artículo 82  

1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas 
con rango de ley sobre materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.  

2. La delegación legislativa deberá otorgarse medi ante una ley de bases cuando su 
objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de 
refundir varios textos legales en uno solo.  

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para 
materia c oncreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el 
uso que de ella haga el Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. No 
podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco 
podr á permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.  

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio.  

5. La autorización p ara refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que 
se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera 
formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos 
legales q ue han de ser refundidos.  

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación 
podrán establecer en cada caso fórmulas adicionales de control.  
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Artículo 83  
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:  
a) Autorizar la modific ación de la propia ley de bases.  
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.  
 

Artículo 84  
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación 

legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para oponerse a su tramita ción. En tal 
supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial de la 
ley de delegación.  

 
Artículo 85  

Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de 
Decretos Legislativos.  

 
Artícu lo 86  

1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar 
disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos -leyes y que no 
podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos , 
deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las 
Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.  

2. Los Decretos -leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de 
totalidad al Congreso de los Diput ados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el 
plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse 
expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o derogación, para lo cual el 
Reglamento establecer á un procedimiento especial y sumario.  

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos 
como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.  

 
Artículo 87  

1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Cong reso y al Senado, de 
acuerdo con la Constitución y los Reglamentos de las Cámaras.  

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la 
adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, 
delega ndo ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de 
su defensa. 

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 
para la presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no m enos 
de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley 
orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia.  

 
Artículo 88  

Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de M inistros, que los someterá al 
Congreso, acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios 
para pronunciarse sobre ellos.  
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Artículo 89  
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las 

Cámaras, sin que la prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la 
iniciativa legislativa en los términos regulados por el artículo 87.  

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración 
el Senado, se remitirán al C ongreso para su trámite en éste como tal proposición.  

 
Artículo 90  

1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, 
su Presidente dará inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo 
someterá a la delibe ración de éste.  

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, 
mediante mensaje motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto 
deberá ser aprobado por mayoría absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para 
sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en caso de veto, el texto inicial, 
o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del mismo, o 
se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o n o por mayoría simple.  

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto 
se reducirá al de veinte días naturales en los proyectos declarados urgentes por el 
Gobierno o por el Congreso de los Diputados.  

 
Artículo 91  

El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes 
Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación.  

 
Artículo 92  

1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a 
referéndum consultivo de todo s los ciudadanos.  

2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del 
Gobierno, previamente autorizada por el Congreso de los Diputados.  

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas 
modalida des de referéndum previstas en esta Constitución.  

 
 

CAPÍTULO III 
DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES 

 
Artículo 93  

Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se 
atribuya a una organización o institución internacional el ejer cicio de competencias 
derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los 
casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas de 
los organismos internacionales o supranacionales titular es de la cesión.  

 
Artículo 94  

1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 
convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:  
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a) Tratados de carácter político.  
b) Tratados o convenios de carácter militar.  
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los 

derechos y deberes fundamentales establecidos en el Título I.  
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Haciend a 

Pública. 
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o 

exijan medidas legislativas para su ejecución.  
2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los 

restantes tratados o convenios.  
 

Art ículo 95  
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a 

la Constitución exigirá la previa revisión constitucional.  
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional 

para que declare  si existe o no esa contradicción.  
 

Artículo 96  
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados 

oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo 
podrán ser derogadas, modificadas o suspendid as en la forma prevista en los propios 
tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.  

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo 
procedimiento previsto para su aprobación en el artículo 94. 

 
 

TÍTULO IV 
DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN 

 
Artículo 97  

El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la 
defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con 
la Consti tución y las leyes.  

 
Artículo 98  

1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los 
Ministros y de los demás miembros que establezca la ley.  

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los de más 
miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en 
su gestión.  

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que 
las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pú blica que no derive de 
su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna.  

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.  
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Artículo 99  
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 

supuest os constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los 
representantes designados por los Grupos políticos con representación parlamentaria, y a 
través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno.  

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante 
el Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y 
solicitará la confianza de la Cámara.  

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus 
miembros, otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no 
alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y 
ocho horas después de la anterior, y la confianza se ent enderá otorgada si obtuviere la 
mayoría simple.  

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, 
se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.  

5. Si transcurrido el plazo de dos  meses, a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas 
Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso.  

 
Artículo 100  

Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a 
propuesta de su Presidente.  

 
Artículo 101  

1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de 
pérdida de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimi sión o 
fallecimiento de su Presidente.  

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 
Gobierno. 

 
Artículo 102  

1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será 
exigible, en su caso, ant e la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.  

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del 
Estado en el ejercicio de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta 
parte de los miembros del Congres o, y con la aprobación de la mayoría absoluta del 
mismo. 

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del 
presente artículo.  

 
Artículo 103  

1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.  

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de 
acuerdo con la ley.  

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función 
pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del 
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ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías  para 
la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.  

 
Artículo 104  

1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán 
como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la 
seguridad ciudadana . 

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y 
estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad.  

 
Artículo 105  

La ley regulará:  
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y 

asociacion es reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones administrativas que les afecten.  

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo 
que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la av eriguación de los delitos y la 
intimidad de las personas.  

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, 
garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado.  

 
Artículo 106  

1. Los Tribunales controlan la potestad reg lamentaria y la legalidad de la actuación 
administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican.  

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 
indemnizados por toda lesión que sufran en cualqui era de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos.  

 
Artículo 107  

El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica 
regular á su composición y competencia.  

 
 

TÍTULO V 
DE LAS RELACIONES ENTRE  

EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES 
 

Artículo 108  
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los 

Diputados.  
 

Artículo 109  
Las Cámaras y sus Comisiones po drán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, 

la información y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de 
cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas.  
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Artículo 110  
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden rec lamar la presencia de los miembros del 

Gobierno. 
2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus 

Comisiones y la facultad de hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las 
mismas funcionarios de sus Departam entos. 

 
Artículo 111  

1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y 
preguntas que se le formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos 
establecerán un tiempo mínimo semanal.  

2. Toda interpelación podrá  dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste 
su posición.  

 
Artículo 112  

El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear 
ante el Congreso de los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una 
declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de 
la misma la mayoría simple de los Diputados.  

 
Artículo 113  

1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno 
mediante la adop ción por mayoría absoluta de la moción de censura.  

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los 
Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.  

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde 
su presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones 
alternativas.  

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no 
podrán presentar otra durante el mismo perí odo de sesiones.  

 
Artículo 114  

1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, 
procediéndose a continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo 
dispuesto en el artículo 99.  

2. Si el Congreso adopta un a moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al 
Rey y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara 
a los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.  

 
Artículo 115  

1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su 
exclusiva responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las 
Cortes Generales, que será decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de 
las elecciones.  

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una 
moción de censura.  

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, 
salvo lo dispuesto en el artículo 99, apartado 5.  
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Artículo 116  
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las 

competencias y limitaciones correspondientes.  
2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en 

Consejo de Ministros por un plaz o máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los 
Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser 
prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden los 
efectos de la declaración.  

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado 
en Consejo de Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización 
y proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los efecto s del 
mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de 
treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.  

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los 
Diputad os, a propuesta exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito 
territorial, duración y condiciones.  

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados 
algunos de los estados comprendidos en el presente artículo, quedan do automáticamente 
convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. Su funcionamiento, así 
como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse 
durante la vigencia de estos estados.  

Disuelto el Congreso o expirad o su mandato, si se produjere alguna de las situaciones 
que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del Congreso serán 
asumidas por su Diputación Permanente.  

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modifica rán el 
principio de responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución 
y en las leyes.  

 
 

TÍTULO VI 
DEL PODER JUDICIAL 

 
Artículo 117  

1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y 
Magistrados integra ntes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y 
sometidos únicamente al imperio de la ley.  

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni 
jubilados, sino por alguna de las causas y con las garantías pr evistas en la ley.  

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y 
haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales 
determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedi miento que las 
mismas establezcan.  

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el 
apartado anterior y las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de 
cualquier derecho.  

5. El principio de unidad jurisdiccion al es la base de la organización y funcionamiento 
de los Tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito 
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estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los 
principios de la Constitución.  

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.  
 

Artículo 118  
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y 

Tribunales, así como prestar la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y 
en la ejecución de lo resuelto.  

 
Artículo 119  

La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de 
quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar.  

 
Artículo 120  

1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leye s 
de procedimiento.  

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.  
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.  
 

Artículo 121  
Los daños causados por error judicial, así como los que sea n consecuencia del 

funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una 
indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.  

 
Artículo 122  

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y 
gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y 
Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la 
Administración de Justicia.  

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno  del mismo. La ley 
orgánica establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus 
funciones, en particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen 
disciplinario.  

3. El Consejo General del Poder Judicial estará  integrado por el Presidente del Tribunal 
Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de 
cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en 
los términos que establezca la le y orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los 
Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres 
quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida 
competencia y con más de quince a ños de ejercicio en su profesión.  

 
Artículo 123  

1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional 
superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.  

2. El Presidente del Tribunal S upremo será nombrado por el Rey, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial, en la forma que determine la ley.  
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Artículo 124  
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, 

tiene por misión promover la acción d e la justicia en defensa de la legalidad, de los 
derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición 
de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante 
éstos la satisfacción de l interés social.  

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a 
los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo 
caso, a los de legalidad e imparcialidad.  

3. La ley regulará el es tatuto orgánico del Ministerio Fiscal.  
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, 

oído el Consejo General del Poder Judicial.  
 

Artículo 125  
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administ ración de 

Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos 
penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.  

 
Artículo 126  

La policía judicial depende de los Jueces, de los  Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus 
funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en 
los términos que la ley establezca.  

 
Artículo 127  

1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no 
podrán desempeñar otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. 
La ley establecerá el sistema y modalidades de asociación profesional de los Jueces, 
Magistrados y Fiscales.  

2. La ley establecerá el régimen de incompatib ilidades de los miembros del poder 
judicial, que deberá asegurar la total independencia de los mismos.  

 
 

TÍTULO VII 
ECONOMÍA Y HACIENDA 

 
Artículo 128  

1. Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está 
subordinada al in terés general.  

2. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá 
reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo  exigiere el interés 
general.  

 
Artículo 129  

1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad 
Social y en la actividad de los organismos públicos cuya función afecte directamente a la 
calidad de la vida o al bienestar gen eral. 
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2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación 
en la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades 
cooperativas. También establecerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadore s 
a la propiedad de los medios de producción.  

 
Artículo 130  

1. Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los 
sectores económicos y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la 
artesanía, a fin de equ iparar el nivel de vida de todos los españoles.  

2. Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña.  
 

Artículo 131  
1. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general para 

atender a las necesidades cole ctivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y 
sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución.  

2. El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de acuerdo con las previsiones 
que le sean sumini stradas por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y 
colaboración de los sindicatos y otras organizaciones profesionales, empresariales y 
económicas. A tal fin se constituirá un Consejo, cuya composición y funciones se 
desarrollarán por ley.  

 
Artícul o 132 

1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los 
comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad, así como su desafectación.  

2. Son bienes de dominio público estatal  los que determine la ley y, en todo caso, la 
zona marítimo -terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona 
económica y la plataforma continental.  

3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su 
administración, defensa y conservación.  

 
Artículo 133  

1. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al 
Estado, mediante ley.  

2. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir 
tributos, de  acuerdo con la Constitución y las leyes.  

3. Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en 
virtud de ley.  

4. Las administraciones públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y 
realizar gastos de acuerdo con la s leyes. 

 
Artículo 134  

1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y 
a las Cortes Generales, su examen, enmienda y aprobación.  

2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad 
de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de 
los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado.  
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3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos 
Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.  

4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio 
económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los 
Presupuestos del ejercicio anterio r hasta la aprobación de los nuevos.  

5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar 
proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos 
correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.  

6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución 
de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.  

7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley  
tributaria sustantiva así lo prevea.  

 
Artículo 135  

1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de 
estabilidad presupuestaria.  

2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural 
que super e los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados 
Miembros.  

Una ley orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las 
Comunidades Autónomas, en relación con su producto interior bruto. Las Entidades Loca les 
deberán presentar equilibrio presupuestario.  

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para 
emitir deuda pública o contraer crédito.  

Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las 
Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus 
presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto 
de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.  

El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación 
con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de referencia 
establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.  

4. Los límites de défici t estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán 
superarse en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de 
emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen 
considerablemente la situación financiera o la  sostenibilidad económica o social del Estado, 
apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.  

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la 
participación, en los procedimiento s respectivos, de los órganos de coordinación 
institucional entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. En 
todo caso, regulará:  

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas 
Administraciones  Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los 
mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro 
pudieran producirse.  

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.  
c) La responsabi lidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de 

los objetivos de estabilidad presupuestaria.  
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6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de 
los límites a que se refiere este artículo, adoptarán las disp osiciones que procedan para la 
aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.  

 
Artículo 136  

1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la 
gestión económica de Estado, así co mo del sector público.  

Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por 
delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.  

2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribun al de 
Cuentas y serán censuradas por éste.  

El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes 
Generales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o 
responsabilidades en que, a su juicio, se hubiere incurrido.  

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e 
inamovilidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.  

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribun al 
de Cuentas. 

 
 

TÍTULO VIII 
DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO 

 

CAPÍTULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 

 
Artículo 137  

El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades 
Autónomas que se constituyan. Todas estas entidad es gozan de autonomía para la gestión 
de sus respectivos intereses.  

 
Artículo 138  

1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en 
el artículo 2 de la Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio ec onómico, 
adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, y atendiendo en particular 
a las circunstancias del hecho insular.  

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no 
podrán implicar, en ningún caso,  privilegios económicos o sociales.  

 
Artículo 139  

1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte 
del territorio del Estado.  

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente 
obstaculicen la liberta d de circulación y establecimiento de las personas y la libre 
circulación de bienes en todo el territorio español.  
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CAPÍTULO II 
DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL 

 
Artículo 140  

La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de 
personalida d jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos 
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán 
elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y 
secre to, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales 
o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el régimen del 
concejo abierto.  

 
Artículo 141  

1. La provincia es una entidad local con personalidad  jurídica propia, determinada por 
la agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del 
Estado. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes 
Generales mediante ley orgánica.  

2. El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a 
Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo.  

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.  
4. En los archipiélagos, las islas  tendrán además su administración propia en forma de 

Cabildos o Consejos.  
 

Artículo 142  
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño 

de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán 
fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las 
Comunidades Autónomas.  

 
 

CAPÍTULO III 
DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

 
Artículo 143  

1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la 
Constitución, las provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas 
comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán 
acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo 
previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.  

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones 
interesadas o al órgano interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los 
municipios cuya población represente , al menos, la mayoría del censo electoral de cada 
provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de seis meses desde 
el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales 
interesadas. 

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.  
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Artículo 144  
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:  
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial 

no supere el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del 
artículo  143. 

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no 
estén integrados en la organización provincial.  

c) Sustituir la iniciativa de las Corpo raciones locales a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 143. 

 
Artículo 145  

1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.  
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las 

Comunidades Autónomas podrá n celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación 
de servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la correspondiente 
comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de 
cooperación entre las Comunidad es Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes 
Generales. 

 
Artículo 146  

El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros 
de la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y 
Senadores elegidos en ellas y será elevado a las Cortes Generales para su tramitación 
como ley.  

 
Artículo 147  

1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma 
institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los re conocerá y amparará 
como parte integrante de su ordenamiento jurídico.  

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:  
a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.  
b) La delimitación de su territorio.  
c) La denominació n, organización y sede de las instituciones autónomas propias.  
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las 

bases para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas.  
3. La reforma de los Estatutos se ajust ará al procedimiento establecido en los mismos y 

requerirá, en todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.  
 

Artículo 148  
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes 

materias: 
1.ª Organización de s us instituciones de autogobierno.  
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en 

general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las 
Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la l egislación sobre Régimen 
Local. 

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.  
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.  
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5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el 
territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte 
desarrollado por estos medios o por cable.  

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que 
no desarrollen actividades comerciales.  

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.  
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.  
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.  
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidrá ulicos, 

canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y 
termales.  

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.  
12.ª Ferias interiores.  
13.ª El fomento del desarrollo económico d e la Comunidad Autónoma dentro de los 

objetivos marcados por la política económica nacional.  
14.ª La artesanía. 
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad 

Autónoma.  
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad  Autónoma.  
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la 

lengua de la Comunidad Autónoma.  
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.  
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización de l ocio. 
20.ª Asistencia social.  
21.ª Sanidad e higiene.  
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás 

facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una 
ley orgánica.  

2. Transcurri dos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades 
Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido 
en el artículo 149. 

 
Artículo 149  

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes mat erias: 
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 

españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.  

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 
3.ª Relaciones internacionales.  
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.  
5.ª Administración de Justicia.  
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 

necesarias especialidades que en este orden se deriven de las  particularidades del 
derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas.  

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.  

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo p or las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde 
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existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas 
jurídicas, relaciones jurídico -civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenac ión 
de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, 
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del 
Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial.  

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.  
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.  
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de 

crédito, banca y seguros.  
12.ª Legislación sobre pesas y medi das, determinación de la hora oficial.  
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.  
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.  
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.  
16.ª Sanidad ext erior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 

productos farmacéuticos.  
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 

ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.  
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 

estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados 
un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin 
perjuicio de las especialidad es derivadas de la organización propia de las 
Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica 
sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de 
todas las Administraciones públicas.  

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se 
atribuyan a las Comunidades Autónomas.  

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales 
marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de in terés general; control del 
espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de 
aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma; régimen general de c omunicaciones; tráfico y circulación de 
vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicación.  

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran por má s de una Comunidad Autónoma, y la autorización 
de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad 
o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.  

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin per juicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de 
protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías 
pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más d e una Comunidad 
Autónoma.  

25.ª Bases de régimen minero y energético.  
26.ªRégimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.  
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27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los 
medios de comunicación  social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y 
ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas.  

28.ªDefensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos d e titularidad estatal, sin 
perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas.  

29.ªSeguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatut os 
en el marco de lo que disponga una ley orgánica.  

30.ªRegulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia.  

31.ª Estadística para fines estatales.  
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.  
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, 

el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará 
la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.  

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado po r esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La 
competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en cas o de conflicto, sobre las de las 
Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de 
éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades 
Autónomas.  

 
Artículo 150  

1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o 
a alguna de las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas 
legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin 
perjuicio de la competencia de los Tribunales, en cada ley marco se establecerá la 
modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas de las 
Comunidades Autónomas.  

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante  ley 
orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia 
naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la 
correspondiente transferencia de medios financieros, así como las forma s de control que se 
reserve el Estado.  

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para 
armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de 
materias atribuidas a la competencia de éstas, cuan do así lo exija el interés general. 
Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación 
de esta necesidad.  

 
Artículo 151  

1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 
del art ículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo 
del artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares 
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correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las 
provinci as afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada 
una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de 
la mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezc a una 
ley orgánica.  

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración 
del Estatuto será el siguiente:  

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las 
circunscripciones comprendidas en el ám bito territorial que pretenda acceder al 
autogobierno, para que se constituyan en Asamblea, a los solos efectos de elaborar 
el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante el acuerdo de la 
mayoría absoluta de sus miembros.  

2.º Aprobado el pr oyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la 
Comisión Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo 
examinará con el concurso y asistencia de una delegación de la Asamblea 
proponente para determinar de co mún acuerdo su formulación definitiva.  

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del 
cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del 
proyectado Estatuto.  

4.º Si el proyecto de Estatuto es  aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos 
válidamente emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas 
Cámaras decidirán sobre el texto mediante un voto de ratificación. Aprobado el 
Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promul gará como ley.  

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el 
proyecto de Estatuto será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes 
Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a referéndum del cuerpo 
electoral  de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado 
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos 
en cada provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.  

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del 
proyecto de Estatuto por una o varias provincias no impedirá la constitución entre las 
restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en la forma que establezca la ley 
orgánica prevista en  el apartado 1 de este artículo.  

 
Artículo 152  

1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, 
la organización institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por 
sufragio universal, con arr eglo a un sistema de representación proporcional que asegure, 
además, la representación de las diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con 
funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre 
sus miembros,  y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de 
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado 
en aquélla. El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente 
responsable s ante la Asamblea.  

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al 
Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las Comunidades Autónomas podrán 
establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la organización de 
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las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la 
ley orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independen cia de éste.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su 
caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo territorio de la Comunidad 
Autónoma en que esté el órgano competente en primera instan cia. 

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán 
ser modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre 
los electores inscritos en los censos correspondientes.  

3. Mediante la agrupación  de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer 
circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.  

 
Artículo 153  

El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:  
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones 

normativas con fuerza de ley.  
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones 

delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150.  
c) Por la jurisdicción contencioso -administrativa, el de la administración autónoma y sus 

normas reglamentarias.  
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.  
 

Artículo 154  
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del  Estado en el 

territorio de la Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la 
administración propia de la Comunidad.  

 
Artículo 155  

1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u 
otras leyes le impongan, o actua re de forma que atente gravemente al interés general de 
España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en 
el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá 
adoptar las medidas necesari as para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas 
obligaciones o para la protección del mencionado interés general.  

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá 
dar instrucciones a todas las autoridades  de las Comunidades Autónomas.  

 
Artículo 156  

1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y 
ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la 
Hacienda estatal y de solidaridad entre todos l os españoles.  

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del 
Estado para la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, 
de acuerdo con las leyes y los Estatutos.  

 
Artículo 157  

1. Los recurso s de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:  
a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos 

estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado.  
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b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especi ales. 
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones 

con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.  
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.  
e) El producto de las operaciones de cr édito.  
2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias 

sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre 
circulación de mercancías o servicios.  

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras 
enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que 
pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades 
Autónomas y el Estado.  

 
Artículo 158  

1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las 
Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales 
que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios 
públ icos fundamentales en todo el territorio español.  

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el 
principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de 
inversión, cuyos recursos  serán distribuidos por las Cortes Generales entre las 
Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.  

 
 

TÍTULO IX 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 
Artículo 159  

1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de 
ellos, cuatro a pr opuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; 
cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial.  

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deber án ser nombrados entre Magistrados 
y Fiscales, Profesores de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas 
de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional.  

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán de signados por un período de nueve 
años y se renovarán por terceras partes cada tres.  

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo 
mandato representativo; con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de 
funciones directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo al servicio de 
los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad 
profesional o mercantil.  

En lo demás los miembros del Tribunal Constituciona l tendrán las incompatibilidades 
propias de los miembros del poder judicial.  

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el 
ejercicio de su mandato.  
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Artículo 160  
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado  entre sus miembros por el Rey, 

a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.  
 

Artículo 161  
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es 

competente para conocer:  
a) Del recurso de inconstituci onalidad contra leyes y disposiciones normativas con 

fuerza de ley. La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con 
rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o 
sentencias recaídas no perderán e l valor de cosa juzgada.  

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el 
artículo 53, 2, de esta Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.  

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comuni dades Autónomas o 
de los de éstas entre sí.  

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.  
2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y 

resoluciones adoptadas por los órganos de las Com unidades Autónomas. La impugnación 
producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su 
caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses.  

 
Artículo 162  

1. Están legitimados:  
a) Para interponer  el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el 

Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos 
de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.  

b) Para interponer el recurso de  amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un 
interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.  

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.  
 

Artículo 163  
Cuando un órgano judicial  considere, en algún proceso, que una norma con rango de 

ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la 
Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, en la 
forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.  

 
Artículo 164  

1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el Boletín Oficial del 
Estado con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del  
día siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la 
inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se 
limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente  a todos. 

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte 
no afectada por la inconstitucionalidad.  
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Artículo 165  
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de 

sus miembr os, el procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las 
acciones. 

 
 

TÍTULO X 
DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL 

 
Artículo 166  

La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los 
apartados 1 y 2 del artículo 87. 

 
Artículo 167  

1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de 
tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará 
obtenerlo mediante la creación de una Comisión de composición par itaria de Diputados y 
Senadores, que presentará un texto que será votado por el Congreso y el Senado.  

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y 
siempre que el texto hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría a bsoluta del Senado, 
el Congreso, por mayoría de dos tercios, podrá aprobar la reforma.  

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 
ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprob ación, una 
décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.  

 
Artículo 168  

1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al 
Título preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título I I, se 
procederá a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la 
disolución inmediata de las Cortes.  

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo 
texto constitucional, que deberá ser a probado por mayoría de dos tercios de ambas 
Cámaras. 

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para 
su ratificación.  

 
Artículo 169  

No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de 
alguno de  los estados previstos en el artículo 116.  

 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 

Disposición adicional primera  
La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales.  
La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en  su caso, en el 

marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.  
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Disposición adicional segunda  
La declaración de mayoría de edad contenida en el artículo 12 de esta Constitución no 

perjudica las situaciones amparadas por los derechos forales en el  ámbito del Derecho 
privado.  

 
Disposición adicional tercera  

La modificación del régimen económico y fiscal del archipiélago canario requerirá 
informe previo de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del órgano provisional 
autonómico.  

 
Disposición adicional c uarta  

En las Comunidades Autónomas donde tengan su sede más de una Audiencia Territorial, 
los Estatutos de Autonomía respectivos podrán mantener las existentes, distribuyendo las 
competencias entre ellas, siempre de conformidad con lo previsto en la ley or gánica del 
poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste.  

 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 

Disposición transitoria primera  
En los territorios dotados de un régimen provisional de autonomía, sus órganos 

colegiados superiores, mediante acuerdo ad optado por la mayoría absoluta de sus 
miembros, podrán sustituir la iniciativa que en el apartado 2 del artículo 143 atribuye a las 
Diputaciones Provinciales o a los órganos interinsulares correspondientes.  

 
Disposición transitoria segunda  

Los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de 
Estatuto de autonomía y cuenten, al tiempo de promulgarse esta Constitución, con 
regímenes provisionales de autonomía podrán proceder inmediatamente en la forma que 
se prevé en el apartado  2 del artículo 148, cuando así lo acordaren, por mayoría absoluta, 
sus órganos preautonómicos colegiados superiores, comunicándolo al Gobierno. El 
proyecto de Estatuto será elaborado de acuerdo con lo establecido en el artículo 151, 
número 2, a convocator ia del órgano colegiado preautonómico.  

 
Disposición transitoria tercera  

La iniciativa del proceso autonómico por parte de las Corporaciones locales o de sus 
miembros, prevista en el apartado 2 del artículo 143, se entiende diferida, con todos sus 
efectos, hasta la celebración de las primeras elecciones locales una vez vigente la 
Constitución.  

 
Disposición transitoria cuarta  

1. En el caso de Navarra, y a efectos de su incorporación al Consejo General Vasco o al 
régimen autonómico vasco que le sustituya, en l ugar de lo que establece el artículo 143 de 
la Constitución, la iniciativa corresponde al Órgano Foral competente, el cual adoptará su 
decisión por mayoría de los miembros que lo componen. Para la validez de dicha iniciativa 
será preciso, además, que la de cisión del Órgano Foral competente sea ratificada por 
referéndum expresamente convocado al efecto, y aprobado por mayoría de los votos 
válidos emitidos.  
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2. Si la iniciativa no prosperase, solamente se podrá reproducir la misma en distinto 
período del manda to del Órgano Foral competente, y en todo caso, cuando haya 
transcurrido el plazo mínimo que establece el artículo 143.  

 
Disposición transitoria quinta  

Las ciudades de Ceuta y Melilla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si así 
lo deciden sus respe ctivos Ayuntamientos, mediante acuerdo adoptado por la mayoría 
absoluta de sus miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, mediante una ley 
orgánica, en los términos previstos en el artículo 144.  

 
Disposición transitoria sexta  

Cuando se remitieran a la Comisión Constitucional del Congreso varios proyectos de 
Estatuto, se dictaminarán por el orden de entrada en aquélla, y el plazo de dos meses a que 
se refiere el artículo 151 empezará a contar desde que la Comisión termine el estudio del 
proyecto o pro yectos de que sucesivamente haya conocido.  

 
Disposición transitoria séptima  

Los organismos provisionales autonómicos se considerarán disueltos en los siguientes 
casos: 

a) Una vez constituidos los órganos que establezcan los Estatutos de Autonomía 
aprobados  conforme a esta Constitución.  

b) En el supuesto de que la iniciativa del proceso autonómico no llegara a prosperar 
por no cumplir los requisitos previstos en el artículo 143.  

c) Si el organismo no hubiera ejercido el derecho que le reconoce la disposición  
transitoria primera en el plazo de tres años.  

 
Disposición transitoria octava  

1. Las Cámaras que han aprobado la presente Constitución asumirán, tras la entrada en 
vigor de la misma, las funciones y competencias que en ella se señalan, respectivamente, 
para el Congreso y el Senado, sin que en ningún caso su mandato se extienda más allá 
del  15 de junio de 1981. 

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 99, la promulgación de la Constitución 
se considerará como supuesto constitucional en el que proce de su aplicación. A tal efecto, 
a partir de la citada promulgación se abrirá un período de treinta días para la aplicación de 
lo dispuesto en dicho artículo.  

Durante este período, el actual Presidente del Gobierno, que asumirá las funciones y 
competencias que para dicho cargo establece la Constitución, podrá optar por utilizar la 
facultad que le reconoce el artículo 115 o dar paso, mediante la dimisión, a la aplicación de 
lo establecido en el artículo 99, quedando en este último caso en la situación previst a en el 
apartado 2 del artículo 101.  

3. En caso de disolución, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115, y si no se hubiera 
desarrollado legalmente lo previsto en los artículos 68 y 69, serán de aplicación en las 
elecciones las normas vigentes con ant erioridad, con las solas excepciones de que en lo 
referente a inelegibilidades e incompatibilidades se aplicará directamente lo previsto en el 
inciso segundo de la letra b) del apartado 1 del artículo 70 de la Constitución, así como lo 
dispuesto en la mism a respecto a la edad para el voto y lo establecido en el artículo 69,3.  
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Disposición transitoria novena  
A los tres años de la elección por vez primera de los miembros del Tribunal 

Constitucional se procederá por sorteo para la designación de un grupo de cu atro 
miembros de la misma procedencia electiva que haya de cesar y renovarse. A estos solos 
efectos se entenderán agrupados como miembros de la misma procedencia a los dos 
designados a propuesta del Gobierno y a los dos que proceden de la formulada por el 
Consejo General del Poder Judicial. Del mismo modo se procederá transcurridos otros tres 
años entre los dos grupos no afectados por el sorteo anterior. A partir de entonces se estará 
a lo establecido en el número 3 del artículo 159.  

 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
1. Queda derogada la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política, así como, en 

tanto en cuanto no estuvieran ya derogadas por la anteriormente mencionada Ley, la de 
Principios del Movimiento Nacional, de 17 de mayo de 1958; el Fuero de los Espa ñoles, 
de 17 de julio de 1945; el del Trabajo, de 9 de marzo de 1938; la Ley Constitutiva de las 
Cortes, de 17 de julio de 1942; la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, de 26 de julio 
de 1947, todas ellas modificadas por la Ley Orgánica del Estado, d e 10 de enero de 1967, y 
en los mismos términos esta última y la de Referéndum Nacional de 22 de octubre de 1945.  

2. En tanto en cuanto pudiera conservar alguna vigencia, se considera definitivamente 
derogada la Ley de 25 de octubre de 1839 en lo que pudie ra afectar a las provincias de 
Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.  

En los mismos términos se considera definitivamente derogada la Ley de 21 de julio 
de 1876. 

3. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en 
esta Constitución.  

 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
Esta Constitución entrará en vigor el mismo día de la publicación de su texto oficial en el 

Boletín Oficial del Estado . Se publicará también en las demás lenguas de España.  
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TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1. Illes Balears  

1. La nacionalidad histórica que forman las islas de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de 
Formentera, como expresión de su volunta d colectiva y en el ejercicio del derecho al 
autogobierno que la Constitución reconoce a las nacionalidades y a las regiones, se 
constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la propia Constitución y del presente 
Estatuto.  

2. La denominación de la Comun idad Autónoma es Illes Balears.  
 

Artículo 2. El territorio  
El territorio de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears es el formado por el de las 

islas de Mallorca, Menorca, Ibiza, Formentera y Cabrera y por el de las otras islas menores 
adyacentes.  

 
Art ículo 3. Insularidad  

1. El Estatuto ampara la insularidad del territorio de la Comunidad Autónoma como 
hecho diferencial y merecedor de protección especial.  

2. Los poderes públicos, de conformidad con lo que establece la Constitución, 
garantizan la reali zación efectiva de todas las medidas necesarias para evitar que del hecho 
diferencial puedan derivarse desequilibrios económicos o de cualquier otro tipo que 
vulneren el principio de solidaridad entre todas las Comunidades Autónomas.  

 
Artículo 4. La lengua  propia  

1. La lengua catalana, propia de las Illes Balears, tendrá, junto con la castellana, el 
carácter de idioma oficial.  

2. Todos tienen el derecho de conocerla y utilizarla, y nadie podrá ser discriminado por 
razón del idioma.  

3. Las instituciones d e las Illes Balears garantizarán el uso normal y oficial de los dos 
idiomas, tomarán las medidas necesarias para asegurar su conocimiento y crearán las 
condiciones que permitan llegar a la igualdad plena de las dos lenguas en cuanto a los 
derechos de los c iudadanos de las Illes Balears.  
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Artículo 5. Los territorios con vínculos lingüísticos y culturales con las Illes Balears  
El Gobierno ha de promover la comunicación, el intercambio cultural y la cooperación 

con las comunidades y los territorios, perteneci entes o no al Estado español, que tienen 
vínculos lingüísticos y culturales con las Illes Balears. A estos efectos, el Gobierno de las 
Illes Balears y el Estado, de acuerdo con sus respectivas competencias, podrán suscribir 
convenios, tratados y otros inst rumentos de colaboración.  
 
Artículo 6. Los símbolos de las Illes Balears  

1. La bandera de las Illes Balears, integrada por símbolos distintivos legitimados 
históricamente, estará constituida por cuatro barras rojas horizontales sobre fondo amarillo, 
con u n cuartel situado en la parte superior izquierda de fondo morado y con un castillo 
blanco de cinco torres en medio.  

2. Cada isla podrá tener su bandera, su día de celebración y sus símbolos distintivos 
propios, por acuerdo del Consejo Insular respectivo.  

3. El día de las Illes Balears es el 1 de marzo.  
 

Artículo 7. Capital de las Illes Balears  
La capital de las Illes Balears es la ciudad de Palma, que es la sede permanente del 

Parlamento, de la Presidencia del Gobierno y del Gobierno, sin perjuicio de qu e el 
Parlamento y el Gobierno puedan reunirse en otros lugares de las Illes Balears, de acuerdo 
con lo que establecen, respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la ley.  

 
Artículo 8. La organización territorial  

1. La Comunidad Autónoma articula su or ganización territorial en islas y en municipios. 
Las instituciones de gobierno de las islas son los Consejos Insulares, y las de los municipios, 
los Ayuntamientos.  

2. Esta organización será regulada, en el marco de la legislación básica del Estado, por 
ley del Parlamento de las Illes Balears, de acuerdo con este Estatuto y con los principios de 
eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración, delegación y coordinación entre los 
organismos administrativos y de autonomía en sus ámbitos respectivos.  

 
Artículo 9. La condición política de los isleños  

1. A los efectos de este Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de la 
Comunidad Autónoma los españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, 
tengan vecindad administrativa en cu alquiera de los municipios de las Illes Balears.  

2. Gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos españoles 
residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en las Illes 
Balears y acrediten esta co ndición en el correspondiente consulado de España. Gozan 
también de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, si lo solicitan, en 
la forma que determine la ley del Estado.  

3. Los extranjeros que, teniendo vecindad en cualquiera de los mun icipios de las Illes 
Balears, adquieran la nacionalidad española quedan sujetos al Derecho Civil de las Illes 
Balears excepto en el caso en que manifiesten su voluntad en sentido contrario.  

 
Artículo 10. Las disposiciones de los poderes públicos de las Ill es Balears  

Las normas, las disposiciones y el Derecho Civil de la Comunidad Autónoma tienen 
eficacia en su territorio, sin perjuicio de las normas para resolver los conflictos de leyes y de 
las excepciones que puedan establecerse en cada materia.  
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Artículo  11. Comunidades isleñas fuera del territorio  
1. Las comunidades baleares establecidas fuera del territorio de la Comunidad 

Autónoma podrán solicitar como tales el reconocimiento de su personalidad de origen, 
entendida como el derecho a colaborar y compar tir la vida social y cultural de las islas. Una 
ley del Parlamento de las Illes Balears regulará, sin perjuicio de las competencias del 
Estado, el alcance y contenido del reconocimiento mencionado que, en ningún caso, 
implicará la concesión de derechos pol íticos.  

2. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado español que, para facilitar la 
disposición anterior, celebre, en su caso, los pertinentes tratados internacionales.  

 
Artículo 12. Principios rectores de la actividad pública  

1. La Comunidad Aut ónoma fundamenta el derecho al autogobierno en los valores del 
respeto a la dignidad humana, la libertad, la igualdad, la justicia, la paz y los derechos 
humanos.  

2. Este Estatuto reafirma, en el marco de las competencias de la Comunidad 
Autónoma, los dere chos fundamentales que emanan de la Constitución, de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, del Convenio Europeo para la protección 
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y de los tratados y los 
acuerdos sobre la mat eria ratificados por el Estado.  

3. Las instituciones propias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, para 
cumplir las finalidades que les son propias y en el marco de las competencias que les 
atribuye este Estatuto, deben promover, como principios rectores de la política económica 
y social, el desarrollo sostenible encaminado a la plena ocupación, la cohesión social y el 
progreso científico y técnico de manera que asegure a toda la ciudadanía el acceso a los 
servicios públicos y el derecho a la salu d, la educación, la vivienda, la protección social, el 
ocio y la cultura.  

4. Las instituciones propias deben orientar la función del poder público en el sentido de 
consolidar y desarrollar las características de nacionalidad común de los pueblos de 
Mallor ca, de Menorca, de Ibiza y de Formentera, así como las peculiaridades de cada isla 
como vínculo de solidaridad entre ellas.  

 
 

TÍTULO II  
DE LOS DERECHOS, LOS DEBERES Y LAS LIBERTADES  

DE LOS CIUDADANOS DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 13. Derechos, deberes y  libertades reconocidos a los ciudadanos de las Illes 
Balears  

1. Los ciudadanos de las Illes Balears, como ciudadanos españoles y europeos, son 
titulares de los derechos, deberes y libertades reconocidos en la Constitución, en el 
ordenamiento de la Unión Europea y en los instrumentos internacionales de protección de 
los derechos humanos, individuales y colectivos: en particular, en la Declaración de 
Derechos Humanos, en los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de 
Derechos Económicos, So ciales y Culturales; en la Convención Europea de Derechos del 
Hombre y Libertades Fundamentales y en la Carta Social Europea.  
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2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears están 
vinculados por estos derechos y libertades y velarán por su protección y respeto, así como 
por el cumplimiento de los deberes.  

3. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del 
régimen de distribución de competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos 
o la modifi cación de los ya existentes. Ninguna de las disposiciones de este Título puede 
ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o limite los derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios 
internacionales  ratificados por España.  

 
Artículo 14. Derechos en relación con las Administraciones públicas  

1. Sin perjuicio de lo que dispone la legislación básica del Estado, una ley del 
Parlamento de las Illes Balears regulará el derecho a una buena administración y  al acceso 
a los archivos y registros administrativos de las instituciones y Administraciones públicas de 
las Illes Balears.  

2. Todos los ciudadanos tienen derecho a que las Administraciones públicas de las Illes 
Balears traten sus asuntos de forma objeti va e imparcial y en un plazo razonable, a gozar de 
servicios públicos de calidad, así como a acceder a la función pública en condiciones de 
igualdad y según los principios constitucionales de mérito y capacidad.  

3. Los ciudadanos de las Illes Balears tend rán derecho a dirigirse a la Administración de 
la Comunidad Autónoma en cualquiera de sus dos lenguas oficiales y a recibir respuesta en 
la misma lengua utilizada.  

4. En el ámbito de sus competencias, la Comunidad Autónoma garantizará la calidad 
de los se rvicios de la Administración de Justicia, la atención a las víctimas y el acceso a la 
justicia gratuita.  

5. Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán políticas de 
protección y defensa de consumidores y usuarios y de sus asociaciones,  así como de su 
derecho a ser informados y a intervenir, directamente o a través de sus representantes, 
ante las Administraciones públicas de las Illes Balears de acuerdo con la legislación del 
Estado y las leyes del Parlamento.  

 
Artículo 15. Derechos de p articipación  

1. Todos los ciudadanos de las Illes Balears tienen derecho a participar de forma 
individual o colectiva en la vida política, económica, cultural y social de la Comunidad 
Autónoma. Los poderes públicos promoverán la participación de los agent es económicos y 
sociales del conjunto de la sociedad civil en los asuntos públicos.  

2. Los ciudadanos de las Illes Balears tienen el derecho a participar en condiciones de 
igualdad en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, en lo s 
términos que establecen la Constitución, este Estatuto y las leyes. Este derecho 
comprende:  

a) El derecho a elegir a los miembros de los órganos representativos de la Comunidad 
Autónoma y a concurrir como candidato a los mismos.  

b) El derecho a promove r y presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de las 
Illes Balears y a participar en la elaboración de leyes, directamente o mediante 
entidades asociativas, en los términos que establezca la ley.  

c) El derecho a promover la convocatoria de con sultas populares por el Gobierno de 
las Illes Balears, Consejos Insulares o por los Ayuntamientos en los términos que 
establezcan la Constitución española y las leyes.  
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d) El derecho de petición individual y colectiva en los términos que establezcan las 
leyes del Estado.  

 
Artículo 16. Derechos sociales  

1. Los poderes públicos de las Illes Balears defenderán y promoverán los derechos 
sociales de los ciudadanos de las Illes Balears, que representan un ámbito inseparable del 
respeto de los valores y derechos universales de las personas y que constituyen uno de los 
fundamentos cívicos del progreso económico, cultural y tecnológico de la Comunidad 
Autónoma.  

2. Mediante una ley del Parlamento se elaborará la Carta de Derechos Sociales de la 
Comunidad Autónoma de  las Illes Balears, como expresión del espacio cívico de 
convivencia social de los ciudadanos de las Illes Balears, que contendrá el conjunto de 
principios, derechos y directrices que informan la actuación pública de las Administraciones 
públicas de las Il les Balears en el ámbito de la política social.  

3. En todo caso, la actuación de las Administraciones públicas de las Illes Balears 
deberá centrarse primordialmente en los siguientes ámbitos: la defensa integral de la 
familia; los derechos de las parejas estables; la protección específica y la tutela social del 
menor; la no discriminación y los derechos de las personas dependientes y de sus familias 
a la igualdad de oportunidades, su participación y protección, a la integración y a la 
accesibilidad univers al en cualquier ámbito de la vida pública, social, educativa y 
económica; la protección y atención integral de las personas mayores para la promoción de 
su autonomía personal y del envejecimiento activo que les permita una vida digna e 
independiente y su b ienestar social e individual; la articulación de políticas que garanticen 
la participación de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural; la 
asistencia social a las personas que padezcan marginación, pobreza o exclusión social; la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres en todos los ámbitos, en particular en materia 
de empleo y trabajo; la protección social contra la violencia, especialmente la violencia de 
género; los derechos y la atención social de los inmigrantes con residenci a permanente en 
la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.  

4. Las Administraciones públicas, en el marco de sus competencias respectivas, 
promoverán las condiciones necesarias para que los derechos sociales de los ciudadanos 
de las Illes Balears y de los  grupos y colectivos en que se integran sean objeto de una 
aplicación real y efectiva.  

 
Artículo 17. No discriminación por razón de sexo  

1. Todas las mujeres y hombres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y 
capacidad personal, y a vivir c on dignidad, seguridad y autonomía.  

2. Las Administraciones públicas, según la Carta de Derechos Sociales, velarán en todo 
caso para que las mujeres y los hombres puedan participar plenamente en la vida laboral, 
social, familiar y política sin discriminac iones de ningún tipo y garantizarán que lo hagan en 
igualdad de condiciones. A estos efectos se garantizará la conciliación de la vida familiar y 
laboral.  

3. Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razón de su 
orientación sexual.  
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Art ículo 18. Derechos en el ámbito cultural y en relación con la identidad del pueblo de 
las Illes Balears y con la creatividad  

1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la 
cultura, a la protección y la defensa de la creativ idad artística, científica y técnica, tanto 
individual como colectiva.  

Los poderes públicos procurarán la protección y defensa de la creatividad en la forma 
que determinen las leyes.  

2. Todas las personas tienen derecho a que los poderes públicos promuev an su 
integración cultural.  

3. Los poderes públicos de las Illes Balears velarán por la protección y la defensa de la 
identidad y los valores e intereses del pueblo de las Illes Balears y el respeto a la diversidad 
cultural de la Comunidad Autónoma y a su  patrimonio histórico.  

 
Artículo 19. Derechos en relación con las personas dependientes  

1. Las Administraciones públicas de las Illes Balears, según la Carta de Derechos 
Sociales, garantizarán en todo caso a toda persona dependiente, el derecho a las 
prestaciones públicas necesarias para asegurar su autonomía personal, su integración 
socio-profesional y su participación en la vida social de la comunidad.  

2. Las Administraciones públicas de las Illes Balears procurarán a las personas 
dependientes su integr ación mediante una política de igualdad de oportunidades, 
desarrollando medidas de acción positiva, y garantizarán la accesibilidad espacial de las 
instalaciones, los edificios y los servicios públicos.  

3. Las Administraciones públicas de las Illes Balear s garantizarán el uso de la lengua de 
signos propia de las personas sordas, que deberá ser objeto de enseñanza, protección y 
respeto.  

 
Artículo 20. Catástrofes  

Los poderes públicos velarán por los derechos y las necesidades de las personas que 
hayan padec ido daños causados por catástrofes.  

 
Artículo 21. Pobreza e inserción social  

A fin de combatir la pobreza y facilitar la inserción social, los poderes de las Illes Balears 
garantizan el derecho de los ciudadanos de las Illes Balears en estado de necesidad  a la 
solidaridad y a una renta mínima de inserción en los términos previstos en la ley.  

 
Artículo 22. Derecho de acceso a una vivienda digna  

Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán el derecho de acceso a 
una vivienda digna de los ciudadanos de las Illes Balears. Por ley se regularán las ayudas 
para promover este derecho, especialmente a favor de los jóvenes, de las personas sin 
medios, de las mujeres maltratadas, de las personas dependientes y de aquellas otras en 
cuyo caso estén j ustificadas las ayudas.  

 
Artículo 23. Medio ambiente  

1. Toda persona tiene derecho a gozar de una vida y un medio ambiente seguro y sano. 
Las Administraciones públicas de las Illes Balears, en el ámbito de sus competencias, 
protegerán el medio ambiente e impulsarán un modelo de desarrollo equitativo, 
territorialmente equilibrado y sostenible.  
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2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma velarán por la defensa y la 
protección de la naturaleza, del territorio, del medio ambiente y del paisaje. Establece rán 
políticas de gestión, ordenación y mejora de su calidad armonizándolas con las 
transformaciones que se producen por la evolución social, económica y ambiental. Asimismo, 
la Comunidad Autónoma cooperará con las instancias nacionales e internacionales en  la 
evaluación y en las iniciativas relacionadas con el medio ambiente y el clima.  

3. Las Administraciones públicas de las Illes Balears promoverán políticas de equilibrio 
territorial entre las zonas costeras y las del interior.  

 
Artículo 24. Actividad tu rística y sector primario  

1. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma reconocerán la actividad turística 
como elemento económico estratégico de las Illes Balears. El fomento y la ordenación de 
la actividad turística deben llevarse a cabo con el objet ivo de hacerla compatible con el 
respeto al medio ambiente, al patrimonio cultural y al territorio, así como con el impulso de 
políticas generales y sectoriales de fomento y ordenación económica que tengan como 
finalidad favorecer el crecimiento económico a medio y largo plazo.  

2. Desde el reconocimiento social y cultural del sector primario de las Illes Balears y de 
su importante labor en la actividad productiva, en el mantenimiento del paisaje, del 
territorio, del medio ambiente, de la cultura, de las tr adiciones y costumbres más 
definitorias de la identidad balear, las Administraciones públicas de las Illes Balears 
adoptarán las medidas políticas, jurídicas y legislativas que garanticen los derechos de este 
sector y de sus agricultores y ganaderos en su desarrollo y protección.  

 
Artículo 25. Salud  

1. Se garantiza el derecho a la prevención y a la protección de la salud mediante un 
sistema sanitario público de carácter universal.  

2. Todas las personas con relación a los servicios sanitarios tienen derech o a ser 
informadas sobre los servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para 
usarlos y sobre los tratamientos médicos y sus riesgos, antes de que les sean aplicados; a 
dar el consentimiento para cualquier intervención; a acceder a su histor ia clínica propia y a 
la confidencialidad de los datos relativos a la propia salud, en los términos que establecen 
las leyes.  

3. Todas las personas con relación a los servicios sanitarios tienen derecho al 
conocimiento y a la exigencia de cumplimiento de un plazo máximo para que les sea 
aplicado un tratamiento; a ser informadas de todos los derechos que les asisten y a no 
padecer ningún tratamiento o práctica degradante.  

4. Todas las personas tienen derecho a un adecuado tratamiento del dolor y a 
cuidados  paliativos, así como a declarar su voluntad vital anticipada que deberá respetarse 
en los términos que establezca la ley.  

 
Artículo 26. Educación  

1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y a acceder a ella en 
condiciones de igualda d.  

2. Todos tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los centros 
educativos sostenidos con fondos públicos.  

3. Se garantizará la gratuidad de la enseñanza en los niveles obligatorios y en los 
demás niveles que se establezcan por ley.  
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4. Las personas con necesidades educativas especiales por razones de enfermedad o 
discapacidad tienen derecho a acceder a una educación adaptada.  

5. Todas las personas tienen derecho a acceder a la formación profesional y a la 
educación permanente en los términ os que establezca la ley.  

6. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos 
escolares y universitarios en los términos establecidos por la ley.  

 
Artículo 27. Derechos relativos a la ocupación y al trabajo  

1. En el ámbit o de sus competencias, las Administraciones públicas de las Illes Balears 
impulsarán la formación permanente, el acceso gratuito a los servicios públicos de 
ocupación y a la ocupación estable y de calidad en la que se garanticen la seguridad, la 
dignidad y  la salud en el trabajo.  

2. Se proclama el valor de la concertación y del diálogo social como instrumento 
indispensable de cohesión social, y del papel institucional que en tal resultado tienen los 
interlocutores sociales más representativos, por ello se reconocen a los que cumplan las 
condiciones previstas en el ordenamiento jurídico, las facultades y prerrogativas 
institucionales que tienen asignadas y su ineludible participación en la vida administrativa 
pública, ya que con ello contribuyen a la satisfa cción de los intereses generales mediante 
el ejercicio de su función.  

 
Artículo 28. Datos personales y ficheros  

Todas las personas tienen derecho al acceso, la protección, la corrección y la 
cancelación de sus datos personales que figuren en los ficheros de titularidad de las 
Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma y de los entes u organismos de 
cualquier clase vinculados o dependientes de las mismas.  

 
Artículo 29. Nuevas tecnologías y sociedad de la información  

En el ámbito de sus competencias , los poderes públicos de las Illes Balears impulsarán 
el acceso a las nuevas tecnologías, a la plena integración en la sociedad de la información y 
a la incorporación de los procesos de innovación.  

 
 

TÍTULO III  
DE LAS COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA  

DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 30. Competencias exclusivas  
La Comunidad Autónoma tiene la competencia exclusiva en las siguientes materias, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1 de la Constitución:  
1. Organización, régimen y funcionamient o de sus instituciones propias en el marco de 

este Estatuto.  
2. Alteraciones de los términos municipales y denominación oficial de los municipios y 

topónimos.  
3. Ordenación del territorio, incluyendo el litoral, el urbanismo y la vivienda.  
4. Obras públ icas en el territorio de la Comunidad Autónoma que no sean de interés 

general del Estado.  
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5. Ferrocarriles, carreteras y caminos. El transporte realizado por estos medios, por 
cable y por tubería. Puertos, aeropuertos y helipuertos no calificados de interé s 
general por el Estado, y puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos 
deportivos.  

6. Transporte marítimo, exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad 
Autónoma, sin conexión con otros puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.  

7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes. 
Delimitación de las zonas de servicios de los puertos y aeropuertos señalados en el 
apartado 5 de este mismo artículo.  

8. Régimen de aguas y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos. Aguas 
minerales y termales. Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos 
hidráulicos. Medidas ordinarias y extraordinarias para garantizar el suministro. 
Participación de los usuarios.  

9. Montes, aprovechamientos forestales, vías pecu arias y pastos. Tratamiento especial 
de las zonas de montaña.  

10. Agricultura y ganadería. Calidad, trazabilidad y condiciones de los productos 
agrícolas y ganaderos y de los productos alimenticios que de ellos se derivan. El 
ejercicio de estas competenci as se realizará de acuerdo con la ordenación general 
de la economía.  

11. Turismo. Ordenación y planificación del sector turístico. Promoción turística. 
Información turística. Oficinas de promoción turística en el exterior. Regulación y 
clasificación de la s empresas y de los establecimientos turísticos. Regulación de las 
líneas públicas propias de apoyo y promoción del turismo.  

12. Deporte y ocio. Fomento, planificación y coordinación de las actividades deportivas y 
de ocio. Regulación y declaración de uti lidad pública de las entidades deportivas.  

13. Juventud. Diseño y aplicación de políticas, planes y programas destinados a la 
juventud.  

14. Tercera edad.  
15. Acción y bienestar social. Desarrollo comunitario e integración. Voluntariado social. 

Complement os de la seguridad social no contributiva. Políticas de protección y 
apoyo a las personas con discapacidades físicas, psíquicas y sensoriales. Políticas de 
atención a personas dependientes. Políticas de atención a las personas y a los 
colectivos en situaci ón de pobreza o necesidad social.  

16. Protección social de la familia, conciliación de la vida familiar y laboral.  
17. Políticas de género.  
18. Artesanía. Fomento de la competitividad, la capacitación y el desarrollo de las 

empresas artesanales. Promoci ón de productos artesanales. Creación de canales de 
comercialización.  

19. Vigilancia y protección de sus edificios y de sus instalaciones. Coordinación y demás 
facultades en relación con las policías locales, en los términos que establezca una 
ley orgánica .  

20. Ferias y mercados no internacionales.  
21. Fomento del desarrollo económico en el territorio de la Comunidad Autónoma, de 

acuerdo con las bases y la coordinación general de la actividad económica.  
22. Pesca y actividades recreativas en aguas interi ores, cría y recogida de marisco, 

acuicultura.  
23. Caza. Regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos.  
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24. Archivos, bibliotecas y museos que no sean de titularidad estatal. Conservatorios de 
música, servicios de bellas artes, hem erotecas e instituciones similares.  

25. Patrimonio monumental, cultural, histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, 
científico y paisajístico, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 149.1.28 de la 
Constitución.  

26. Cultura. Actividades artí sticas y culturales. Fomento y difusión de la creación y la 
producción teatral, musical, cinematográfica y audiovisual, literaria, de danza y de 
artes combinadas, así como su difusión nacional e internacional.  

27. Conservación, modificación y desarrollo d el derecho civil propio de las Illes Balears, 
incluida la determinación de su sistema de fuentes, excepto las reglas relativas a la 
aplicación y la eficacia de las normas jurídicas, las relaciones jurídico -civiles relativas 
a las formas de matrimonio, la o rdenación de los registros y de los instrumentos 
públicos, las bases de las obligaciones contractuales, las normas para resolver los 
conflictos de leyes y la determinación de las fuentes del derecho de competencia 
estatal.  

28. Ordenación de la hacienda de  la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que 
establece este Estatuto.  

29. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las apuestas mutuas deportivo -
benéficas.  

30. Cooperativas, pósitos y mutualidades de previsión social complementarias o 
alternativas a l sistema de Seguridad Social, sin perjuicio de la legislación mercantil.  

31. Espectáculos y actividades recreativas.  
32. Estadísticas de interés para la Comunidad Autónoma. Organización y gestión de un 

sistema estadístico propio.  
33. Fundaciones y asoc iaciones que desarrollen principalmente sus funciones en las 

Illes Balears, respetando la reserva de ley orgánica.  
34. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de 

seguridad, sanitarias o de interés militar y las norm as relacionadas con las industrias 
sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos o energía nuclear. El ejercicio de la 
competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad 
económica general. Seguridad de las instalaciones, d e los procesos y de los 
productos industriales.  

35. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el 
transporte no salga de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra 
Comunidad Autónoma, respetando lo establecido en el núm. 25 del apartado 1 del 
artículo 149 de la Constitución.  

36. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización 
propia.  

37. Publicidad, sin perjuicio de la legislación mercantil.  
38. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.  
39. Protección de menores.  
40. Establecimientos de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de 

contratación de mercancías situados o que operen en el territorio de la Comunidad 
Autónoma, de conformidad con la legislación merc antil.  

41. Cajas de ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, 
respetando lo que establezca el Estado en ejercicio de las competencias que le 
atribuye el artículo 149.1.11 y 149.1.13 de la Constitución.  
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42. Comercio interior, si n perjuicio de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en los 
números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. Ordenación de la 
actividad comercial. Regulación de los calendarios y horarios comerciales con 
respeto al principio de unidad de mercado. Modalidades de venta, sin perjuicio de la 
legislación mercantil. Condiciones para ejercer la actividad comercial y el 
establecimiento de las normas de calidad en materia de comercio. Promoción de la 
competencia en el ámbito autonómico, sin perj uicio de la legislación estatal y 
europea y establecimiento y regulación de los órganos de defensa de la 
competencia de la Comunidad Autónoma.  

43. Denominaciones de origen y demás indicaciones de procedencia relativas a los 
productos de la Comunidad Autón oma.  

44. Investigación, innovación y desarrollo científico y técnico. Establecimiento de líneas 
propias de investigación y seguimiento, control y evolución de los proyectos.  

45. Organización local, respetando lo previsto en los artículos 140, 141 y 149.1 .18 de la 
Constitución.  

46. Protección del medio ambiente, ecología y espacios naturales protegidos, sin 
perjuicio de la legislación básica del Estado. Normas adicionales de protección del 
medio ambiente.  

47. Defensa de los consumidores y de los usuarios,  en el marco de las bases y la 
ordenación de la actividad económica general y en el marco de las bases y la 
coordinación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los 
artículos  38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la 
Constitución. Regulación y fomento de las asociaciones de consumidores y usuarios. 
Regulación de los procedimientos de mediación.  

48. Organización, funcionamiento y control de los centros sanitarios públicos y de los 
servicios de salud. Planif icación de los recursos sanitarios. Coordinación de la 
sanidad privada con el sistema sanitario público. Promoción de la salud en todos los 
ámbitos, en el marco de las bases y la coordinación general de la sanidad. 
Ordenación farmacéutica, en el marco de l o que dispone el número 16, apartado 1, 
del artículo 149 de la Constitución.  

49. Integración social y económica del inmigrante.  
50. Pesca marítima en las aguas de las Illes Balears.  
51. Bienes de dominio público y patrimoniales de su titularidad.  
 

Artíc ulo 31. Competencias de desarrollo legislativo y ejecución  
En el marco de la legislación básica del Estado, corresponden a la Comunidad Autónoma 

de las Illes Balears el desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes materias:  
1. Régimen jurídico  y sistema de responsabilidad de la Administración de la Comunidad 

Autónoma.  
2. Normas procesales derivadas de las peculiaridades del derecho sustantivo de las 

Illes Balears.  
3. Estatuto de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma y  de la 

administración local.  
4. Salud y sanidad. Formación sanitaria especializada. Sanidad vegetal y animal.  
5. Contratos y concesiones administrativas en el ámbito sustantivo de competencias de 

la Comunidad Autónoma.  
6. Ordenación y planificación de l a actividad económica de las Illes Balears.  
7. Medios de comunicación social.  
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8. Ordenación del sector pesquero.  
9. Corporaciones de derecho público, representativas de intereses económicos y 

profesionales.  
10. Sistemas de consultas populares en el ámbi to de las Illes Balears, de conformidad 

con las leyes a que se refieren el apartado 3 del artículo 92 y el núm. 32 del apartado 
1 del artículo 149 de la Constitución.  

11. Protección civil. Emergencias.  
12. Seguridad social, exceptuando las normas que con figuran su régimen económico.  
13. Régimen local.  
14. La protección de datos de carácter personal respecto de los ficheros de titularidad 

de las Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma y de los entes u 
organismos de cualquier clase vinculados o  dependientes de éstas.  

15. Régimen minero y energético.  
16. Agencias de transportes. Alquiler de vehículos.  
17. Actividades clasificadas.  
 

Artículo 32. Competencias ejecutivas  
Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en los términos q ue se 

establezcan en las leyes y normas reglamentarias que, en desarrollo de su legislación, dicte 
el Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:  

1. Expropiación forzosa.  
2. Ordenación del transporte de viajeros y mercancías que tengan su or igen y su 

destino dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la ejecución 
directa que de ellas se reserve la Administración General del Estado.  

3. Ferias internacionales.  
4. Régimen económico de la Seguridad Social respetando los pr incipios de unidad 

económico -patrimonial y solidaridad financiera de la Seguridad Social.  
5. Gestión de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal que no se reserve el 

Estado. Los términos de la gestión se fijarán mediante convenios.  
6. Pesos y medidas. Contraste de metales.  
7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o la reestructuración de 

sectores económicos.  
8. Productos farmacéuticos.  
9. Propiedad industrial.  
10. Propiedad intelectual.  
11. Legislación laboral. Formación  profesional continua.  
12. Salvamento marítimo.  
13. Crédito, banca y seguros.  
14. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, que 

participará en las actividades que correspondan.  
15. Puertos y aeropuertos con calificación d e interés general, cuando el Estado no se 

reserve su gestión. La Comunidad Autónoma puede participar en la gestión de estos 
puertos y aeropuertos de conformidad con lo previsto en las leyes del Estado.  

16. Vertidos industriales y contaminados en las aguas  territoriales del Estado 
correspondientes al litoral de las Illes Balears.  

17. La gestión del dominio público marítimo -terrestre, respetando el régimen general 
del dominio público, especialmente en lo que se refiere a la concesión de 
autorizaciones; la e jecución de obras y actuaciones en el litoral que no sean de 
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interés general; la policía administrativa en la zona de dominio público marítimo -
terrestre y las concesiones y los amarres. A estos efectos, se entiende por dominio 
público marítimo -terrestre el  comprendido tanto por el ámbito terrestre como por 
las aguas interiores y el mar territorial.  

18. La inmigración en los términos previstos en la Constitución y en la legislación del 
Estado.  

19. Seguridad privada, cuando así lo establezca la legislación del Estado.  
20. Defensa de la competencia en el ámbito autonómico, en los términos establecidos 

en la legislación estatal y europea.  
 

Artículo 33. Policía de las Illes Balears  
1. Es competencia de las Illes Balears la creación y la organización de un cue rpo de 

policía propio en el marco de la legislación estatal.  
En los mismos términos, corresponde a la Comunidad Autónoma el mando de la policía 

de las Illes Balears que llevará a cabo sus funciones bajo la directa dependencia de las 
instituciones de las I lles Balears.  

2. Las funciones de la policía de las Illes Balears se fijan en su ley de creación de 
acuerdo con la legislación estatal.  

 
Artículo 34. Protección y fomento de la cultura  

1. La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva respecto de la p rotección y el 
fomento de la cultura autóctona y del legado histórico de las Illes Balears.  

2. En el desarrollo de esta competencia podrá crear los organismos adecuados.  
 

Artículo 35. Enseñanza de la lengua propia  
La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva para la enseñanza de la lengua 

catalana, propia de las Illes Balears, de acuerdo con la tradición literaria autóctona. 
Normalizarla será un objetivo de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma. Las 
modalidades insulares del catalán, de Mallo rca, Menorca, Ibiza y Formentera serán objeto 
de estudio y protección, sin perjuicio de la unidad de la lengua.  

La institución oficial consultiva para todo lo que se refiere a la lengua catalana será la 
Universidad de las Illes Balears. La Comunidad Autón oma de las Illes Balears podrá 
participar en una institución dirigida a salvaguardar la unidad lingüística, formada por todas 
las Comunidades que reconozcan la cooficialidad de la lengua catalana.  

 
Artículo 36. Enseñanza  

De acuerdo con lo que dispone el a rtículo 27 y el número 30 del apartado 1 del artículo 149 
de la Constitución en materia de enseñanza, corresponde a la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears:  

1. En materia de enseñanza no universitaria, la competencia exclusiva en la creación, la 
organi zación y el régimen de los centros públicos; régimen de becas y ayudas con 
fondos propios, la formación y el perfeccionamiento del personal docente; servicios 
educativos y actividades extraescolares complementarias en relación con los 
centros públicos y pr ivados sostenidos con fondos públicos, en colaboración con los 
órganos de participación de los padres y las madres de sus alumnos.  

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la competencia de 
desarrollo legislativo y de ejecución de la en señanza en toda su extensión, niveles y 
grados, modalidades y especialidades.  
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3. En materia de enseñanza no universitaria, la competencia ejecutiva sobre la 
expedición y la homologación de los títulos académicos y profesionales estatales.  

4. En materia d e enseñanza universitaria, la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
tiene competencia exclusiva, sin perjuicio de la autonomía universitaria, en la 
programación y la coordinación del sistema universitario, en la financiación propia de 
las universidades y  en la regulación y la gestión del sistema propio de becas y 
ayudas. 

 
Artículo 37. Ejercicio de las competencias de la Comunidad Autónoma  

El ejercicio de todas las competencias de la Comunidad Autónoma se realizará de 
acuerdo con los términos que dispone la Constitución.  

 
Artículo 38. Competencias inherentes al pleno ejercicio  

En el ámbito de las competencias que en este Estatuto se le atribuyen, corresponden a 
las Illes Balears, además de las facultades expresamente contempladas, todas aquellas 
que resul ten inherentes a su pleno ejercicio.  

 
 

TÍTULO IV  
DE LAS INSTITUCIONES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA  

DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 39. Las instituciones  
El sistema institucional autonómico está integrado por el Parlamento, el Gobierno, el 

Presidente de la Co munidad Autónoma y los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza 
y Formentera sin perjuicio de su autonomía constitucionalmente garantizada.  

 
 

CAPÍTULO I  
DEL PARLAMENTO 

 
Artículo 40. Funciones y sede del Parlamento  

1. El Parlamento representa al pue blo de las Illes Balears, ejerce la potestad legislativa, 
aprueba los presupuestos de la Comunidad Autónoma, controla la acción de gobierno y 
ejerce todas las competencias que le atribuyen este Estatuto, las leyes del Estado y las del 
mismo Parlamento.  

2. El Parlamento es inviolable y sólo podrá ser disuelto en los supuestos previstos en 
este Estatuto.  

3. La sede del Parlamento de las Illes Balears radica en la ciudad de Palma.  
 

Artículo 41. Composición y régimen electoral  
1. El Parlamento estará formado  por los Diputados del territorio autónomo, elegidos 

por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, mediante un sistema de representación 
proporcional que asegurará una adecuada representación de todas las zonas del territorio.  

2. La duración de l mandato de los Diputados será de cuatro años.  
3. Las circunscripciones electorales son las de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera.  
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4. Una ley del Parlamento, aprobada por mayoría cualificada de dos tercios, regulará el 
total de Diputados que deben in tegrarlo, el número de Diputados que debe corresponder 
elegir en cada una de las circunscripciones electorales y las causas de inelegibilidad y de 
incompatibilidad que les afecten.  

5. El Parlamento se constituirá en el plazo máximo de treinta días después  de la 
celebración de las elecciones.  

 
Artículo 42. Elegibles Podrán ser elegidos  

Diputados del Parlamento los ciudadanos españoles residentes en las Illes Balears e 
inscritos en el censo electoral de éstas, siempre que sean mayores de edad y se hallen en  
pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.  

 
Artículo 43. Electores  

Serán electores todos los ciudadanos españoles mayores de edad que figuren en el 
censo electoral de las Illes Balears.  

 
Artículo 44. Estatuto de los Diputados  

1. Los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears no estarán 
vinculados por ningún mandato imperativo y gozarán, aunque sea después de haber 
cesado su mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas y por los votos 
emitidos en el ejercicio de s u cargo. Durante su mandato gozan de inmunidad con el efecto 
concreto de que no pueden ser detenidos ni retenidos, salvo en caso de delito flagrante. El 
conocimiento de las causas penales y de las demandas de responsabilidad civil por hechos 
cometidos en e l ejercicio del cargo corresponde al órgano jurisdiccional predeterminado 
por la ley .  

2. El voto de los diputados y las diputadas es personal e indelegable . 
 

Artículo 45. Organización y funcionamiento  
1. El Parlamento tendrá un Presidente, una Mesa y una  Diputación Permanente. El 

Reglamento regulará su composición y sus reglas de elección.  
2. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones. Las Comisiones permanentes 

podrán elaborar y aprobar leyes por delegación expresa del Pleno, sin perjuicio de la 
facultad del mismo para reclamar su debate y aprobación en cualquier momento del 
proceso legislativo. Quedan exceptuadas de dicha delegación las leyes de bases y los 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma.  

3. El Parlamento podrá crear Comisiones especiales  de investigación.  
4. El Parlamento se reunirá durante ocho meses al año, en dos períodos de sesiones 

comprendidos entre septiembre y diciembre, el primero, y entre febrero y junio, el segundo.  
El Parlamento se reunirá en sesión extraordinaria, a petició n del Gobierno o por acuerdo 

de la Diputación Permanente o del Pleno, a propuesta de una quinta parte de los Diputados. 
La sesión extraordinaria acabará una vez finalizado el orden del día determinado para el 
que fue convocada.  

5. Los acuerdos, sean en el  Pleno, sean en las Comisiones, para que sean válidos, 
deberán ser adoptados en sesiones convocadas reglamentariamente, con la asistencia de 
la mayoría de sus componentes y por aprobación de la mayoría de los presentes, excepto 
en aquellos casos en que la ley o el reglamento exijan un quórum más elevado.  

6. El Parlamento debe establecer su propio Reglamento que regulará los períodos de 
sesiones, el régimen y el lugar de las sesiones, la formación de Grupos Parlamentarios y su 
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intervención en el proceso legi slativo, las funciones de la Junta de Portavoces, y demás 
cuestiones necesarias o pertinentes para el buen funcionamiento del Parlamento.  

La aprobación y la reforma del Reglamento requerirán la mayoría absoluta de los 
componentes del Parlamento.  

 
Artículo  46. Diputación Permanente  

1. El Parlamento elegirá una Diputación Permanente, en la que estarán representados 
todos los Grupos Parlamentarios, en proporción a su respectiva importancia numérica. 
Estará presidida por el Presidente del Parlamento.  

2. La Diputación Permanente tendrá por función velar por el poder del Parlamento 
cuando éste no se halle reunido, haya sido disuelto o haya expirado su mandato. En estos 
dos últimos casos, seguirá ejerciendo sus funciones hasta que se constituya el nuevo 
Parlamen to, al que rendirá cuentas de la gestión realizada.  

 
Artículo 47. Iniciativa de la potestad legislativa  

1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa corresponde a los Diputados y 
al Gobierno de las Islas.  

2. Los Consejos Insulares podrán  solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de 
ley o remitir a la Mesa del Parlamento una proposición de ley, delegando ante dicha 
cámara a un máximo de tres miembros encargados de su defensa.  

3. La iniciativa popular se ejercerá en la forma y las condiciones que establezca la ley.  
 

Artículo 48. Potestad legislativa  
1. El Parlamento, mediante la elaboración de leyes, ejerce la potestad legislativa. El 

Parlamento podrá delegar en el Gobierno de la Comunidad Autónoma la potestad de dictar 
normas con rango de ley, en los mismos términos y supuestos de delegación previstos en 
la Constitución. No podrán ser objeto de delegación la aprobación de las leyes que 
necesitan, para ser aprobadas, una mayoría especial.  

2. Las leyes del Parlamento serán promulgad as en nombre del Rey por el Presidente 
de la Comunidad Autónoma, quien ordenará su publicación en el Butlletí Oficial de les Illes 
Balears, en el plazo de los quince días siguientes a su aprobación, así como también en el 
Boletín Oficial del Estado . Al efecto de la entrada en vigor de las mismas, regirá la fecha de 
publicación en el Butlletí Oficial de les Illes Balears . La versión oficial castellana será la que 
la Presidencia de la Comunidad Autónoma enviará.  

 
Artículo 49. Decretos leyes  

1. En caso de ext raordinaria y urgente necesidad, el Consejo de Gobierno podrá dictar 
medidas legislativas provisionales en forma de Decretos leyes que no podrán afectar a los 
derechos establecidos en este Estatuto, a las materias objeto de leyes de desarrollo básico 
del Estatuto de Autonomía, a los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, a la 
reforma del Estatuto, al régimen electoral ni al ordenamiento de las instituciones básicas de 
la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.  

2. Los Decretos leyes quedarán dero gados si en el plazo improrrogable de treinta días 
subsiguientes a su promulgación no son convalidados expresamente por el Parlamento 
después de un debate y una votación de totalidad.  

Durante el plazo establecido en el párrafo anterior, el Parlamento podr á acordar la 
tramitación de los Decretos leyes como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.  
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Artículo 50. Funciones  
Corresponde también al Parlamento:  
1. Designar, en aplicación del criterio de representación proporcional, al senador o a los 

Senadores que han de representar a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en 
el Senado, de acuerdo con lo que establece el artículo 69.5 de la Constitución. Los 
designados cesarán en el cargo en los casos previstos en el ordenamiento jurídico y, 
en todo  caso, al acabar la legislatura del Parlamento de las Illes Balears en la que 
fueron designados, una vez que tomen posesión los nuevos Senadores. En el 
supuesto de disolución del Senado, el Parlamento de las Illes Balears entregará las 
credenciales de la d esignación de los mismos Senadores, que continuarán su 
mandato hasta que acabe la legislatura del Parlamento y sean designados los 
nuevos Senadores. El senador o los Senadores designados por el Parlamento de las 
Illes Balears comparecerán ante la comisión parlamentaria pertinente a iniciativa 
propia o a requerimiento de un grupo parlamentario o de una quinta parte de los 
Diputados para informar de su actividad en el Senado en los términos que 
establezca el Reglamento del Parlamento de las Illes Balears.  

2. Remitir proposiciones de ley a la Mesa del Congreso de los Diputados y nombrar un 
máximo de tres Diputados encargados de defenderlas, de acuerdo con lo que 
permite el artículo 87.2 de la Constitución.  

3. Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de u n proyecto de ley.  
4. Interponer el recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional en los 

casos previstos en la legislación vigente.  
5. Fijar las previsiones de orden político, social y económico que, de acuerdo con lo 

que dispone el apa rtado 2 del artículo 131 de la Constitución, deban adoptarse para 
la elaboración de proyectos de planificación.  

6. Aprobar y decidir transferencias o delegaciones de competencias a favor de los 
Consejos Insulares y demás entes locales de la Comunidad Autó noma.  

7. Examinar y aprobar las cuentas de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio del control 
que pueda corresponder a otros organismos del Estado o de la Comunidad 
Autónoma.   

8. Ejercer cualesquiera otras competencias que le atribuyan este Estatuto, las le yes del 
Estado y las del mismo Parlamento.  

 
Artículo 51. Sindicatura de Greuges  

El Parlamento, mediante ley, creará la institución de la Sindicatura de Greuges para la 
defensa de las libertades y de los derechos fundamentales de los ciudadanos, así como 
para supervisar e investigar las actividades de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears. El Síndico será elegido por el Parlamento, por la mayoría 
favorable de las tres quintas partes de los Diputados de la Cámara. El Síndico actuará  como 
Alto Comisionado del Parlamento y le rendirá cuentas de su actividad. El Síndico coordinará 
su actuación con el Defensor del Pueblo.  

 
Artículo 52. Causas de finalización de la legislatura  

La legislatura finaliza por expiración del mandato al cumplir se cuatro años de la fecha 
de las elecciones. Puede finalizar también, anticipadamente, si no tiene lugar la 
investidura del Presidente o de la Presidenta de las Illes Balears. Finalizará de manera 
anticipada por disolución acordada por el Presidente o la Presidenta del Gobierno de las 
Illes Balears. 
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Artículo 53. Comisión General de Consejos Insulares  
Se crea en el seno del Parlamento la Comisión General de Consejos Insulares, de 

composición paritaria Parlamento -Consejos Insulares. Dicha comisión elaborará  su propio 
reglamento que debe ser aprobado por las dos terceras partes de sus miembros, y regulará 
su composición, organización y funciones.  

 
 

CAPÍTULO II  
DEL PRESIDENTE 

 
Artículo 54. Elección del Presidente de las Illes Balears  

1. El Presidente de las Illes Balears será elegido por el Parlamento de entre sus 
miembros y nombrado por el Rey.  

2. El candidato propuesto presentará al Parlamento el programa político del Gobierno 
que pretenda formar y, previo debate, solicitará su confianza.  

3. Si el Parlamen to, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorga la 
confianza al candidato, será nombrado Presidente, de acuerdo con lo que se prevé en el 
apartado 1 de este mismo artículo.  

Si no se consigue esta mayoría, la misma propuesta se someterá a nu eva votación 
cuarenta y ocho horas después de la anterior y la confianza será otorgada por mayoría 
simple.  

4. Si en estas votaciones no se otorga la confianza del Parlamento, se tramitarán 
sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anterio res.  

5. En el caso de que hayan transcurrido sesenta días a partir de la primera votación 
para la investidura y ningún candidato haya obtenido la confianza del Parlamento, éste 
quedará disuelto y se convocarán nuevas elecciones.  

 
Artículo 55. Disolución d el Parlamento  

1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Gobierno de las Illes 
Balears y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución del Parlamento de 
las Illes Balears con anticipación al plazo natural de la legi slatura.  

2. La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, 
indicando los requisitos exigidos en la legislación electoral aplicable.  

3. El Parlamento de las Illes Balears no podrá disolverse cuando esté en trámite una 
moción de censura.  

4. No procederá ninguna nueva disolución antes de que haya transcurrido un año 
desde la anterior, exceptuando lo que se dispone en el artículo 54.5 de este Estatuto.  

 
Artículo 56. Funciones del Presidente o de la Presidenta  

1. El Presidente de las Illes Balears nombra y separa a los miembros que han de formar 
el Gobierno, dirige y coordina su acción y ejerce la más alta representación de la 
Comunidad Autónoma, así como la ordinaria del Estado en las Illes Balears.  

2. El Presidente podr á delegar temporalmente funciones ejecutivas y de coordinación 
en alguno de los miembros del Gobierno.  

3. El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno, podrá plantear ante el 
Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política 
general. La confianza se considerará otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría 
simple.  
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Si el Parlamento le niega la confianza, el Presidente presentará su dimisión ante el 
Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plaz o máximo de quince días, la sesión 
plenaria para la elección de un nuevo Presidente de la Comunidad Autónoma, de acuerdo 
con el procedimiento que se prevé en el artículo 54 de este Estatuto.  

4. El Presidente será políticamente responsable ante el Parlamen to, que podrá exigir la 
responsabilidad del Gobierno de las Illes Balears mediante la adopción, por mayoría 
absoluta, de la moción de censura. Esta deberá ser propuesta, como mínimo, por un quince 
por ciento de los Diputados y deberá incluir un candidato a  la Presidencia.  

5. Si la moción de censura no se aprueba, los que la hayan firmado no podrán 
presentar otra durante el mismo periodo de sesiones. Si se aprueba, el Presidente y su 
gobierno cesarán en sus funciones, y el candidato que se haya incluido en ella será 
nombrado Presidente por el Rey.  

6. El Presidente del Gobierno, habiéndolo considerado el Consejo de Gobierno, y bajo 
su exclusiva responsabilidad, podrá disolver anticipadamente el Parlamento. El Decreto de 
disolución fijará la fecha de las elec ciones.  

7. La responsabilidad penal y civil del presidente o de la presidenta ser á exigible en los 
mismos términos que se señalan para los diputados y las diputad as del Parlamento de las 
Illes Balears .  

8. Por ley del Parlamento, aprobada por mayoría abso luta, se determinará la forma de  
elección del Presidente, su Estatuto personal y demás atribuciones que le son propias.  

9. En caso de ausencia o enfermedad del Presidente, ejercerá la representación de las 
Illes Balears el Presidente del Parlamento, sin p erjuicio de que interinamente presida el 
Gobierno uno de sus miembros designado por el Presidente.  

10. El Presidente no podrá ejercer ningún otro cargo público en el ámbito de las Illes 
Balears. 

 
 

CAPÍTULO III  
DEL GOBIERNO DE LAS ILLES BALEARS 

 
Artículo 57. El Gobierno y su sede  

1. El Gobierno de las Illes Balears es el órgano colegiado que ejerce funciones 
ejecutivas y administrativas y dirige la política general.  

2. El Gobierno está formado por el Presidente, los Vicepresidentes, en su caso, y los 
consejeros.  

3. Por ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta, se establecerá la 
organización del Gobierno, las atribuciones y el Estatuto personal de cada uno de sus 
componentes.  

4. El Gobierno responde políticamente de manera solidaria ante el Parl amento, sin 
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.  

5. La responsabilidad penal y civil de los miembros del Gobierno será  exigible en los 
mismos términos que se establezcan para los diputados y las  diputadas del Parlamento de 
las Illes Balears .  

6. La sede del Gobierno será la ciudad de Palma, pero, previa convocatoria, podrá 
reunirse en cualquier otro lugar del territorio de la Comunidad Autónoma.  

7. Solamente en el ejercicio de sus competencias, el Gobierno pod rá establecer 
organismos, servicios y dependencias en cualquiera de las Islas, de acuerdo con lo que 
establece el presente Estatuto.  
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8. El Gobierno cesa:  
a) Después de la celebración de elecciones al Parlamento.  
b) Por dimisión, incapacidad o defunción de su Presidente.  
c) Por pérdida de la confianza del Parlamento o por la adopción de una moción de 

censura.  
El gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 

gobierno.  
 

Artículo 58. Competencias del Gobierno  
1. Corresponde al Gobierno de las Illes Balears el ejercicio de las competencias de la 

Comunidad Autónoma a que se refiere el título III de este Estatuto, excepto las que son 
propias de los Consejos Insulares o les hayan sido transferidas, sin perjuicio de las 
competenci as legislativas que corresponden al Parlamento de las Illes Balears.  

2. El Gobierno tiene la potestad reglamentaria en sus competencias y elabora los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma sin perjuicio de su examen, enmienda y 
aprobación por el Parlamento . Se le podrán atribuir otras facultades de acuerdo con la ley.  

3. En las competencias que, de acuerdo con este Estatuto, los Consejos Insulares 
hayan asumido como propias, el Gobierno de las Illes Balears podrá establecer los 
principios generales sobre l a materia, garantizando el ejercicio de la potestad reglamentaria 
por parte de los Consejos Insulares.  

 
Artículo 59. Presentación de recursos  

El Gobierno podrá interponer recurso de inconstitucionalidad, suscitar conflictos de 
competencia y personarse ant e el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos 
previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.  

 
Artículo 60. Publicación de los actos del Gobierno  

Todas las normas, las disposiciones y los actos emanados del Gobier no y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma que lo requieran deben publicarse en el Butlletí 
Oficial de les Illes Balears. 

 
 

CAPÍTULO IV  
DE LOS CONSEJOS INSULARES 

 
Artículo 61. Los Consejos Insulares  

1. Los Consejos Insulares son las instituciones  de gobierno de cada una de las islas y 
ostentan el gobierno, la administración y la representación de las islas de Mallorca, 
Menorca, Ibiza y Formentera, así como de las islas adyacentes a éstas.  

2. Los Consejos Insulares gozarán de autonomía en la gesti ón de sus intereses de 
acuerdo con la Constitución, este Estatuto y lo establecido en las leyes del Parlamento.  

3. Los Consejos Insulares también son instituciones de la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears. 

 
Artículo 62. Organización  

Los Consejos Insulares establecerán su organización de acuerdo con la Constitución y 
con este Estatuto. Una ley del Parlamento regulará su organización.  
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Artículo 63. Órganos  
1. Los órganos necesarios de los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza son: 

el Pleno, el Presidente y el Consejo Ejecutivo. En los términos fijados por la Ley de Consejos 
Insulares, cada Consejo Insular podrá crear órganos complementarios de los anteriores.  

2. En el caso del Consejo Insular de Formentera, que estará integrado por los regid ores 
del Ayuntamiento de Formentera, no será preceptiva la existencia de consejo ejecutivo. La 
Ley de Consejos Insulares o una ley específica podrá establecer, en su caso, singularidades 
de régimen jurídico y de organización propias para el Consejo Insular  de Formentera.  

 
Artículo 64. Composición y régimen electoral  

1. Cada uno de los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza estará integrado 
por los consejeros elegidos en las respectivas circunscripciones, por sufragio universal, 
igual, libre, direc to y secreto mediante un sistema de representación proporcional 
respetando el régimen electoral general.  

2. La duración del mandato de los consejeros será de cuatro años.  
3. El cargo de miembro del Consejo Insular es incompatible con los cargos de 

Presidente de las Illes Balears, de Presidente del Parlamento, de miembro del Gobierno y 
de senador de la Comunidad Autónoma.  

La incompatibilidad subsistirá en el caso de cese, por cualquier causa, en el ejercicio de 
los cargos incompatibles.  

En el Consejo Insu lar que les corresponda, los miembros incompatibles serán sustituidos 
por aquellos candidatos que ocupen el lugar siguiente al del último elegido en las listas 
electorales correspondientes.  

4. Una ley del Parlamento regulará el número de miembros que debe n integrar cada 
Consejo Insular, así como las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad que les afecten.  

5. Cada uno de los Consejos Insulares debe constituirse en el plazo máximo de 45 días 
desde que se hayan celebrado las elecciones.  

 
Artículo 65. El Pleno  

1. El Pleno del Consejo Insular ejerce la iniciativa legislativa ante el Parlamento de las 
Illes Balears, la función normativa, aprueba los presupuestos del Consejo Insular, controla la 
acción de gobierno del Consejo Ejecutivo, elige y cesa al Pr esidente y ejerce todas las 
funciones que le otorgan este Estatuto, las leyes del Parlamento de las Illes Balears y las 
propias normas aprobadas por el Consejo Insular.  

2. El Pleno del Consejo Insular se regirá por el Reglamento Orgánico de 
funcionamiento  que asegurará la periodicidad, el carácter público de sus sesiones y la 
transparencia de sus acuerdos.  

3. El Reglamento Orgánico del Consejo Insular establecerá la formación de grupos 
políticos, la participación de éstos en el proceso de elaboración de n ormativa, la función de 
la Junta de Portavoces y las demás cuestiones necesarias para el buen funcionamiento de 
la institución.  

4. Los consejeros del Consejo Insular tendrán acceso a toda la información generada 
por la institución y gozarán de las prerrog ativas que el Reglamento Orgánico del Consejo 
Insular establezca.  

5. El Pleno ejercerá el control y la fiscalización de la acción del Presidente y del 
Consejo Ejecutivo, mediante la moción de censura al Presidente, la votación sobre la 
cuestión de confian za que éste plantee y los debates, las preguntas, las interpelaciones y 
las mociones sobre su actuación y otras que se establezcan.  
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Artículo 66. El Presidente  
1. El Presidente del Consejo Insular es elegido por el Pleno entre sus miembros. El 

candidato pr opuesto presentará al Pleno su programa de gobierno y solicitará su confianza, 
cuyo otorgamiento requiere mayoría absoluta en primera votación y mayoría simple en 
segunda. El mismo quórum se requerirá en las sucesivas propuestas de Presidente que 
puedan pr esentarse.  

2. El Presidente del Consejo Insular dirige el gobierno y la administración insulares y 
designa y separa libremente el resto de miembros del Consejo Ejecutivo, coordina su 
acción y es políticamente responsable ante el Pleno.  

3. La aprobación de  una moción de censura al Presidente del Consejo Insular o la 
denegación de una cuestión de confianza que éste plantee se regirán por lo que dispone la 
legislación electoral general, con la particularidad de que el Presidente puede plantear la 
cuestión de confianza sobre su programa en conjunto, sobre una declaración de política 
general o sobre la aprobación de cualquier asunto o actuación de relevancia política.  

 
Artículo 67. El Consejo Ejecutivo  

1. El Consejo Ejecutivo estará integrado por el Presidente del Consejo Insular, los 
Vicepresidentes, en su caso, y los consejeros ejecutivos.  

2. Los consejeros ejecutivos dirigen, bajo la superior dirección del Presidente del 
Consejo Insular, los sectores de actividad administrativa correspondientes al departamen to 
que encabezan. La Ley de Consejos Insulares y el reglamento orgánico determinarán la 
estructura interna básica de los departamentos y las atribuciones de sus órganos.  

3. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas a otros órganos de gobierno, 
correspo nde al Consejo Ejecutivo el ejercicio de la función ejecutiva en relación con las 
competencias del Consejo Insular.  

4. La Ley de Consejos Insulares establecerá el Estatuto personal y las 
incompatibilidades de los miembros del Consejo Ejecutivo.  

 
Artículo 68. Funcionamiento y régimen jurídico  

La Ley de los Consejos Insulares, aprobada con el voto favorable de dos tercios de los 
Diputados del Parlamento de las Illes Balears, y para el Consejo Insular de Formentera una 
ley específica, en su caso, determinará n las reglas de funcionamiento y el régimen jurídico 
de la actuación de los Consejos Insulares y de sus órganos, así como el régimen de sus 
funciones y competencias respetando la legislación básica del Estado.  

 
Artículo 69. Cláusula de cierre  

Las competen cias no atribuidas expresamente como propias a los Consejos Insulares en 
este Estatuto de Autonomía corresponden al Gobierno de las Illes Balears, sin que en 
ningún caso sean susceptibles de transferencia aquellas que por su propia naturaleza 
tengan un car ácter suprainsular, que incidan sobre la ordenación y la planificación de la 
actividad económica general en el ámbito autonómico o aquellas competencias cuyo 
ejercicio exija la obligación de velar por el equilibrio o la cohesión territorial entre las 
difer entes islas. 

 
Artículo 70. Competencias propias  

Son competencias propias de los Consejos Insulares, además de las que les vengan 
atribuidas por la legislación estatal, las siguientes materias:  

1. Urbanismo y habitabilidad.  
2. Régimen local.  
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3. Informac ión turística. Ordenación y promoción turística.  
4. Servicios sociales y asistencia social. Desarrollo comunitario e integración. Política de 

protección y atención a personas dependientes. Complementos de la seguridad 
social no contributiva. Voluntariado social. Políticas de atención a las personas y a los 
colectivos en situación de pobreza o necesidad social.  

5. Inspección técnica de vehículos.  
6. Patrimonio monumental, cultural, histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico y 

paisajístico en su ám bito territorial, y depósito legal de libros.  
7. Actividades clasificadas. Parques acuáticos. Infracciones y sanciones.  
8. Tutela, acogimiento y adopción de menores.  
9. Deporte y ocio. Fomento y promoción de las actividades deportivas y de ocio.  
10. Transportes terrestres.  
11. Espectáculos públicos y actividades recreativas.  
12. Agricultura, ganadería y pesca. Calidad, trazabilidad y condiciones de los productos 

agrícolas y ganaderos y de los productos alimenticios que de ellos se derivan.  
13. Ordenación del territorio, incluyendo el litoral.  
14. Artesanía. Fomento de la competitividad, la capacitación y el desarrollo de las 

empresas artesanas. Promoción de productos artesanales. Creación de canales de 
comercialización.  

15. Carreteras y caminos.  
16. Juventud. Diseño y aplicación de políticas, planes y programas destinados a la 

juventud.  
17. Caza. Regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos.  
18. Cultura. Actividades artísticas y culturales. Fomento y difusión de la creación  y la 

producción teatral, musical, cinematográfica y audiovisual, literaria, de danza y de 
artes combinadas. Promoción y animación socio -cultural.  

19. Museos y archivos y bibliotecas de titularidad autonómica, en su ámbito territorial. 
Conservatorios de m úsica, servicios de bellas artes, hemerotecas e instituciones 
similares, de ámbito insular.  

20. Políticas de género. Conciliación de la vida familiar y laboral. Mujer.  
A la entrada en vigor del presente Estatuto de Autonomía se transferirán las 

competenci as atribuidas como propias a los Consejos Insulares, mediante Decreto de 
traspaso acordado en Comisión Mixta de Transferencias.  

 
Artículo 71. Función ejecutiva de competencias  

Los Consejos Insulares, además de las competencias que les son propias, podrán asumir 
en su ámbito territorial la función ejecutiva y la gestión en las siguientes materias:  

1. Montes y aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos.  
2. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, régimen general de 

aguas. Aguas minerales, termales y subterráneas.  
3. Obras públicas.  
4. Estadísticas de interés insular.  
5. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.  
6. Ferias insulares.  
7. Sanidad.  
8. Enseñanza.  
9. Cooperativas y cámaras.  
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10. Planificación y desarrollo económicos en el territorio de cada una de las Islas, de 
acuerdo con las bases y con la ordenación general de la economía del Estado y de 
la Comunidad Autónoma.  

11. Contratos y concesiones administrativas respecto de las materias cuya gestión l es 
corresponda en su territorio.  

Y, en general, cualesquiera otras que, en el propio ámbito territorial, correspondan a los 
intereses respectivos, de acuerdo con las transferencias o delegaciones que se establezcan 
para tal fin.  

Una ley del Parlamento es tablecerá el procedimiento de transferencia o delegación de 
competencias a los Consejos Insulares.  

 
Artículo 72. Potestad reglamentaria  

1. En las competencias que son atribuidas como propias a los Consejos Insulares, éstos 
ejercen la potestad reglamentari a.  

2. La coordinación de la actividad de los Consejos Insulares en todo lo que pueda 
afectar a los intereses de la Comunidad Autónoma corresponderá al Gobierno.  

3. No obstante lo establecido en el párrafo anterior, cuando se trata de la coordinación 
de la actividad que ejercen los Consejos Insulares en las competencias que tienen 
atribuidas como propias, deberá contar con la necesaria participación de los mismos.  

 
Artículo 73. Actividad de fomento y fijación de políticas propias de los Consejos Insulares  

Corresponde a los Consejos Insulares, en las materias que este Estatuto les atribuye 
competencia propia, el ejercicio de la actividad de fomento, sin perjuicio de la actividad que 
corresponda a la Comunidad Autónoma, y la fijación de políticas propias o, cuando así lo 
decidan, la fijación de políticas comunes con otros Consejos Insulares, y con otras islas, 
Comunidades o con el Estado de acuerdo con el Gobierno de las Illes Balears.  

 
Artículo 74. Conferencia de Presidentes  

1. La Conferencia de Presidentes , integrada por el Presidente de las Illes Balears y por 
los Presidentes de los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, se 
constituirá, de acuerdo con los principios de cooperación, colaboración y lealtad 
institucional, como marco gene ral y permanente de relación, deliberación, participación, 
formulación de propuestas, toma de acuerdos e intercambio de información entre el 
Gobierno de las Illes Balears y los Consejos Insulares de cada una de las islas en las 
materias de interés común.  

2. La propia Conferencia de Presidentes adoptará su reglamento interno y de 
funcionamiento.  

 
 

CAPÍTULO V  
DE LOS MUNICIPIOS Y DEMÁS ENTIDADES LOCALES  

DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 75. Los municipios  
1. El municipio es la entidad local básica de la organ ización territorial de las Illes 

Balears y el instrumento fundamental para la participación de la comunidad local en los 
asuntos públicos.  
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2. El gobierno y la administración municipal corresponden al Ayuntamiento formado 
por el alcalde o la alcaldesa, los  concejales y los demás miembros que, en su caso 
establezcan las leyes.  

3. Los concejales son elegidos por los vecinos del municipio mediante el sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto.  

4. Este Estatuto garantiza a los municipios la autonomía  para el ejercicio de sus 
competencias propias, bajo su responsabilidad y en defensa de los intereses de la 
colectividad que representa.  

En el ejercicio de las competencias propias, los municipios estarán sujetos al control de 
constitucionalidad y legalid ad. 

Los municipios tienen en el ámbito de este Estatuto y de las leyes, libertad plena para el 
ejercicio de su iniciativa en cualquier materia que no esté excluida de su competencia o 
atribuida en exclusiva a otra administración o autoridad.  

5. Además de las competencias derivadas de la legislación básica del Estado y de la 
legislación sectorial, corresponde a los municipios el ejercicio de las que puedan ser 
delegadas por el Estado, por la Comunidad Autónoma, por los Consejos Insulares y por 
otras Adminis traciones. La delegación de competencias a los municipios debe ir 
acompañada de los medios económicos, personales y materiales adecuados y suficientes.  

6. Asimismo, los Ayuntamientos de las Illes Balears, en su calidad de instituciones de 
gobierno de los municipios isleños, podrán asumir en su ámbito territorial la función 
ejecutiva y la gestión de las competencias propias de los Consejos Insulares o de aquellas 
que les hayan sido previamente transferidas. Para hacer efectiva esta transferencia, que 
deberá  venir acompañada de los medios económicos, personales y materiales adecuados 
y suficientes, se requerirá el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento solicitante y del Pleno del 
Consejo Insular respectivo. Una vez acordada la transferencia por el Consejo Insular , que 
contendrá el detalle de los medios económicos, personales y materiales que correspondan, 
se comunicará el acuerdo plenario al Ayuntamiento solicitante que, mediante acuerdo 
plenario, la aceptará o la rechazará.  

7. Los municipios tienen derecho a aso ciarse con otros y a cooperar entre ellos y con 
otros entes públicos para ejercer sus competencias y para cumplir tareas de interés común. A 
estos efectos tienen capacidad para constituir mancomunidades, consorcios y asociaciones.  

8. El Parlamento de las Illes Balears, en el marco de la legislación básica del Estado, 
aprobará una ley de régimen local para las Illes Balears que tendrá en cuenta 
necesariamente las diferentes características demográficas, geográficas, organizativas, de 
dimensión y capacidad d e gestión que tienen los municipios, así como las competencias de 
cooperación local asumidas por los Consejos Insulares.  

9. Los municipios de las Illes Balears dispondrán de recursos suficientes para ejercer 
las funciones que les atribuye la legislación; éstos deben ser garantizados por la 
Administración del Estado, la autonómica y la insular. En este sentido, los municipios tienen 
capacidad de regular las finanzas propias en el marco de la ley y gozan de autonomía 
presupuestaria. Para velar por el equilib rio territorial se creará un fondo de cooperación 
local, cuyos criterios de distribución atenderán a las características socio -económicas y 
territoriales de los municipios. Para garantizar su suficiencia financiera, este fondo será de 
carácter incondiciona do, sin perjuicio de los convenios de colaboración que, con carácter 
voluntario, se pueden hacer con cargo al mismo.  

10.  El municipio de Palma dispondrá de una ley de capitalidad especial establecida por 
el Parlamento de las Illes Balears. El Ayuntamient o de Palma tiene iniciativa para proponer 
la modificación de este régimen especial y, de acuerdo con las leyes y el Reglamento del 
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Parlamento, debe participar en la elaboración de los proyectos de ley que inciden en este 
régimen especial y debe ser consult ado en la tramitación parlamentaria de otras iniciativas 
legislativas sobre su régimen especial.  

 
 

CAPÍTULO VI  
ÓRGANOS DE CONSULTA Y ASESORAMIENTO 

 
Artículo 76. El Consejo Consultivo de las Illes Balears  

1. El Consejo Consultivo de las Illes Balears es e l superior órgano de consulta de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears.  

2. El Consejo Consultivo estará integrado como máximo por diez juristas de reconocido 
prestigio, dos quintas partes de los cuales serán elegidos por el Parlamento mediante el 
voto favorable de las tres quintas partes de los Diputados, y las otras tres quintas partes de 
los miembros serán elegidos por el Gobierno.  

3. Una ley del Parlamento regulará su número, su organización y su funcionamiento.  
 

Artículo 77. Consejo Audiovisual d e las Illes Balears  
El Consejo Audiovisual de las Illes Balears se configura como una entidad pública 

independiente, cuya misión es velar en los medios de comunicación social de titularidad 
pública por el cumplimiento de los principios rectores del modelo  audiovisual, 
concretamente: promover las condiciones para garantizar la información veraz, objetiva y 
neutral, y promover la sociedad de la información; garantizar el acceso de los grupos 
políticos y sociales representativos a los medios de comunicación s ocial; fomentar el 
pluralismo lingüístico en los medios de comunicación; que se cumplan los principios que 
inspiran el modelo lingüístico del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears; garantizar y 
favorecer el acceso de las personas con discapacidad audi tiva o visual a los medios de 
comunicación social y a las nuevas tecnologías.  

Los miembros del Consejo Audiovisual son nombrados por el Parlamento de las Illes 
Balears mediante el voto favorable de las tres quintas partes de sus miembros. La 
composición y  las funciones concretas serán desarrolladas por una ley del Parlamento.  

 
Artículo 78. Consejo Económico y Social  

1. El Consejo Económico y Social de las Illes Balears es el órgano colegiado de 
participación, estudio, deliberación, asesoramiento y propues ta en materia económica y 
social.  

2. Una ley del Parlamento regulará su composición, la designación de sus miembros, 
su organización y sus funciones.  

 
 

CAPÍTULO VII  
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  

DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 79.  La Administración propia  
Corresponden a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la creación y la 

organización de una administración propia, en el marco de los principios generales y de las 
normas básicas de la legislación del Estado y de este Estatuto . 
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Artículo 80. Ejecución de las funciones administrativas  
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears ejercerá sus 

funciones mediante los entes y los organismos que dependen del Gobierno de las Illes 
Balears y de los Consejos Insula res y a través de los municipios.  

2. El Gobierno de las Illes Balears podrá ejercer la gestión ordinaria de sus 
competencias a través de los Consejos Insulares y de los Ayuntamientos.  

 
 

CAPÍTULO VIII  
DEL CONTROL DE LOS PODERES DE  

LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
 

Artículo 81. Control jurisdiccional  
1. Las leyes del Parlamento de la Comunidad Autónoma estarán únicamente sujetas al 

control de constitucionalidad ejercido por el Tribunal Constitucional.  
2. Contra los actos, los acuerdos y las normas reglamentarias em anadas de los órganos 

ejecutivos y administrativos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se podrá 
interponer recurso ante la Jurisdicción Contencioso -Administrativa.  

 
Artículo 82. Sindicatura de Cuentas  

1. Sin perjuicio de las competencias que cor respondan al Tribunal de Cuentas, la 
Sindicatura de Comptes  es el órgano al cual corresponde la fiscalización externa de la 
actividad económica, financiera y contable del sector público de las Illes Balears.  

2. La Sindicatura de Comptes  estará formada por  tres Síndicos, elegidos por el 
Parlamento por mayoría de tres quintas partes de los Diputados.  

3. Una ley del Parlamento regulará su funcionamiento y organización.  
 
 

CAPÍTULO IX  
DEL RÉGIMEN JURÍDICO  

DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
 

Artículo 83. Ámbito territo rial  
Las competencias establecidas en este Estatuto se entienden referidas al ámbito 

territorial de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.  
 

Artículo 84. Potestad legislativa y función ejecutiva de las competencias exclusivas  
1. Sobre las materias qu e sean de su competencia exclusiva, corresponde al 

Parlamento de las Illes Balears la potestad legislativa, según los términos previstos en este 
Estatuto, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Estado en la Constitución.  

2. Corresponden al Gobier no de la Comunidad Autónoma y a los Consejos Insulares la 
función ejecutiva, incluidas la potestad reglamentaria y la inspección, y la actuación de 
fomento de las competencias que les son propias.  

 
Artículo 85. Desarrollo legislativo y función ejecutiva  

1. Por lo que se refiere a las competencias previstas en el artículo 31, corresponderán a 
la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del 
Estado.  
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2. En cuanto a las competencias relacionadas en el artículo 32, la  potestad ejecutiva de 
la Comunidad Autónoma podrá llevar aneja la potestad reglamentaria cuando sea 
necesaria para la ejecución de la normativa del Estado.  

3. Los Consejos Insulares, además de las competencias que les corresponden de 
acuerdo con lo que s e prevé en este Estatuto, tendrán las facultades de gestión y ejecución 
en el propio territorio de las decisiones del Gobierno de las Illes Balears cuando 
corresponda.  

 
Artículo 86. Actividad de fomento  

Corresponde al Gobierno de las Illes Balears, en las  materias de su competencia, el 
ejercicio de la actividad de fomento, sin perjuicio de la actividad que corresponda al Estado.  

 
Artículo 87. Derecho propio  

1. En materias de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, el derecho 
propio de las Illes Ba lears es aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro, en 
los términos previstos en este Estatuto.  

2. En la determinación de las fuentes del Derecho Civil de las Illes Balears se 
respetarán las normas que en el mismo se establezcan.  

3. En todo aquello que no esté regulado por el derecho propio de las Illes Balears será 
de aplicación supletoria el derecho del Estado.  

 
 

TÍTULO V  
MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL 

 
Artículo 88. Derecho a la información  

1. Los poderes públicos de las Illes Balears  velarán, mediante lo dispuesto en el 
presente título, por el respeto a las libertades y a los derechos reconocidos en el artículo 20 
de la Constitución, especialmente los referidos a la libertad de expresión y al derecho a una 
información independiente, v eraz y plural.  

2. Todos los medios de comunicación baleares, públicos y privados, están sujetos a los 
valores constitucionales y estatutarios.  

 
Artículo 89. Publicidad institucional  

Una ley del Parlamento de las Illes Balears regulará la publicidad insti tucional en sus 
diversas formas.  

 
Artículo 90. De los medios públicos de comunicación  

1. Las instituciones de las Illes Balears garantizarán la imparcialidad, la pluralidad y la 
veracidad informativa de los medios públicos de comunicación.  

2. Los medios públicos de comunicación velarán por el cumplimiento del modelo 
lingüístico previsto en el Estatuto de Autonomía.  

3. Los medios públicos de comunicación orientarán su actividad a la promoción de la 
cultura de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera.  

4. Se garantiza el derecho de acceso a los medios públicos de comunicación de las 
asociaciones, organizaciones e instituciones representativas de la diversidad política, social 
y cultural de las Illes Balears, respetando el pluralismo de la sociedad.  
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Artículo 91 . Del control parlamentario  
1. Una ley del Parlamento regulará el Ente Público de Radiotelevisión de las Illes 

Balears.  
2. Corresponde al Parlamento de las Illes Balears el control de la radiotelevisión 

pública de las Illes Balears mediante una comisión parlamentaria.  
3. El director general o el máximo órgano de dirección, responsable de la gestión de 

los medios de comunicación audiovisual de titularidad pública en las Illes Balears será 
elegido por los miembros electos de las instituciones representativa s correspondientes a su 
ámbito territorial.  

 
Artículo 92. Protección de los derechos en los medios audiovisuales  

Corresponde al Consejo Audiovisual de las Illes Balears velar por el respeto de los 
derechos, las libertades y los valores constitucionales y estatutarios de los medios de 
comunicación audiovisual, en los términos establecidos en el artículo 77.  

 
 

TÍTULO VI  
EL PODER JUDICIAL EN LAS ILLES BALEARS 

 
Artículo 93. El Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears  

El Tribunal Superior de Justici a de las Illes Balears es el órgano jurisdiccional en que 
culmina la organización judicial de las Illes Balears en su ámbito territorial correspondiente 
y ante el que se agotarán las instancias procesales sucesivas, en los términos y en las 
condiciones que  resulten de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de las demás leyes 
procesales, sin perjuicio de las competencias del Tribunal Supremo.  

 
Artículo 94. Competencias  

1. La competencia de los órganos jurisdiccionales de las Illes se extiende, en cualquier 
caso:  

a) En el orden civil, a todas las instancias y a todos los grados, incluidos los recursos de 
casación y revisión, en materia de Derecho Civil propio de las Illes Balears.  

b) En el orden contencioso -administrativo, a los recursos que se interpongan co ntra los 
actos y las disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que 
establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.  

c) En los órdenes penal y social, a todas las instancias y a todos los grados, a excepción 
de los recursos de casación y revisión.  

d) A las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales en las Illes Balears.  
e) A los recursos sobre calificación de documentos que deban tener acceso a los 

registros de la propiedad, mercantil o de bienes muebles de las Illes Bale ars, 
siempre que estos recursos se fundamenten en una infracción de las normas 
emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.  

2. En las materias restantes se estará a lo que disponga la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 
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Artículo 95.  El Presidente o la Presidenta del Tribunal Superior de Justicia de las Illes 
Balears  

1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears será nombrado por 
el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente de la Comunidad 
Autónoma ordenará la publicación de este nombramiento en el Butlletí Oficial de les Illes 
Balears.  

2. El nombramiento de magistrados, jueces, fiscales y secretarios que deban prestar 
servicios en las Illes Balears se efectuará en la forma previs ta en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial a que hace referencia el artículo 122 de la Constitución.  

3. La memoria anual del Tribunal Superior de Justicia será presentada por su 
Presidente o Presidenta ante el Parlamento de las Illes Balears.  

 
Artículo 96. El Consejo de Justicia de las Illes Balears  

Se crea el Consejo de Justicia de las Illes Balears. Una ley del Parlamento de las Illes 
Balears determinará su estructura, composición, nombramientos y funciones en el ámbito 
de las competencias de las Illes Ba lears en materia de administración de justicia en los 
términos que establece este Estatuto y de acuerdo con lo que dispone la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Los miembros del Consejo de Justicia de las Illes Balears que sean elegidos 
por el Parlamento de las Illes Balears lo serán por una mayoría de dos tercios de sus 
miembros.  

 
Artículo 97. Puestos vacantes y resolución de concursos y oposiciones  

1. A instancia de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, el órgano competente 
convocará concursos y otra s pruebas de selección para cubrir los puestos vacantes en las 
Illes Balears de magistrados, jueces, secretarios judiciales y demás personal al servicio de 
la Administración de Justicia.  

2. En la resolución de los concursos y de las oposiciones para prove er los puestos de 
magistrados y jueces será mérito preferente la especialización en el Derecho Civil de las 
Illes Balears y el conocimiento de catalán.  

3. La organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal corresponden íntegramente 
al Estado, de ac uerdo con las leyes generales.  

 
Artículo 98. Administración de Justicia  

Por lo que se refiere a la Administración de Justicia, a excepción de la militar, 
corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:  

1. Ejercer todas las facultades que la Ley  Orgánica del Poder Judicial reconozca o 
atribuya al Gobierno del Estado.  

2. Participar en la fijación de las demarcaciones territoriales de los órganos 
jurisdiccionales en las Illes Balears y en la localización de su capitalidad. La 
Comunidad Autónoma pa rticipará también, de acuerdo con la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, en la creación o la transformación del número de secciones o 
juzgados en el ámbito de su territorio.  

3. Proveer de medios personales, materiales y económicos la Administración de 
Justic ia.  

4. Ordenar los servicios de justicia gratuita, que pueden prestarse directamente o en 
colaboración con los Colegios de Abogados y con los de Procuradores.  
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Artículo 99. Notarías y registros  
1. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las d emarcaciones 

correspondientes a las notarías y a los registros de la propiedad, mercantiles y de bienes 
muebles radicados en su territorio.  

2. Los notarios, los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles 
serán nombrados por la Comunida d Autónoma de conformidad con las leyes del Estado. 
Para la provisión de estas plazas serán méritos preferentes la especialización en Derecho 
Civil de las Illes Balears y el conocimiento de la lengua catalana. En ningún caso podrá 
establecerse la excepción  de naturaleza y vecindad.  

 
Artículo 100. Nombramiento de magistrados del Tribunal Superior de Justicia de las Illes 
Balears  

Las ternas que el Parlamento debe presentar al Consejo General del Poder Judicial para 
el nombramiento de los magistrados del Trib unal Superior de Justicia de las Illes Balears 
requerirán una mayoría favorable de las tres quintas partes de los Diputados.  

 
 

TÍTULO VII  
RELACIONES INSTITUCIONALES 

 

CAPÍTULO I  
LA ACCIÓN EXTERIOR 

 
Artículo 101. Proyección en el exterior  

1. La Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias del Estado sobre 
relaciones internacionales, impulsa la proyección de las Illes Balears en el exterior y 
promueve sus intereses en este ámbito.  

2. La Comunidad Autónoma tiene capacidad para llevar a cabo accione s con 
proyección exterior que se deriven directamente de sus competencias, bien de forma 
directa o a través de los órganos de la Administración General del Estado.  

3. La Comunidad Autónoma puede suscribir acuerdos de colaboración para la 
promoción de sus i ntereses en el marco de las competencias que tiene atribuidas.  

 
Artículo 102. Convenios internacionales y participación  

1. El Gobierno del Estado debe informar a la Comunidad Autónoma sobre los tratados y 
los convenios internacionales que pretenda negocia r y suscribir cuando éstos afecten 
directa y singularmente a sus competencias. El Gobierno de las Illes Balears y el 
Parlamento de las Illes Balears pueden dirigir al Gobierno del Estado y a las Cortes 
Generales las observaciones que consideren oportunas.  

2. La Comunidad Autónoma podrá participar en las delegaciones españolas en 
aquellos casos en que se negocian tratados que afecten directa y singularmente a la 
Comunidad, en la forma que determine la legislación del Estado.  

3. La Comunidad Autónoma puede solicitar que el Estado suscriba tratados y 
convenios internacionales en las materias que la afecten.  

4. La Comunidad Autónoma debe adoptar las medidas necesarias para ejecutar las 
obligaciones derivadas de los tratados y de los convenios internacionales ratificados por 
España o que vinculen al Estado, en el ámbito de sus competencias.  
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Artículo 103. Cooperación con regiones de otros Estados  
La Comunidad Autónoma puede promover la cooperación con regiones de otros 

Estados con los que comparta intereses eco nómicos, sociales o culturales.  
 

Artículo 104. Participación en organizaciones internacionales  
La Comunidad Autónoma podrá participar en las representaciones del Estado ante 

organizaciones internacionales en aquellos casos en que la actividad de éstas inc ida en su 
ámbito competencial y afecte a materias de su específico interés en la forma que 
determine la legislación del Estado.  

 
Artículo 105. Poblaciones estructuralmente menos desarrolladas  

Los poderes públicos de las Illes Balears deben velar por fomen tar la paz, la solidaridad, 
la tolerancia, el respeto de los derechos humanos y la cooperación para el desarrollo con 
los países y las poblaciones estructuralmente menos desarrollados, con la finalidad última 
de erradicar la pobreza. Para conseguir este ob jetivo deben establecer programas y 
acuerdos con los agentes sociales de la cooperación y con las instituciones públicas y 
privadas que sean necesarios para garantizar la efectividad y la eficacia de estas políticas 
en las Illes Balears y en el exterior.  

 
 

CAPÍTULO II  
RELACIONES CON LA UNIÓN EUROPEA 

 
Artículo 106. Unión Europea  

La Comunidad Autónoma participará en los asuntos relacionados con la Unión Europea 
que afecten a las competencias e intereses de las Illes Balears, en los términos establecidos 
en este Estatuto de Autonomía, en la Constitución y en la legislación del Estado.  

 
Artículo 107. Delegaciones u Oficinas ante la Unión Europea  

La Comunidad Autónoma puede establecer delegaciones u oficinas de representación 
ante la Unión Europea para mejorar  el ejercicio de sus competencias y promover 
adecuadamente sus intereses.  

 
Artículo 108. Información y participación en tratados  

La Comunidad Autónoma debe ser informada sobre las negociaciones relativas a los 
tratados originarios y fundacionales, sus rev isiones y modificaciones, y también podrá 
participar en ellos, en su caso, formando parte de la delegación española, de acuerdo con 
los mecanismos multilaterales internos que se establezcan a este efecto entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas.  

 
Artícu lo 109. Derecho comunitario  

Es competencia de la Comunidad Autónoma el desarrollo y la ejecución del derecho 
comunitario de acuerdo con sus competencias. En el caso de que sea ineludible realizar la 
transposición del derecho europeo en las materias de su competencia exclusiva por 
normas estatales, por el hecho de que la norma europea tenga un alcance superior al de la 



§2 

 90 
 
 

Comunidad Autónoma, ésta será consultada con carácter previo de acuerdo con los 
mecanismos internos de coordinación previstos en una ley es tatal. 

 
Artículo 110. Participación, negociación con la Unión Europea  

1. Se reconoce el derecho de participación de la Comunidad Autónoma en la 
formación de la posición negociadora del Estado ante la Unión Europea. Esta participación 
debe ser de manera au tónoma y específica si el asunto afecta exclusivamente a la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Si afecta a competencias exclusivas del conjunto 
de las Comunidades Autónomas, la participación debe efectuarse en el marco de los 
procedimientos multilate rales y de cooperación interna establecidos por la ley estatal 
reguladora de esta materia.  

2. La posición debe tenerse especialmente en cuenta para la formación de la voluntad 
del Estado. En cualquier caso, el Gobierno debe informar a la Comunidad Autónom a sobre 
la marcha de las negociaciones, sea cual sea la configuración de la materia competencial 
subyacente, exclusiva o concurrente.  

 
Artículo 111. Participación en la delegación española de la Unión Europea  

La Comunidad Autónoma participará en la delega ción española en el Consejo de 
Ministros de la Unión Europea y en sus grupos de trabajo en los términos establecidos en el 
sistema general de la participación autonómica. Esta participación puede acordarse de 
manera directa con los órganos competentes de l a Administración General del Estado en el 
caso que se vean afectadas especificidades propias de la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears. 

 
Artículo 112. Control del principio de subsidiariedad  

El Parlamento de las Illes Balears puede ser consultado por las Cortes Generales en el 
marco del proceso de control del principio de subsidiariedad establecido en el Derecho 
Comunitario.  

 
Artículo 113. Tribunal de Justicia de la Unión Europea  

1. La Comunidad Autónoma interviene en los procesos ante el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea en los términos establecidos por la legislación del Estado. Tendrá acceso 
en su caso al mismo si así lo establece la legislación comunitaria.  

2. En el marco de la legislación vigente en la materia, la Comunidad Autónoma podrá,  
en defensa de sus intereses, instar al Estado y a las instituciones legitimadas el inicio de 
acciones ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.  

 
 

CAPÍTULO III  
RELACIONES CON EL ESTADO 

 
Artículo 114. Relaciones con el Estado y con otras Comunidade s Autónomas  

Como garante del equilibrio interinsular el Gobierno de las Illes Balears se reserva las 
relaciones con el Estado y con las demás Comunidades Autónomas, cuando las mismas se 
refieran a competencias autonómicas en relación a las cuales vayan a desarrollarse 
actuaciones consideradas de interés general.  
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Artículo 115. Gestión de fondos europeos  
Corresponde a la Comunidad Autónoma la gestión de los fondos procedentes de la 

Unión Europea y, en general, de los que se canalicen a través de programas europeos, 
excepto aquellos cuyas competencias correspondan al Estado.  

 
Artículo 116. Principios de las relaciones Comunidad Autónoma de las Illes Balears y 
Estado  

En el marco de los principios constitucionales las relaciones de la Comunidad Autónoma 
de las Illes Balears con el Estado se fundamentan en los principios de colaboración, 
cooperación, solidaridad y lealtad institucional.  

 
Artículo 117. Instrumentos de colaboración y de relación con el Estado  

Para los asuntos de interés específico de la Comunida d Autónoma de las Illes Balears, se 
establecerán los correspondientes instrumentos de colaboración y de relación con el 
Estado.  

Los órganos de colaboración se crearán de acuerdo con los principios establecidos en el 
artículo anterior, que constituye el ma rco general y permanente de relación entre los 
gobiernos de las Illes Balears y del Estado a los efectos siguientes:  

a) Cooperación, colaboración, coordinación e información en el ejercicio mutuo de las 
competencias propias que puedan afectar a ambos.  

b) El establecimiento de mecanismos de información y colaboración sobre las 
respectivas políticas públicas y los asuntos de interés común.  

c) El impulso de la eficacia, el seguimiento y la resolución de conflictos en todas las 
cuestiones de interés común.  

En los asuntos de interés general la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
participará a través de los procedimientos o los órganos multilaterales que se constituyan.  

 
 

CAPÍTULO IV  
RELACIONES CON LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

 
Artículo 118. Convenios con ot ras Comunidades Autónomas  

1. En materia de prestación y gestión de servicios propios de la Comunidad Autónoma, 
ésta puede suscribir convenios con otras Comunidades Autónomas. Dichos acuerdos se 
comunicarán a las Cortes Generales y entrarán en vigor a los sesenta días de la 
comunicación, a no ser que las Cortes Generales, en el plazo citado, estimen que se trata 
de un acuerdo de cooperación, según lo que dispone el apartado 2 del artículo 145 de la 
Constitución.  

2. La Comunidad Autónoma, previa autorizació n de las Cortes Generales, podrá 
también establecer acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas.  

 
Artículo 119. Protocolos de carácter cultural  

La Comunidad Autónoma de las Illes Balears podrá suscribir protocolos para la 
celebración de actos de carácter cultural en otras Comunidades Autónomas, 
especialmente con las que se comparten la misma lengua y cultura.  
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TÍTULO VIII  
FINANCIACIÓN Y HACIENDA 

 

CAPÍTULO I  
PRINCIPIOS GENERALES 

 
Artículo 120. Principios  

1. Las relaciones de orden tributari o y financiero entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears se regulan por la Constitución, el presente Estatuto y la Ley 
Orgánica prevista en el apartado 3 del artículo 157 de la Constitución.  

2. La financiación de la Comunidad Autónoma d e las Illes Balears se fundamenta en los 
siguientes principios:  

a) Autonomía financiera.  
b) Lealtad institucional.  
c) Solidaridad, equidad y suficiencia financiera, atendiendo al reconocimiento 

específico del hecho diferencial de la insularidad, para ga rantizar el equilibrio 
territorial, y a la población real efectiva, determinada de acuerdo con la normativa 
estatal, así como a su evolución.  

d) Responsabilidad fiscal.  
e) Coordinación y transparencia en las relaciones fiscales y financieras entre las 

Administraciones públicas.  
f) Garantía de financiación de los servicios educativos, sanitarios y sociales en los 

términos previstos en el artículo 123.2 de este Estatuto.  
g) Prudencia financiera y austeridad.  
3. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears goza del mismo tratamiento fiscal que 

la legislación establezca para el Estado.  
 

Artículo 121. Autonomía y suficiencia  
1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears debe disponer de unas finanzas 

autónomas y de los recursos suficientes para atender de for ma estable y permanente el 
desarrollo y la ejecución de sus competencias, para afrontar el adecuado ejercicio de su 
autogobierno.  

2. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene la capacidad para determinar el 
volumen y la composición de sus ingresos en el ámbito de sus competencias financieras, 
así como para fijar la afectación de sus recursos a las finalidades de gasto que decida 
libremente.  

3. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears dispone de plena autonomía de gasto 
para poder aplicar libremen te sus recursos a las finalidades que, de acuerdo con las 
directrices políticas y sociales, determinen sus instituciones de autogobierno.  

 
Artículo 122. Lealtad institucional y modificación del sistema tributario español  

1. De acuerdo con el principio de lealtad institucional, se valorará el impacto financiero, 
positivo o negativo, que las disposiciones generales aprobadas por el Estado tengan sobre 
las Illes Balears o las aprobadas por las Illes Balears tengan sobre el Estado, en un periodo 
de tiempo dete rminado, en forma de una variación de las necesidades de gasto o de la 
capacidad fiscal, con la finalidad de establecer los mecanismos de ajuste necesarios.  
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2. En caso de reforma o modificación del sistema tributario español que implique una 
supresión de tributos o una variación de los ingresos de las Illes Balears, que dependen de 
los tributos estatales, la Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene derecho a que el 
Estado adopte las medidas de compensación oportunas para que ésta no vea reducidas ni 
menguadas las posibilidades de desarrollo de sus competencias ni de su crecimiento 
futuro.  

3. Ambas Administraciones se facilitarán mutuamente el acceso a la información 
estadística y de gestión, necesaria para el mejor ejercicio de sus respectivas compete ncias, 
en un marco de cooperación y transparencia.  

 
Artículo 123. Solidaridad y suficiencia financiera  

1. El sistema de ingresos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears garantizará, 
en los términos previstos en la Ley Orgánica que prevé el artículo 157.3 de la Constitución, 
los recursos financieros que, atendiendo a las necesidades de gasto de las Illes Balears y a 
su capacidad fiscal aseguren la financiación suficiente para el ejercicio de las competencias 
propias en la prestación del conjunto de lo s servicios públicos asumidos, sin perjuicio de 
respetar la realización efectiva del principio de solidaridad en todo el territorio nacional en 
los términos del artículo 138 de la Constitución.  

2. Los recursos financieros de que disponga la Comunidad Autó noma de las Illes 
Balears podrán ajustarse para que el sistema estatal de financiación disponga de recursos 
suficientes para garantizar la nivelación y solidaridad a las demás Comunidades 
Autónomas, con el fin de que los servicios de educación, sanidad y o tros servicios sociales 
esenciales del Estado del bienestar prestados por los diferentes gobiernos autonómicos 
puedan alcanzar niveles similares en el conjunto del Estado, siempre y cuando lleven a 
cabo un esfuerzo fiscal también similar. En la misma forma  y si procede la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears recibirá recursos de los mecanismos de nivelación y 
solidaridad. Estos niveles los fijará el Estado.  

3. En el ejercicio de sus competencias financieras, el Gobierno de las Illes Balears 
velará por e l equilibrio territorial en las Illes Balears y por la realización interna del principio 
de solidaridad.  

 
Artículo 124. Responsabilidad fiscal  

1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears ejercerá las competencias que resultan 
de lo establecido en este E statuto de acuerdo con los principios de generalidad, justicia, 
igualdad, equidad, progresividad y capacidad económica, en los términos que determina la 
Constitución y la Ley Orgánica prevista en el artículo 157.3 de la Constitución.  

2. En el ámbito finan ciero, la Comunidad Autónoma de las Illes Balears actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia y eficiencia y promueve la cohesión y el bienestar 
social, el progreso económico y la sostenibilidad medioambiental.  

 
Artículo 125. Comisión Mixta de Economía  y Hacienda  

1. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears es el órgano bilateral de relación entre ambas 
Administraciones en materias fiscales y financieras.  

2. La Comisión está integrada por un número igual de representantes del Estado y de 
la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. La Presidencia de esta comisión mixta se 
ejercerá de forma rotatoria entre las dos partes en turnos de un año.  
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3. Corresponde a la Comisión adoptar su reglamento in terno y de funcionamiento por 
acuerdo entre las dos delegaciones en el que se regulará, en todo caso, la forma en la que 
se realizarán las convocatorias y su periodicidad, que será como mínimo anual.  

 
Artículo 126. Funciones de la Comisión Mixta  

1. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda ejerce sus funciones sin perjuicio de los 
acuerdos suscritos por el Gobierno de las Illes Balears en esta materia con instituciones y 
organismos de carácter multilateral.  

2. Corresponden a la Comisión Mixta de Economía y  Hacienda las siguientes funciones:  
a) Estudiar, revisar y llevar a cabo el seguimiento de las inversiones que el Estado 

realice en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears de acuerdo con lo 
establecido en la disposición transitoria novena.  

b) En caso de una alteración de las variables básicas utilizadas para la determinación 
de los recursos proporcionados por el sistema de financiación, la Comisión Mixta de 
Economía y Hacienda se reunirá para conocer sus efectos sobre la financiación, y 
elevar propuesta s en su caso.  

c) Conocer del impacto económico financiero que se derive del principio de lealtad 
institucional recogido en el artículo 122.  

d) Conocer del impacto económico que, de acuerdo con la Ley Orgánica prevista en el 
apartado tercero del artículo 157 de la Constitución Española, se derive de la 
articulación del hecho insular a que se refiere el artículo 120.2.c) de este Estatuto.  

e) Conocer la población real efectiva, a que se refiere el artículo 120.2.c) de este 
Estatuto y, en su caso, evaluar lo s factores de ajuste.  

f) Conocer los recursos que correspondan a la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears por su participación en el Fondo de Compensación Interterritorial y en otros 
fondos, de acuerdo con el artículo 128.f) de este Estatuto.  

g) Negoci ar el porcentaje de participación de la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears en la distribución regional de los fondos estructurales europeos, así como de 
la asignación de otros recursos de la política regional europea a la Comunidad 
Autónoma de las Ill es Balears.  

h) Acordar el alcance y condiciones de la gestión, recaudación, liquidación e inspección 
de los tributos que correspondan a la Agencia Tributaria de las Illes Balears, en los 
términos establecidos por la Ley Orgánica prevista en el artículo 15 7.3 de la 
Constitución.  

i) Establecer los mecanismos de colaboración entre la administración tributaria de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears y la administración tributaria del Estado, a 
que se refiere el artículo 133 de este Estatuto, así como lo s criterios de coordinación 
y armonización fiscal de acuerdo con las características o la naturaleza de los 
tributos cedidos.  

j) Establecer los mecanismos de colaboración entre la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears y la Administración del Estado que sean necesarios para el adecuado 
ejercicio de las funciones de revisión en vía económico -administrativa a que se 
refiere el artículo 134 de este Estatuto.  

k) Realizar el seguimiento de la aplicación de la ley que regula el régimen especial 
balear, con fac ultades de coordinación de las comisiones correspondientes.  

3. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda conocerá los estudios y análisis de los 
recursos financieros que, atendiendo a las necesidades de gasto de las Illes Balears, 
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elabore el Gobierno de la s Illes Balears. Asimismo, le corresponderá, de conformidad con lo 
establecido en la Ley Orgánica prevista en el artículo 157.3 de la Constitución:  

a) Aplicar los mecanismos de actualización del sistema de financiación.  
b) Acordar el alcance y las condici ones de la cesión de tributos de titularidad estatal y, 

especialmente, los porcentajes de participación en el rendimiento de los tributos 
estatales cedidos parcialmente.  

c) Acordar la contribución a la solidaridad y a los mecanismos de nivelación previsto s 
en el artículo 123.2 de este Estatuto.  

d) La eventual aplicación, de acuerdo con la legislación correspondiente, de las reglas 
de modulación y su impacto sobre la financiación per cápita de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears.  

e) Conocer cualqui er otra cuestión en materia fiscal y financiera que sea de interés para 
la Comunidad Autónoma o para el Estado.  

 
 

CAPÍTULO II  
RECURSOS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA  

DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 127. Competencia y patrimonio  
1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears dispone, para el correcto desarrollo y la 

ejecución de sus competencias, de hacienda y patrimonio propios.  
2. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene competencia para ordenar y 

regular su hacienda.  
3. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears está integrado por los 

bienes y derechos de los que es titular y por los que adquiera por cualquier título jurídico. 
Una ley del Parlamento debe regular la administración, la defensa y la conservación del 
patrimonio de la Comu nidad Autónoma de las Illes Balears.  

 
Artículo 128. Recursos  

En el marco establecido en la Constitución, en este Estatuto, en la Ley Orgánica prevista 
en el artículo 157.3 de la Constitución y en la legislación que resulte de aplicación, los 
recursos de l a hacienda de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears están constituidos 
por:  

a) El rendimiento de los tributos propios.  
b) El rendimiento de los tributos cedidos total o parcialmente por el Estado.  
c) Los recargos sobre los tributos estatales.  
d) La participación en los ingresos del Estado.  
e) Las demás transferencias recibidas del Gobierno central.  
f) Los ingresos procedentes de la participación en el fondo de compensación 

interterritorial y otros fondos en los términos que prevea la legislación estatal. 
g) Las transferencias y asignaciones que se establezcan a cargo de los presupuestos 

generales del Estado.  
h) Los ingresos por la percepción de precios públicos.  
i) Los ingresos procedentes del patrimonio de la Comunidad Autónoma de las Illes 

Balears y otros de derecho privado.  
j) El producto de emisión de deuda y de las operaciones de crédito.  
k) Los ingresos procedentes de multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.  
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l) Los recursos procedentes de la Unión Europea y de programas comun itarios.  
m) Cualquier otro recurso que pueda establecerse en virtud de lo que dispongan este 

Estatuto y la Constitución.  
 

Artículo 129. Competencias en materia tributaria  
1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears participa en el rendimiento de los 

tributos estatales cedidos en los términos establecidos por la Ley Orgánica prevista en el 
artículo 157.3 de la Constitución. Esta cesión se refiere a los rendimientos obtenidos y puede 
ir acompañada de cesión de capacidad normativa. Adicionalmente, la cesió n, tanto de los 
rendimientos como de la capacidad normativa, puede ser parcial o total en cada caso.  

2. En el marco de las competencias del Estado y de la Unión Europea, el ejercicio de la 
capacidad normativa a que hace referencia el apartado anterior inc luye, en su caso, la 
fijación del tipo impositivo, las exenciones, las reducciones y las bonificaciones sobre la 
base imponible y las deducciones sobre la cuota.  

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en los términos 
establecidos por  la Ley Orgánica prevista en el artículo 157.3 de la Constitución, la gestión, 
la recaudación, la liquidación, la inspección y la revisión de los tributos estatales cedidos 
totalmente y estas funciones, en la medida en que se atribuyan, respecto de los ced idos 
parcialmente, de acuerdo con lo que establece el artículo 133.  

4. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene competencia para establecer, 
mediante una ley del Parlamento, los tributos propios, sobre los cuales tiene capacidad 
normativa, así com o recargos sobre los impuestos cedidos en los términos que se prevean 
en la legislación de financiación de las Comunidades Autónomas.  

 
Artículo 130. Criterios y principios  

1. El nivel de recursos financieros de que dispone la Comunidad Autónoma de las Ill es 
Balears para financiar sus servicios y sus competencias, se basará en criterios de 
necesidades de gasto y de capacidad fiscal y tendrá en cuenta, en todo caso, como 
variables básicas para determinar estas necesidades, la población real efectiva de acuer do 
con el artículo 120.2.c) de este Estatuto, y la circunstancia del hecho insular.  

2. La eventual aplicación de reglas de modulación que tengan como finalidad restringir 
el alcance de los resultados obtenidos en el cálculo del nivel de necesidades de gas to 
establecido en el apartado anterior, deberá justificarse de manera objetiva y se realizará de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica a que se refiere el artículo 157.3 de la 
Constitución Española.  

3. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears part icipará en el rendimiento de los 
tributos estatales cedidos, de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica a que se 
refiere el artículo 157.3 de la Constitución Española.  

4. Cuando sea necesario, la Comunidad Autónoma de las Illes Balears recibirá recu rsos 
de los mecanismos de nivelación y solidaridad. La determinación de estos mecanismos se 
realizará de acuerdo con los principios de coordinación y transparencia y sus resultados se 
evaluarán quinquenalmente.  

 
Artículo 131. Actualización de la financiaci ón  

1. El Estado y la Comunidad Autónoma de las Illes Balears procederán a la 
actualización del sistema de financiación, teniendo en cuenta la evolución del conjunto de 
recursos disponibles y de las necesidades de gasto de las diferentes Administraciones, 
mediante el estudio y el análisis de la Comisión Mixta de Economía y Hacienda.  
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2. Esta actualización deberá efectuarse sin perjuicio del seguimiento y, eventualmente, 
puesta al día de las variables básicas utilizadas para la determinación de los recursos 
proporcionados por el sistema de financiación.  

 
Artículo 132. Endeudamiento y deuda pública  

1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears puede recurrir al endeudamiento y 
emitir deuda pública para financiar gastos de inversión en los límites que las leye s de 
presupuestos de la Comunidad Autónoma determinen, respetando los principios generales 
y la normativa estatal.  

2. Los títulos emitidos tienen a todos los efectos la consideración de fondos públicos y 
gozarán de los mismos beneficios y condiciones que los emitidos por el Estado.  

 
Artículo 133. Agencia Tributaria  

1. La Agencia Tributaria de las Illes Balears se creará por ley del Parlamento.  
2. La gestión, la recaudación, la liquidación y la inspección de los tributos propios de la 

Comunidad Autónoma d e las Illes Balears, así como, por delegación del Estado, de los 
tributos estatales cedidos totalmente a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, 
corresponden a la Agencia Tributaria de las Illes Balears.  

3. En el marco de la Comisión Mixta de Economía y Hacienda entre el Estado y la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears se acordará el alcance y las condiciones de la 
gestión, recaudación, liquidación e inspección de los tributos que corresponderán a la 
Agencia Tributaria de las Illes Balears.  

4. La gestión, la recaudación, la liquidación y la inspección del resto de impuestos del 
Estado recaudados en las Illes Balears corresponderán a la administración tributaria del 
Estado, sin perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
pueda recibir del mismo, y de la colaboración que pueda establecerse especialmente, 
cuando así lo exija la naturaleza del tributo.  

Para desarrollar lo que se prevé en el párrafo anterior, la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria y la Agencia Tri butaria podrán establecer los convenios de 
colaboración que estimen pertinentes.  

5. Ambas Administraciones tributarias establecerán los mecanismos necesarios que 
permitan la presentación y la recepción en las respectivas oficinas de declaraciones y 
demás documentación con trascendencia tributaria que deban causar efecto ante la otra 
administración, lo cual facilitará el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los 
contribuyentes.  

6. La Agencia Tributaria de las Illes Balears puede ejercer las funci ones de recaudación 
y, en su caso, de gestión, inspección, liquidación de los recursos de titularidad de otras 
Administraciones públicas que, mediante ley, convenio, delegación de competencias o 
encargo de gestión, sean atribuidas a la Comunidad Autónoma d e las Illes Balears. 

 
Artículo 134. Revisión de reclamaciones  

La Comunidad Autónoma de las Illes Balears debe asumir, mediante sus propios 
órganos económico -administrativos, la revisión por vía administrativa de las reclamaciones 
que los contribuyentes pu edan interponer contra la aplicación de los tributos dictados por 
la Agencia Tributaria de las Illes Balears en aquellos tributos que gestione directamente, sin 
perjuicio de las competencias en materia de unificación de criterio que correspondan a la 
Admin istración General del Estado.  

A estos efectos, de acuerdo con la legislación aplicable, la Comisión Mixta de Economía 
y Hacienda a que se refiere el artículo 125 acordará los mecanismos de cooperación que 
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sean necesarios para el adecuado ejercicio de las funciones de revisión de la vía 
económico -administrativa.  

 
 

CAPÍTULO III  
PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA  

DE LAS ILLES BALEARS 
 

Artículo 135. El presupuesto  
1. El presupuesto general de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene 

carácter anual, es único y constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de todos 
los gastos y de todos los ingresos de las instituciones, los organismos, las entidades y las 
empresas que constituyen el sector público autonómico.  

2. Corresponde al G obierno de las Illes Balears elaborar y ejecutar el presupuesto, y al 
Parlamento examinarlo, enmendarlo, aprobarlo y controlarlo, sin perjuicio del control que 
corresponda a la Sindicatura de Cuentas y al Tribunal de Cuentas.  

3. La tramitación parlamentar ia del proyecto de ley de presupuestos generales de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears se llevará a cabo con las especialidades 
previstas en el Reglamento del Parlamento de las Illes Balears.  

 
Artículo 136. Estabilidad presupuestaria  

Corresponde a  la Comunidad Autónoma de las Illes Balears el establecimiento de los 
límites y las condiciones para conseguir los objetivos de estabilidad presupuestaria dentro 
de los principios y la normativa del Estado y de la Unión Europea.  

 
 

CAPÍTULO IV  
DE LA FINANCIACIÓN Y LAS HACIENDAS  

DE LOS CONSEJOS INSULARES 
 

Artículo 137. Principios rectores  
1. Las haciendas de los Consejos Insulares se rigen por los principios de autonomía 

financiera, suficiencia de recursos, equidad y responsabilidad fiscal.  
El Gobierno de  las Illes Balears vela por el cumplimiento de estos principios, y, a estos 

efectos, la Administración General del Estado y la Administración de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears establecerán las vías de colaboración necesarias para 
asegurar la pa rticipación del Gobierno de las Illes Balears en las decisiones y el intercambio 
de información que sean necesarios para el ejercicio de sus competencias.  

2. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears tiene competencia, en el marco 
establecido por la Cons titución, este Estatuto y la normativa del Estado, en materia de 
financiación de los Consejos Insulares. Esta competencia incluye capacidad para fijar los 
criterios de distribución de las participaciones a cargo de los presupuestos generales de la 
Comunida d Autónoma de las Illes Balears.  

3. Los Consejos Insulares tienen autonomía presupuestaria y de gasto en la aplicación 
de sus recursos, incluidas las participaciones incondicionadas que perciben a cargo de los 
presupuestos de otras Administraciones públic as, de las que pueden disponer libremente 
en el ejercicio de sus competencias.  
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4. Se garantizan a los Consejos Insulares los recursos suficientes para hacer frente a las 
competencias propias, atribuidas expresamente como tales en el presente Estatuto, o a  
aquellas que les sean transferidas o delegadas. Toda nueva atribución de competencias ha 
de ir acompañada de la asignación de los recursos suplementarios necesarios para 
financiarlas correctamente, de manera que se tenga en cuenta la financiación del cost e 
total y efectivo de los servicios transferidos. El cumplimiento de este principio es una 
condición esencial para que entre en vigor la transferencia o delegación de competencia, o 
sean asumidas las competencias propias. A tal efecto, se pueden establecer  diversas 
formas de financiación, incluida la participación en los recursos de la hacienda de la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears o, si fuera el caso, del Estado, en proporción a las 
competencias propias o a las autonómicas que hayan sido transferid as o delegadas.  

 
Artículo 138. Recursos de los Consejos Insulares  

1. Mediante una ley del Parlamento se regulará el régimen de financiación de los 
Consejos Insulares fundamentado en los principios de suficiencia financiera, solidaridad y 
cooperación, que en ningún caso podrá suponer una disminución de los recursos obtenidos 
hasta el momento y que establecerá los mecanismos de participación en las mejoras de 
financiación de la Comunidad en proporción a las competencias propias, transferidas o 
delegadas.  

2. La Ley de financiación de los Consejos Insulares deberá prever un fondo para 
garantizar un nivel similar de prestación y de eficiencia en la gestión de los servicios por 
parte de cada Consejo Insular en el ejercicio de las competencias autonómicas comunes  
que les han sido asignadas y un fondo de compensación para corregir los desequilibrios 
que pueden producirse.  

3. La ley que regula la financiación de los Consejos Insulares establecerá los 
mecanismos de cooperación necesarios entre el Gobierno de las Ill es Balears y los 
Consejos Insulares  para articular adecuadamente el desarrollo y la revisión del sistema de 
financiación de acuerdo con los principios de equidad, transparencia y objetividad, 
mediante una comisión paritaria Gobierno -Consejos Insulares. 

 
 

TÍTULO IX  
DE LA REFORMA DEL ESTATUTO 

 
Artículo 139. Iniciativa  

1. La iniciativa de reforma corresponderá al Parlamento, a propuesta de una quinta 
parte de los Diputados, al Gobierno de la Comunidad Autónoma y a las Cortes Generales.  

2. La propuesta de re forma requerirá para prosperar la aprobación del Parlamento por 
mayoría de dos tercios de los Diputados y la aprobación de las Cortes Generales mediante 
una ley orgánica.  

3. En todo lo no previsto en este artículo, se estará a lo dispuesto en la Constituc ión 
sobre esta materia.  

4. En el supuesto de tramitación en el Congreso de los Diputados y en el Senado de 
una propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, el Parlamento 
podrá retirarla.  
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DISPOSICIONES ADICIONALES 
 

Disposición adi cional primera. Patronato del Archivo de la Corona de Aragón  
Mediante la normativa correspondiente del Estado y bajo su tutela, se creará y se 

regularan la composición y las funciones del Patronato del Archivo de la Corona de Aragón, 
en el cual tendrá par ticipación la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en igualdad 
con el resto de las Comunidades Autónomas afectadas.  

Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears emprenderán las 
acciones necesarias para hacer efectiva la constituc ión del Patronato.  

 
Disposición adicional segunda. Patrimonio lingüístico común  

La Comunidad Autónoma de las Illes Balears, siendo la lengua catalana también 
patrimonio de otras Comunidades Autónomas, podrá solicitar al Gobierno del Estado y a las 
Cortes Generales los convenios de cooperación y de colaboración que se consideren 
oportunos para salvaguardar el patrimonio lingüístico común, así como para efectuar la 
comunicación cultural entre las Comunidades antes citadas, sin perjuicio de los deberes del 
Estado establecidos en el apartado 2 del artículo 149 de la Constitución y de lo que dispone 
el artículo 145 de la misma.  

 
Disposición adicional tercera. Entidades y organismos para prestar servicios  

1. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears puede const ituir entidades y 
organismos para cumplir las funciones que son de su competencia y para la prestación de 
servicios que afecten a los intereses de la Comunidad Autónoma y demás Administraciones 
públicas con la finalidad de promover el desarrollo económico y social. A estos efectos, 
mediante una ley del Parlamento se regulará la administración instrumental autonómica.  

2. La Comunidad Autónoma participará en la gestión del sector público económico 
estatal en los casos y actividades que procedan.  

3. El Parlamento de las Illes Balears podrá acordar la creación de instituciones de 
crédito propias como instrumentos de colaboración en la política económica de la 
Comunidad Autónoma.  

 
Disposición adicional cuarta. Tributos estatales cedidos  

1. Se cede a la Comunid ad Autónoma de las Illes Balears el rendimiento de los 
siguientes tributos:  

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, en el 
porcentaje del 50 por ciento.  

b) Impuesto sobre el Patrimonio.  
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaci ones. 
d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.  
e) Los Tributos sobre el Juego.  
f) El Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, en el porcentaje del 50 por 

ciento.  
g) El Impuesto Especial sobre la Cerveza, c on carácter parcial, en el porcentaje del 58 

por ciento.  
h) El Impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, en 

el porcentaje del 58 por ciento.  
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, en el  

porcentaje del 58 por ciento.  
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j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, en 
el porcentaje del 58 por ciento.  

k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, en el porcentaje del 
58 por ciento.  

l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, en el 
porcentaje del 58 por ciento.  

m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.  
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.  
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Mi noristas de Determinados Hidrocarburos..  
2. La enumeración de los tributos contenida en el apartado anterior no excluye la 

futura participación en impuestos no cedidos actualmente. A estos efectos, la modificación 
de esta disposición no se considerará mod ificación del Estatuto.  

3. El alcance y condiciones de la cesión serán fijados por la Comisión Mixta 
mencionada en el artículo 125 que, en todo caso, lo referirá a rendimientos en las Illes 
Balears. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como pro yecto de ley.  

 
Disposición adicional quinta. Financiación de los Consejos Insulares  

Sin perjuicio de lo que dispone el capítulo IV del título IV de este Estatuto, la financiación 
de los Consejos Insulares y su revisión se regirá por lo establecido en la L ey 2/2002, de 3 
de abril, de sistema de financiación definitivo de los Consejos Insulares, o por la norma que 
la sustituya 2 que, en todo caso, deberá respetar los principios de autonomía financiera, 
suficiencia financiera y solidaridad, y no podrá suponer una disminución de los recursos 
obtenidos hasta el momento y en todo caso participará de las mejoras de financiación de la 
Comunidad.  

 
Disposición adicional sexta. Del régimen especial insular de las Illes Balears  

1. Una ley de Cortes Generales regulará e l régimen especial balear que reconocerá el 
hecho específico y diferencial de su insularidad.  

2. En el marco de esta ley, y con observancia de las normas y procedimientos estatales 
y de la Unión Europea que resulten de aplicación, la Administración Genera l del Estado 
ajustará sus políticas públicas a la realidad pluriinsular de la Comunidad Autónoma de las  
Illes Balears, especialmente en materia de transportes, infraestructuras, 
telecomunicaciones, energía, medio ambiente, turismo y pesca.  

3. Para garantizar lo anterior, en esa ley se regulará un instrumento financiero que, con 
independencia del sistema de financiación de la Comunidad Autónoma, dote los fondos 
necesarios para su aplicación.  

4. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda entre el Estado y la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears prevista en el artículo 125, será la encargada de hacer el 
seguimiento de la aplicación de la ley reguladora del Régimen Especial de las Illes Balears. 
Esta Comisión Mixta coordinará las comisiones interadministrativ as que se constituyan al 
amparo de dicha ley.  

5. El Estado velará para que cualquier mejora relativa al régimen económico o fiscal de 
los territorios insulares establecida por la Unión Europea, con excepción de las que vengan 
motivadas exclusivamente por la ultraperificidad sea aplicable a las Illes Balears.  

 

                                                           
2 La referencia debe entenderse realizada a la Ley 3/2014, de 17 de junio, del siste ma de financiación 
definitivo de los Consejos Insulares (BOIB núm. 87, de 26 de junio; BOE núm. 172, de 16 de julio). 

http://www.caib.es/eboibfront/pdf/es/2014/87/875072
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2014-7535
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 

Disposición transitoria primera. Comisión Mixta de Transferencias  
1. Para el traspaso de funciones y de servicios inherentes a las competencias que 

corresponden a la Comun idad Autónoma de las Illes Balears según el presente Estatuto, se 
creará una comisión mixta.  

2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el 
Gobierno de la Nación y por el de la Comunidad Autónoma. Esta Comisión Mixta 
establecerá sus propias normas de funcionamiento.  

3. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno del 
Estado, el cual los aprobará mediante Decreto.  

Los acuerdos figurarán como anexos al mismo y deberán ser publicados 
simult áneamente en el Boletín Oficial del Estado  y en el Butlletí Oficial de les Illes Balears  y 
entrarán en vigor a partir de esta publicación.  

4. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza 
homogénea, la Comisión Mixta de Transferencias estará asistida por Comisiones sectoriales 
de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será determinar 
con la representación de la Administración del Estado los traspasos de medios personales, 
financieros y mater iales que deba recibir la Comunidad Autónoma. Las Comisiones 
sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta, que deberá 
ratificarlas.  

5. La certificación emitida por la Comisión Mixta de los acuerdos gubernamentales 
debidamente prom ulgados será título suficiente para la inscripción en el Registro de la 
Propiedad del traspaso de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears. Esta certificación deberá tener en cuenta los requisitos exigidos por la Ley 
hipotec aria.  

6. El cambio de titularidad en los contratos de alquiler de locales para oficinas públicas 
o para otras finalidades que hayan sido objeto de transferencia, no facultará al arrendador 
para extinguir o renovar los contratos.  

 
Disposición transitoria s egunda. Funcionarios y personal laboral  

1. Los funcionarios y el personal laboral adscritos a servicios de titularidad estatal o a 
otras instituciones públicas que resulten afectados por traspasos a la Comunidad 
Autónoma pasarán a depender de ésta, y les serán respetados todos los derechos de 
cualquier orden y naturaleza que les correspondan, incluyendo el de poder participar en los 
concursos de traslado que convoque el Estado, en igualdad de condiciones con los demás 
miembros de su cuerpo, para así poder ejercer en todo momento su derecho permanente 
de opción.  

2. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears dispondrá de los medios necesarios 
para que todos los funcionarios y el personal laboral destinados a las Illes puedan adquirir 
el conocimiento de la le ngua y de la cultura de las Illes Balears.  

 
Disposición transitoria tercera. Financiación de los servicios transferidos y Comisión 
Mixta  

1. Hasta que no se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las 
competencias atribuidas a la Co munidad Autónoma en este Estatuto o, en cualquier caso, 
hasta que no hayan transcurrido cinco años desde su entrada en vigor, el Estado 
garantizará la financiación de los servicios transferidos a la Comunidad Autónoma con una 
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cantidad igual al coste efecti vo del servicio en el territorio de la Comunidad en el momento 
de la transferencia.  

2. Con la finalidad de garantizar la financiación de los servicios citados anteriormente, 
se creará una comisión mixta paritaria Estado -Comunidad Autónoma, que adoptará un  
método dirigido a fijar el porcentaje de participación previsto en el artículo 128 de este 
Estatuto. El método a seguir tendrá presentes tanto los costes directos como los indirectos 
de los servicios traspasados y también los gastos de inversión que sean necesarios.  

3. La Comisión Mixta del apartado precedente fijará el porcentaje citado mientras dure 
el periodo transitorio, con una antelación mínima de un mes a la presentación de los 
presupuestos generales del Estado.  

4. Partiendo del método fijado en e l apartado 2, se establecerá un porcentaje en el cual 
se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado a la 
Comunidad Autónoma, minorado por el total de la recaudación que ésta habrá obtenido 
con los tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos que el Estado habrá 
obtenido por los capítulos 1 y 2 del último presupuesto precedente a la transferencia de los 
servicios evaluados.  

 
Disposición transitoria cuarta. Normativa de materias transferidas  

1. Las leyes del  Estado relativas a materias transferidas a la Comunidad Autónoma 
continuarán en vigencia mientras el Parlamento no apruebe una normativa propia. 
Corresponderá al Gobierno de la Comunidad o, en su caso, a los Consejos Insulares su 
aplicación.  

2. Las disposiciones reglamentarias del Estado continuarán vigentes mientras el 
Gobierno de la Comunidad Autónoma no dicte ninguna otra de aplicación preferente.  

3. Hasta que la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears no 
asuma las competencias qu e le corresponden de acuerdo con el presente Estatuto, todos 
los organismos del Estado o de la Administración local continuarán ejerciendo las funciones 
y las jurisdicciones anteriores.  

 
Disposición transitoria quinta. Comisión Mixta de Transferencias Gobi erno -Consejos 
Insulares  

Para el traspaso de las funciones y servicios inherentes a las competencias atribuidas 
como propias a los Consejos Insulares a que hace referencia el artículo 70 del presente 
Estatuto, se creará una Comisión Mixta de Transferencias  Gobierno -Consejos Insulares que 
tendrá carácter paritario. Esta Comisión tendrá su propio Reglamento de funcionamiento, 
que se aprobará por mayoría simple de sus componentes. Los acuerdos de la Comisión 
Mixta de Transferencias tomarán la forma de propuest a al Gobierno de las Illes Balears, que 
las aprobará mediante Decreto de traspaso, que se publicará en el Butlletí Oficial de les Illes 
Balears y en el que figurará la fecha de efectividad del traspaso de las funciones y servicios 
a que concierna.  

 
Disposi ción transitoria sexta. Comisión Técnica Interinsular  

1. Al promulgarse el presente Estatuto, las instituciones de autogobierno de las Illes 
Balears habrán de respetar las competencias que los Consejos Insulares hayan recibido del 
ente preautonómico.  

2. A propuesta del Gobierno de la Comunidad Autónoma, y de acuerdo con una ley del 
Parlamento, se nombrará una Comisión Técnica Interinsular encargada de distribuir las 
competencias a que hace referencia el artículo 71 del presente Estatuto, así como la fijac ión 
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del control y la coordinación que en cada caso corresponda al Gobierno de la Comunidad 
Autónoma, en la medida en que sean asumidas por la Comunidad Autónoma por 
transferencia o por delegación del Estado.  

3. Integrarán la Comisión Técnica Interinsular veinte vocales, designados: cuatro por el 
Gobierno de la Comunidad, y cuatro por cada uno de los Consejos Insulares de Mallorca, 
Menorca, Ibiza y Formentera. Esta Comisión Técnica Interinsular se dará su propio 
reglamento de funcionamiento, que se aprobará  por mayoría simple de sus componentes.  

4. Los acuerdos de la Comisión Técnica Interinsular tomarán la forma de propuesta al 
Parlamento de las Illes Balears, el cual, en su caso, las aprobará mediante una ley que 
tendrá vigencia a partir de la publicación  en el Butlletí Oficial de les Illes Balears .  

5. Los apartados 2, 3 y 4 de esta disposición transitoria sexta regirán hasta que la ley de 
Consejos Insulares que se dicte en aplicación de este Estatuto no establezca otro 
procedimiento para la transferencia  o la asunción de competencias por los Consejos 
Insulares. 

 
Disposición transitoria séptima. Diputados y consejeros  

1. A la entrada en vigor de este Estatuto, los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e 
Ibiza continuarán integrados, hasta la finalizació n de la correspondiente legislatura, por los 
Diputados elegidos para el Parlamento en las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y 
Formentera.  

2. Mientras no esté aprobada la ley del Parlamento que, en aplicación de este Estatuto, 
regule la elección de los mie mbros de los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca e Ibiza, 
los consejeros que deban formar parte de cada uno de éstos se elegirán, coincidiendo con 
la fecha de la elección de los miembros del Parlamento de las Illes Balears, pero de forma 
independiente,  mediante la aplicación de los preceptos de la vigente Ley electoral de la 
Comunidad Autónoma, con las especificidades que, respetando el régimen electoral 
general, se expresan a continuación:  

a) Las circunscripciones electorales son las de Mallorca, Meno rca e Ibiza.  
b) Son electores, en cada isla y respecto del correspondiente Consejo Insular, todos los 

ciudadanos españoles mayores de edad que, gozando del derecho de sufragio 
activo, tengan la condición política de ciudadanos de la Comunidad Autónoma con  
motivo de tener vecindad en cualquiera de los municipios de las respectivas islas de 
Mallorca, Menorca e Ibiza.  

c) Para el ejercicio del derecho de sufragio es indispensable la inclusión en el censo 
electoral único vigente referido al territorio de las I lles Balears en relación con cada 
una de las respectivas islas.  

d) Son elegibles, en la correspondiente circunscripción, todos los ciudadanos que, 
teniendo la condición de electores en su isla respectiva, no estén incursos en alguna 
de las causas de inele gibilidad previstas en las disposiciones comunes de la Ley 
Orgánica del régimen electoral general.  

e) Son inelegibles los incluidos en los supuestos a que hace referencia el artículo 3.2 de 
la Ley electoral de la Comunidad Autónoma y los Senadores elegido s en 
representación de la Comunidad Autónoma.  

f) Ningún electo que esté incurso en una causa de incompatibilidad según lo dispuesto 
en el artículo 5 de la Ley electoral de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
adquirirá la condición de consejero insu lar. La aceptación, por parte de un consejero 
electo, de un cargo, una función o una situación que sean constitutivos de una causa 
de incompatibilidad ocasionará el cese en su condición de consejero insular.  
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g) Las elecciones a los Consejos Insulares de M allorca, Menorca e Ibiza se celebrarán 
con la intervención de la Junta Electoral de las Illes Balears como administración 
electoral con todas las competencias establecidas en la ley.  

h) La convocatoria de elecciones a los Consejos Insulares de Mallorca, M enorca e Ibiza 
se realizará por Decreto del Presidente de la Comunidad Autónoma de acuerdo con 
las condiciones y los plazos establecidos en el artículo 42.3 de la Ley Orgánica del 
régimen electoral general, previa solicitud, realizada por los Consejos resp ectivos 
con la pertinente antelación, mediante acuerdo plenario. El Decreto de convocatoria 
deberá publicarse en el Butlletí Oficial de les Illes Balears .  

i) El Consejo Insular de Mallorca estará integrado por 33 consejeros, el de Menorca 
por  13 consejeros y el de Ibiza por 13 consejeros. La duración del mandato será de 
cuatro años.  

j) A los efectos de la atribución de escaños, no se tendrán en cuenta aquellas 
candidaturas que no hayan obtenido al menos el 5  % de los votos válidos emitidos en 
la circunscri pción electoral, y la atribución de los escaños a las candidaturas se 
realizará de conformidad con lo que se dispone en las letras b), c), d) y f) del 
artículo  163.1 de la Ley Orgánica del régimen electoral general, en cada una de las 
circunscripciones ele ctorales.  

3. Una vez celebradas, vigente este Estatuto, las correspondientes elecciones locales, 
en el plazo máximo de 45 días, se constituirá el Consejo Insular de Formentera que estará 
integrado por los concejales que hayan sido elegidos en las citadas elecciones al 
Ayuntamiento de Formentera.  

 
Disposición transitoria octava. Consejo Insular de Formentera  

1. Hasta que el Consejo Insular de Formentera no asuma efectivamente las 
competencias que le corresponden de acuerdo con este Estatuto, el Consejo Ins ular de 
Ibiza continuará ejerciéndolas en relación con la isla de Formentera.  

2. Se constituirá una comisión mixta, de composición paritaria, integrada por los 
representantes nombrados por el Gobierno, el Consejo Insular de Ibiza y el Ayuntamiento 
de Form entera, con objeto de proceder a la elaboración de la correspondiente propuesta 
de transferencias que deban producirse a partir de la constitución del Consejo Insular de 
Formentera.  

La transferencia de las competencias que inicialmente asuma el Consejo In sular de 
Formentera en su constitución, se llevará a cabo mediante una ley del Parlamento de las 
Illes Balears que entrará en vigor al día siguiente de la publicación en el Boletín Oficial del 
Estado del presente Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.   

3. El Gobierno de las Illes Balears asumirá los gastos ocasionados por el 
establecimiento y la efectividad de las competencias transferidas en lo que excedan de la 
valoración ordinaria de su coste efectivo.  

4. En caso de renuncia a la asunción de las co mpetencias por parte del Consejo Insular 
de Formentera, éstas serán ejercidas por el Gobierno de las Illes Balears.  

 
Disposición transitoria novena. Inversiones del Estado  

1. Mientras las Cortes Generales, en aplicación de lo previsto en la disposición ad icional 
sexta no aprueben la modificación de la Ley 30/1998, de 29 de julio, del Régimen Especial 
de las Illes Balears y, en todo caso, en un plazo no superior a siete años, la inversión del 
Estado se establecerá atendiendo a la inversión media per cápita realizada en las 
Comunidades Autónomas de régimen común, determinada con arreglo a la normativa 
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estatal, homogeneizando las actuaciones inversoras realizadas en dichas Comunidades 
para permitir su comparabilidad y teniendo presentes las circunstancias deri vadas de los 
hechos diferenciales y excepcionales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears con 
incidencia en la cuantificación de la inversión pública.  

2. Para hacer frente a este compromiso inversor, el Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de las Illes  Balears propondrá al Ministerio de Economía y Hacienda los 
oportunos convenios para la ejecución de los programas y acciones estatales sobre I+D+I, 
transportes, puertos, medio ambiente, ferrocarriles, carreteras, obras hidráulicas, protección 
del litoral,  costas y playas, parques naturales e infraestructuras turísticas.  

3. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda se encargará del seguimiento de la 
ejecución de los compromisos anteriores.  

 
Disposición transitoria décima. Comisión Mixta de Economía y Hacien da  

La Comisión Mixta de Economía y Hacienda entre el Estado y la Comunidad Autónoma 
de las Illes Balears que establece el artículo 125 debe crearse en el plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor del presente Estatuto.  

Mientras no se constituya, la C omisión Mixta prevista en el artículo 73 del Estatuto de 
Autonomía de las Illes Balears aprobado por la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, de 
Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, en la redacción dada por la Ley Orgánica 3/1999, 
de 8 de enero, de  reforma de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de 
Autonomía de las Illes Balears, asume sus competencias . 

 
Disposición transitoria undécima. Agencia Tributaria  

La Agencia Tributaria de las Illes Balears a que se refiere el artículo 133 debe crearse por 
ley del Parlamento en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del presente 
Estatuto.  

Las funciones que en aplicación de este Estatuto correspondan a la Agencia Tributaria 
de las Illes Balears serán ejercidas, hasta la fecha en que se constituya, por los órganos que 
las desarrollen hasta ese momento.  

 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

Disposición final. Vigencia  
Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado. 
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TÍTULO PRELIMINAR 
 

Artículo 1  
1. El Parlamento representa al pueblo de las Illes Balears, ejerce la potestad legislativa, 

aprueba los presupuestos de la comunidad autónoma, controla la a cción de gobierno y 
ejerce todas las funciones que le atribuyen el Estatuto de Autonomía, las leyes y el 
presente reglamento.  

2. El Parlamento es inviolable.  
3. La sede del Parlamento es la ciudad de Palma. No obstante, el Parlamento podrá 

reunirse en cual quier lugar de las Illes Balears.  
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Artículo 2  
1. La lengua catalana, propia de las Illes Balears, juntamente con la castellana, son las 

lenguas oficiales del Parlamento de las Illes Balears.  
2. El Parlamento facilitará y garantizará el servicio de intérpre tes de la lengua de signos 

en las reuniones plenarias y en aquellas reuniones y actos públicos de carácter relevante 
que organice.  

 
 

TÍTULO I  
DE LA SESIÓN CONSTITUTIVA DEL PARLAMENTO 

 
Artículo 3  

Celebradas elecciones al Parlamento de las Illes Balears y u na vez proclamados 
oficialmente sus resultados, el presidente o la presidenta de la Diputación Permanente 
convocará, mediante resolución la sesión constitutiva, que se publicará en el Butlletí Oficial 
del Parlament de les Illes Balears  y en el Butlletí Oficial de les Illes Balears, y que tendrá lugar 
en el plazo máximo establecido en el Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.  

 
Artículo 4  

El día y la hora señalados en la resolución de la sesión constitutiva, los diputados y las 
diputadas electos, en la sede del Parlamento, se constituyen en asamblea. La Oficialía 
Mayor informará de la identidad del diputado o la diputada electos de mayor edad y de los 
dos de menor edad, siempre de entre los presentes, para que el primero o la primera 
presida inicialmente  la sesión constitutiva, asistido o asistida, en calidad de secretarios, por 
los otros dos.  

 
Artículo 5  

1. La Presidencia declarará abierta la sesión, y uno de los secretarios o las secretarias 
dará lectura a la resolución de la sesión constitutiva, a la r elación de diputados y diputadas 
electos y a los recursos contencioso -electorales interpuestos, con indicación de los 
diputados y las diputadas electos que pudieran quedar afectados por la resolución de los 
mismos. 

2. Se procederá, seguidamente, por parte del Pleno a la elección de la Mesa del 
Parlamento, de acuerdo con el procedimiento previsto en los artículos 37 y siguientes de 
este reglamento.  

 
Artículo 6  

1. Concluidas las votaciones, las personas elegidas ocuparán sus puestos. El 
presidente o la presid enta electo prestará y solicitará de los demás diputados y diputadas 
el juramento o la promesa de acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía de las Illes 
Balears, a cuyos efectos serán llamados por orden alfabético. Acabado el llamamiento, la 
Presidencia declarará constituido el Parlamento y levantará seguidamente la sesión.  

2. La constitución del Parlamento será comunicada por su presidencia al Rey o la 
Reina, a la Presidencia del Gobierno de las Illes Balears en funciones, a la Presidencia del 
Congreso y a la del Senado y a la Presidencia del Gobierno del Estado.  
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Artículo 7  
Dentro del plazo de los quince días hábiles siguientes al de la celebración de la sesión 

constitutiva, tendrá lugar la solemne sesión de apertura de la legislatura.  
 
 

TÍTULO II  
DEL ESTATUTO DE LOS DIPUTADOS Y LAS DIPUTADAS 

 
CAPÍTULO I  

DE LA ADQUISICIÓN, LA SUSPENSIÓN Y LA PÉRDIDA  
DE LA CONDICIÓN DE DIPUTADO O DIPUTADA 

 
Artículo 8  

1. Los diputados y las diputadas proclamados electos adquirirán la condición plena de 
diputado o d iputada por el cumplimiento conjunto de los siguientes requisitos:  

1.º Presentar en la Oficialía Mayor la credencial expedida por el correspondiente órgano 
de la administración electoral.  

2.º Cumplimentar su declaración a efectos del examen de incompatibil idades, reflejando 
en ella los datos relativos a la profesión y a los cargos públicos que desempeñe.  

3.º Prestar, en la primera sesión del Pleno a la que asista, el juramento o la promesa de 
acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía de las Illes Ba lears. 

2. Los derechos y las prerrogativas que le correspondan serán efectivos desde el 
momento mismo en que los diputados y las diputadas sean proclamados electos. Sin 
embargo, celebradas tres sesiones plenarias sin que el diputado o la diputada adquiera la 
condición plena, conforme al apartado precedente, no tendrá derechos ni prerrogativas 
hasta que dicha adquisición se produzca.  

 
Artículo 9  

1. Los diputados y las diputadas quedarán suspendidos en sus derechos y deberes 
parlamentarios:  

1.º En los casos en que así proceda, por aplicación de las normas de disciplina 
parlamentaria establecidas en el presente reglamento.  

2.º Cuando, una vez el auto sobre su procesamiento sea firme o se dicte el auto de 
apertura de juicio oral, el Pleno de la cámara así lo acu erde, por mayoría absoluta.  

2. Los diputados y las diputadas quedarán suspendidos en sus derechos, prerrogativas 
y deberes parlamentarios cuando una sentencia firme condenatoria lo comporte o cuando 
su cumplimiento implique la imposibilidad de ejercer la f unción parlamentaria.  

 
Artículo 10  

Los diputados y las diputadas perderán su condición de tales por las siguientes causas:  
1.º Por decisión judicial firme que lo comporte.  
2.º Por fallecimiento o incapacidad del diputado o de la diputada, declarada ésta po r 

decisión judicial firme.  
3.º Por extinción del mandato, al transcurrir el plazo o al disolverse la cámara, sin 

perjuicio de la prórroga en sus funciones de los miembros titulares y suplentes de la 
Diputación Permanente, hasta la constitución de la nueva cámara. 

4.º Por renuncia del diputado o de la diputada ante la Mesa del Parlamento.  
5.º Por renuncia provocada por incompatibilidad sobrevenida.  
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CAPÍTULO II  
DE LAS PRERROGATIVAS PARLAMENTARIAS 

 
Artículo 11  

Los diputados y las diputadas de las Illes Balear s no estarán vinculados por mandato 
imperativo alguno y gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de 
inviolabilidad por las opiniones manifestadas en los actos parlamentarios y por los votos 
emitidos en el ejercicio de su cargo.  

 
Artículo 12  

Durante el período de su mandato, los diputados y las diputadas sólo podrán ser 
detenidos o retenidos en caso de flagrante delito, en los términos establecidos en el 
artículo 44.1 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears y en las leyes que lo desarrollen . 

 
Artículo 13  

La Presidencia del Parlamento, una vez conocida la detención o la retención de un 
diputado o de una diputada o cualquier otra actuación judicial o gubernativa que 
obstaculice el ejercicio de su función parlamentaria, adoptará, de inmediato, cuantas 
medidas sean necesarias para salvaguardar los derechos y las prerrogativas de la cámara y 
de sus miembros.  

 
 

CAPÍTULO III  
DE LOS DERECHOS DE LOS DIPUTADOS Y LAS DIPUTADAS 

 
Artículo 14  

1. Los diputados y las diputadas tienen el derecho de ejercer l as facultades y de 
desarrollar las funciones que les atribuye este reglamento.  

2. Los diputados y las diputadas tienen el tratamiento de señor y señora, 
respectivamente.  

3. Los diputados y las diputadas tendrán derecho a asistir con voto a las sesiones del  
Pleno del Parlamento y a las de las comisiones de que formen parte. Podrán asistir, sin voto, 
a las sesiones de las comisiones de que no formen parte.  

4. Los diputados y las diputadas tendrán derecho a formar parte, al menos, de una 
comisión.  

 
Artículo 15  

1. Para el mejor cumplimiento de sus funciones parlamentarias, los diputados y las 
diputadas, previo conocimiento del respectivo grupo parlamentario, tendrán la facultad de 
recabar los datos, informes o documentos que obren en poder de los organismos públ icos 
dependientes de la comunidad autónoma de las Illes Balears, de las administraciones 
públicas no dependientes de la comunidad autónoma dentro del ámbito de las Illes Balears 
y de la Administración del Estado y las comunidades autónomas en materias rela cionadas 
con las Illes Balears.  

2. La solicitud se dirigirá, en todo caso, por conducto de la Presidencia del Parlamento 
y la administración requerida tendrá que facilitar la documentación solicitada o manifestar a 
la mencionada presidencia, en un plazo no  superior a veinte días, dentro o fuera del periodo 
de sesiones y para un mejor traslado a la persona solicitante, las razones fundamentadas en 
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derecho que lo impidan. Cuando por el volumen de la documentación, la administración 
aduzca motivadamente que no  puede enviar copia, facilitará su consulta en sus 
dependencias donde podrá tomar notas y obtener las copias de los documentos que 
considere oportunos. El diputado o la diputada, cuando la complejidad técnica de la 
documentación lo haga necesario, podrá se r asistido por asesores previa comunicación a la 
Mesa del Parlamento.  

3. Los diputados y las diputadas tienen derecho también a recibir del Parlamento, 
directamente o a través del grupo parlamentario respectivo, la información y la 
documentación necesarias  para el desarrollo de sus tareas. Los servicios generales de la 
cámara tienen la obligación de facilitárselas.  

4. Cuando a juicio del diputado o la diputada la administración incumpliera o cumpliera 
defectuosamente con lo requerido, y sin perjuicio de cua lquier otro recurso que resulte 
pertinente, el diputado o la diputada podrá formular su queja ante la Mesa de la cámara, 
que adoptará las medidas que considere oportunas y necesarias para garantizarle el 
acceso a la documentación y a la información solicit adas, dando cuenta de ello al diputado 
o a la diputada interesado.  

5. Los diputados pueden acceder a las dependencias públicas.  
Para el cumplimiento de su función parlamentaria pueden concertar visitas con los 

responsables de las dependencias públicas.  
También pueden, a efectos de visitar una dependencia del Gobierno de las Illes Balears, 

ponerlo en conocimiento de la Mesa del Parlamento. En este caso, la Presidencia del 
Parlamento lo comunicará a la consejería o a la entidad afectada señalando el día y la hora 
de la visita. El Gobierno podrá denegar por razones fundamentadas la visita a determinadas 
dependencias.  

Las visitas se harán en tiempo y forma para permitir el normal funcionamiento del 
servicio. 

 
Artículo 16  

1. Los diputados y las diputadas percibir án por el ejercicio de su cargo representativo 
las dietas y las retribuciones que se determinen para aquellos que ejercen su cargo con 
dedicación exclusiva, así como todas las demás ayudas o indemnizaciones se establezcan 
para el más eficaz y digno cumplim iento de sus funciones. El presidente o la presidenta del 
Parlamento deberá ejercer su cargo con dedicación exclusiva.  

2. La Mesa de la cámara fijará cada año la cuantía y la naturaleza de las percepciones 
de los diputados y las diputadas y de los miembros  de la Mesa dentro de las 
correspondientes consignaciones presupuestarias. Asimismo, la Mesa del Parlamento fijará 
el importe de la indemnización de transición, en un pago único, a los diputados y a las 
diputadas que causen baja por disolución de la cámara . No tendrán derecho a percibir esta 
indemnización los diputados y las diputadas que formen parte de la Diputación 
Permanente.  

3. De forma trimestral, se publicarán en la página web del Parlamento de las Illes 
Balears las retribuciones, las dietas y las in demnizaciones de los diputados y las diputadas, 
sin los datos que puedan afectar a su intimidad. Así mismo, tendrán que realizar una 
declaración de gastos semestrales relativos al ejercicio de su función y de aquellos regalos, 
invitaciones u obsequios que hubieran recibido por su condición de diputado o diputada 
con un valor que se fijará por la Mesa del Parlamento en cada legislatura.  
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Artículo 17  
1. Correrá a cargo del presupuesto del Parlamento el abono de las cotizaciones a la 

Seguridad Social y a las m utualidades y de los derechos pasivos de aquellos diputados y 
diputadas que, como consecuencia de su dedicación parlamentaria, dejen de prestar el 
servicio que motivaba su afiliación o permanencia en aquéllas. Asimismo, si procede, 
correrán a cargo del Par lamento las retribuciones por antigüedad.  

2. El Parlamento de las Illes Balears podrá realizar con entidades gestoras de la 
Seguridad Social los conciertos precisos para cumplir lo dispuesto en el apartado anterior y 
para afiliar, en el régimen que proceda , a los diputados y las diputadas que así lo deseen.  

 
 

CAPÍTULO IV  
DE LOS DEBERES DE LOS DIPUTADOS Y LAS DIPUTADAS 

 
Artículo 18  

1. Los diputados y las diputadas tendrán el deber de asistir a las sesiones del Pleno del 
Parlamento y a las de las comisiones de que formen parte.  

2. Al final de cada periodo de sesiones, la Mesa del Parlamento publicará en el Butlletí 
Oficial del Parlament de les Illes Balears  y en el Portal de Transparencia, la asistencia de los 
diputados y las diputadas a las sesiones del Plen o y de las comisiones de que formen parte.  

 
Artículo 19  

Los diputados y las diputadas están obligados a adecuar su conducta al Reglamento y a 
respetar el orden, la cortesía y la disciplina parlamentarias, así como a no divulgar las 
actuaciones que, según l o dispuesto en el mismo, puedan tener excepcionalmente el 
carácter de secretas.  

 
Artículo 20  

Los diputados y las diputadas no podrán invocar o hacer uso de su condición de 
parlamentarios y parlamentarias en el ejercicio de actividad mercantil, industrial o  
profesional.  

 
Artículo 21  

1. En el plazo de un mes desde la fecha de la plena adquisición de su condición, y en el 
plazo de dos meses después de haberla perdido, los diputados y las diputadas estarán 
obligados a depositar en poder de la Oficialía Mayor de  la cámara declaración de sus 
bienes patrimoniales y de aquellas actividades que les proporcionen o puedan 
proporcionarles ingresos económicos.  

2. La declaración quedará bajo la custodia de la Oficialía Mayor, que, previa 
autorización de la Mesa, la pondrá  a disposición del órgano del Parlamento de las Illes 
Balears que la requiera para su tarea, circunstancia que se hará saber a los diputados y las 
diputadas afectados.  

3. La declaración a que se refiere este artículo será pública. Esta publicidad se hará 
efectiva mediante la publicación inmediata de las declaraciones en la página web del 
Parlamento de las Illes Balears, en un formato que no sea susceptible de ser manipulado 
por terceros, así como en el Butlletí Oficial del Parlament de les Illes Balears , una vez que 
hayan recibido la conformidad de la Mesa de la cámara.  
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4. Igualmente los diputados y las diputadas enviarán a la Oficialía Mayor de forma 
anual, antes del 1 de agosto, copia de la declaración de liquidación del impuesto sobre la 
renta y de la del  impuesto de patrimonio, si procede, correspondientes al ejercicio anterior 
presentadas a la administración tributaria.  

5. Tendrán carácter público, y por tanto serán publicadas en el Butlletí Oficial del 
Parlament de les Illes Balears  y en la web, la info rmación relativa a las actividades y los 
cargos, así como la declaración de bienes y las declaraciones de liquidación del impuesto 
de la renta, sin que se puedan incluir, a criterio de cada diputado o diputada, los datos de 
localización ni los que puedan p oner en peligro la privacidad y la seguridad de los titulares 
o de terceras personas, una vez lo hayan comunicado a la Mesa.  

6. Con carácter general, las declaraciones de los diputados y las diputadas de una 
legislatura, una vez transcurridos cuatro años d esde la pérdida de la condición de diputado 
o diputada, se les tienen que devolver. Si se mantiene la condición de diputado o diputada 
durante dos legislaturas o más, la publicidad de estas declaraciones se mantendrá hasta 
que hayan transcurrido seis años desde la pérdida de la condición de diputado o diputada. 
Transcurrido este plazo, las declaraciones serán devueltas.  

7. La Mesa de la cámara aprobará los modelos de los impresos que tendrán que 
rellenar los diputados y las diputadas a estos efectos.  

 
Artíc ulo 22  

1. Los diputados y las diputadas deberán observar en todo momento las normas sobre 
incompatibilidades establecidas en la Constitución, en el Estatuto y en las leyes.  

2. La Comisión del Estatuto de los Diputados y las Diputadas, previa notificación a  los 
diputados y las diputadas afectados, a los que se otorgará un plazo de cinco días para 
formular sus alegaciones, elevará al Pleno sus propuestas sobre la situación de 
incompatibilidad de cada diputado y diputada en el plazo de los veinte días siguient es 
contados a partir del de la plena asunción por el mismo o la misma de la condición de 
diputado o diputada, o de la comunicación, que obligatoriamente habrá de realizar, de 
cualquier alteración en la declaración formulada a efectos de incompatibilidades.  

3. Si se declarara la incompatibilidad, y una vez notificada, el diputado o la diputada 
que haya incurrido en ella tendrá ocho días para optar entre el escaño y el cargo 
incompatible. Si no ejercitara la opción en el plazo señalado, se entenderá que renun cia a 
su escaño. 

 
 

TÍTULO III  
DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS 

 
Artículo 23  

1. Los grupos parlamentarios se constituirán a partir de los partidos políticos, las 
coaliciones, las federaciones o las agrupaciones de electores que hayan participado en las 
eleccio nes. 

2. Los grupos parlamentarios, exceptuando el Grupo Mixto, estarán formados, al 
menos, por tres diputados y/o diputadas.  

3. En ningún caso pueden constituir grupo parlamentario separado diputados o 
diputadas que pertenezcan a un mismo partido o coalici ón electoral. No podrán constituirse 
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ni fraccionarse en grupos parlamentarios diversos, personas que a las elecciones hayan 
comparecido bajo una misma formación, coalición o partido político.  

4. En ningún caso pueden constituir o contribuir a formar grupo parlamentario 
separado diputados o diputadas electos en la misma candidatura.  

 
Artículo 24  

1. La constitución de los grupos parlamentarios se hará dentro de los diez días 
siguientes a la sesión constitutiva del Parlamento, mediante escrito dirigido a la Me sa de 
la cámara. 

2. También podrán constituirse grupos parlamentarios en los diez primeros días de 
cada periodo de sesiones, siempre que los diputados y las diputadas que los conformen 
hubiesen constituido un grupo parlamentario que se hubiese disuelto o s ean diputados y 
diputadas de nueva incorporación al Parlamento como consecuencia de la dimisión de uno 
o de diversos diputados o diputadas.  

3. En el mencionado escrito, que irá firmado por todos los diputados y las diputadas 
que deseen constituir el grupo,  deberán constar la denominación de éste y los nombres de 
todos los miembros, de la persona que sea portavoz y de los diputados y las diputadas que, 
eventualmente, puedan sustituirla.  

4. Cuando en la solicitud de constitución del grupo no figure la relació n de diputados y 
diputadas suplentes de quien es su portavoz o cuando se quiera alterar dicha relación, 
bastará con un escrito en tal sentido suscrito por dicho o dicha portavoz.  

5. Los diputados y las diputadas que no sean miembros de ninguno de los grupo s 
parlamentarios constituidos podrán asociarse a alguno de ellos, mediante solicitud que, 
aceptada por el o la portavoz del grupo al que pretendan asociarse, se dirija a la Mesa de la 
cámara dentro del plazo señalado en el apartado 1 precedente.  

6. Los asociados y las asociadas se computarán para la determinación de los mínimos 
que se establecen en el artículo anterior, así como para fijar el número de diputados y 
diputadas de cada grupo en las diversas comisiones.  

7. Ningún diputado o diputada podrá formar  parte de más de un grupo parlamentario.  
8. Los diputados y las diputadas que dejen de pertenecer a su grupo parlamentario 

perderán el derecho a ocupar el lugar que ocupaban hasta este momento en los diferentes 
órganos del Parlamento.  

 
Artículo 25  

1. Los diputados y las diputadas que adquieran esta condición con posterioridad a la 
sesión constitutiva del Parlamento deberán incorporarse al grupo parlamentario constituido 
por los diputados y las diputadas electos pertenecientes a la formación electoral con la  que 
concurrieron a las elecciones, en los veinte días siguientes a dicha adquisición.  

2. Para que la incorporación pueda producirse, deberá constar la aceptación del o de la 
portavoz del grupo parlamentario. En caso contrario, pasarán a tener la condición  de 
diputados o diputadas no adscritos, de acuerdo con lo que prevé el artículo 27 y sin 
perjuicio de lo que establece el artículo 24.2, ambos de este reglamento.  

 
Artículo 26  

1. Los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears que formen parte 
del Grupo Parlamentario Mixto podrán establecer en cualquier momento y por unanimidad 
normas de funcionamiento del propio grupo.  
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2. Mientras no existan normas específicas de funcionamiento del Grupo Parlamentario 
Mixto establecidas por éste, los dipu tados y las diputadas que lo integren deberán ajustarse 
a las siguientes:  

a) Serán portavoces y portavoces suplentes, desde el primer hasta el último día de 
cada mes, los diputados y las diputadas integrados en el Grupo Mixto, de manera 
rotatoria, según or den resultante de sorteo efectuado por los miembros de dicho 
grupo. Se tendrá  en cuenta especialmente la rotación de los portavoces durante los 
periodos de  sesiones. 
Un diputado o una diputada del Grupo Parlamentario Mixto podrá renunciar al cargo 
de porta voz o de portavoz suplente a favor de cualquier otro miembro del mismo 
grupo.  

b) El o la portavoz del Grupo Parlamentario Mixto contará en la Junta de Portavoces 
con tantos votos como miembros del grupo le habrán otorgado su representación, 
que deberá ser acreditada por escrito y entregada antes de la adopción del o de 
los acuerdos.  

c) Asimismo, al votar en las comisiones y en las ponencias, el diputado o la diputada 
del Grupo Parlamentario Mixto que forme parte de éstas deberá hacer constar por 
escrito ant es de la adopción del o de los acuerdos cuántos miembros de su grupo le 
han otorgado su apoyo.  

d) En la presentación de enmiendas, votos particulares, interpelaciones, mociones o 
cualquier iniciativa parlamentaria de grupo, deberá especificarse si se reali za con el 
parecer unánime de todos los miembros del Grupo Mixto.  

3. En el caso de discrepancias entre los miembros del Grupo Mixto en cuestiones no 
previstas en las normas de funcionamiento consensuadas o en este reglamento, resolverá 
la Mesa de la cámara,  oídos la Junta de Portavoces y los miembros de este grupo 
parlamentario, para cada caso o con carácter general.  

 
Artículo 27  

1. Tendrán la condición de no adscritos durante toda la legislatura los diputados y las 
diputadas que, conforme a lo establecido e n los artículos precedentes:  

a) No queden integrados en el grupo parlamentario constituido por los diputados y las 
diputadas electos pertenecientes a la formación electoral con la que concurrieron a 
las elecciones, hayan estos constituido grupo propio o bi en pertenezcan al Grupo 
Mixto por ser inferiores a tres.  

b) Abandonen su grupo o sean expulsados. En este caso, el grupo parlamentario tendrá 
que acreditar ante la Mesa del Parlamento que la decisión de expulsión fue 
acordada por, al menos, mayoría absolut a de los miembros del grupo.  

2. Lo que dispone el apartado anterior no es aplicable en los casos siguientes:  
a) Cuando se produce la expulsión del grupo parlamentario de todos los diputados de 

una formación política integrados en el seno de una coalición o  federación. En este 
caso, los diputados o las diputadas afectados tienen que pasar al Grupo Mixto, si ya 
está constituido y, si no, lo constituirán.  

b) Cuando los componentes de un grupo parlamentario diferentes del Mixto se 
reduzcan durante la legislatur a a un número inferior a tres. En este caso, el grupo 
quedará disuelto y los miembros de este pasarán al Grupo Mixto, si ya está 
constituido y, si no, lo constituirán , sin perjuicio de lo que establece el artículo 24.2 de 
este reglamento.  
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c) Cuando después  de la sesión constitutiva, todos los diputados y las diputadas que, 
habiendo concurrido a las elecciones en una misma formación electoral, no hayan 
formado grupo parlamentario propio o el Grupo Mixto por ser inferiores a tres. En 
este caso, los diputados y las diputadas afectados tendrán la condición de no 
adscritos, pero, al inicio del siguiente periodo de sesiones, podrán constituir bien 
grupo parlamentario propio, bien Grupo Mixto si son inferiores a tres.  

3. Los diputados y las diputadas no adscritos p odrán reincorporarse al grupo 
parlamentario de origen, con el consentimiento previo del portavoz del grupo 
parlamentario correspondiente.  

 
Artículo 28  

1. Los diputados y las diputadas no adscritos tienen los derechos que el Reglamento 
reconozca a los diput ados individualmente sin perjuicio de las especificidades 
determinadas por este reglamento.  

2. La Mesa del Parlamento, oída la Junta de Portavoces, decidirá el procedimiento para 
su intervención en el Pleno y en las comisiones, así como sobre su pertenenci a a estas, 
respetando en todo caso lo que prevé el artículo 14.1 y 4 de este reglamento. Corresponde 
a la Mesa, oída la Junta de Portavoces, resolver todas las cuestiones que se puedan 
plantear en relación con su situación y posibilidades de actuación en e l marco del 
Reglamento.  

3. Los diputados y las diputadas no adscritos podrán:  
a) Formular una pregunta por periodo de sesiones y defender las enmiendas parciales 

que hubieran formulado durante la tramitación de los textos legislativos en el Pleno.  
b) Pertenecer a una comisión legislativa en la cual podrán formular preguntas orales y 

participar en comparecencias y fijar posición en relación con las proposiciones no de 
ley que se debatan.  

c) Presentar y defender enmiendas parciales a los textos legislativos c onforme a lo 
establecido en una resolución de Presidencia.  

4. Los diputados o las diputadas no adscritos tendrán derecho exclusivamente a las 
percepciones económicas que el presente reglamento prevé para los diputados y las 
diputadas individualmente. La Me sa del Parlamento asignará a cada diputado o diputada no 
adscrito los medios materiales que estime adecuados para el cumplimiento de sus 
funciones.  

 
Artículo 29  

1. El Parlamento pondrá a disposición de los grupos parlamentarios locales y medios 
materiales suficientes y les asignará, con cargo a su presupuesto, una subvención fija, 
idéntica para todos, y otra variable en función del número de diputados y diputadas de 
cada uno de aquellos, salvo que haya diputados y/o diputadas que formen el Grupo Mixto, 
en cuyo caso la asignación fija será proporcional por terceras partes al número de sus 
miembros, siempre que sea inferior a tres. Las cuantías se fijarán por la Mesa de la cámara, 
oída la Junta de Portavoces, dentro de las limitaciones de la correspondiente co nsignación 
presupuestaria.  

2. Los grupos parlamentarios tendrán que llevar una contabilidad específica, concreta y 
detallada de la subvención a que se refiere el apartado anterior, que pondrán a disposición de 
la Mesa del Parlamento anualmente antes del 1 de agosto del año siguiente al del ejercicio al 
que hace referencia la contabilidad, en la forma que determine la Mesa del Parlamento. La 
Mesa, con el detalle de presentación que se decida, ordenará su publicación en el Butlletí 
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Oficial del Parlament de le s Illes Balears, y estará también disponible dicha información en la 
web del Parlamento. Las aportaciones a los partidos serán consideradas gastos congruentes 
a los efectos de justificación de las asignaciones al grupo.  

Los diputados y las diputadas del Gr upo Parlamentario Mixto tendrán que llevar una 
contabilidad específica, concreta y detallada de las subvenciones recibidas del Parlamento, 
bien sean la parte correspondiente de las fijas por grupo, bien las de las asignaciones 
variables en función del núme ro de diputados y diputadas del grupo, con las mismas 
obligaciones de presentación establecidas en el párrafo anterior.  

 
Artículo 30  

Todos los grupos parlamentarios, con las excepciones previstas en el presente 
reglamento, gozan de idénticos derechos.  

 
 

TÍTULO IV  
DE LA ORGANIZACIÓN DEL PARLAMENTO 

 

CAPÍTULO I  
DE LA MESA 

 

SECCIÓN 1.ª 
DE LAS FUNCIONES DE LA MESA Y DE SUS MIEMBROS 

 
Artículo 31  

1. La Mesa es el órgano de gobierno y de gestión del Parlamento, rige la cámara y 
ostenta la representación colegiada  de ésta en los actos a que asista. Se entenderá 
válidamente constituida cuando estén presentes, por lo menos, tres de sus miembros.  

2. La Mesa estará integrada por el presidente o la presidenta del Parlamento, dos 
vicepresidentes y/o vicepresidentas y dos  secretarios y/o secretarias.  

3. El presidente o la presidenta dirige y coordina la acción de la Mesa.  
 

Artículo 32  
1. Corresponden a la Mesa del Parlamento las siguientes funciones:  
1.º Adoptar cuantas decisiones y medidas requieran la organización del tr abajo y el 

régimen y el gobierno interiores de la cámara.  
2.º Elaborar y aprobar el proyecto del presupuesto del Parlamento de las Illes Balears, 

dirigir y controlar su ejecución, aprobar sus modificaciones y su liquidación, y 
presentar ante el Pleno de la  cámara, al final de cada ejercicio, un informe acerca de 
su cumplimiento.  

3.º Ordenar los gastos de la cámara, sin perjuicio de las delegaciones que pueda 
acordar. 

4.º Calificar, con arreglo al Reglamento los escritos y los documentos de índole 
parlamenta ria, así como declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de los mismos.  

5.º Decidir la tramitación de todos los escritos y documentos de índole parlamentaria, 
de acuerdo con las normas establecidas en este reglamento.  

6.º Programar las líneas generales de  actuación de la cámara, fijar el calendario de 
actividades del Pleno y de las comisiones para cada período de sesiones y coordinar 
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los trabajos de sus distintos órganos, todo ello previa audiencia de la Junta de 
Portavoces.  

7º. La Mesa comprobará el cumpl imiento de los requisitos del candidato o candidatos 
que tengan que ser elegidos por el Pleno del Parlamento. A tal efecto, la Mesa podrá 
requerir la documentación y los informes que considere necesarios.  

8.º Aprobar las plantillas del personal del Parlame nto y las normas que regulan el 
acceso y adoptar las medidas en materia de personal de acuerdo con el Estatuto de 
Personal a que se refiere el artículo 68.2 de este reglamento.  

9.º Cualesquiera otros que le encomiende este reglamento y las que no sean atri buidas 
a un órgano específico.  

2. Si un diputado o una diputada o un grupo parlamentario discrepara de la decisión 
adoptada por la Mesa en el ejercicio de las funciones a que se refieren los puntos 4º y 5º 
del apartado anterior, podrá solicitar su reconsid eración en el plazo de diez días a contar 
desde la recepción de la notificación. La Mesa decidirá definitivamente, oída la Junta de 
Portavoces, mediante resolución motivada.  

 
Artículo 33  

1. El presidente o la presidenta del Parlamento ostenta la representa ción de la cámara, 
asegura el buen funcionamiento de sus trabajos, dirige sus debates, mantiene el orden de 
éstos y ordena los pagos, sin perjuicio de las delegaciones que pueda conferir.  

2. Corresponde a la Presidencia cumplir y hacer cumplir el Reglament o, interpretarlo 
en los casos de duda y suplirlo en los de omisión. Cuando en el ejercicio de esta función 
supletoria se propusiera dictar una resolución de carácter general, tendrá que intervenir el 
parecer favorable de la Mesa y de la Junta de Portavoces . 

Si un diputado o una diputada discrepase de la actuación del presidente o la presidenta 
podrá formular una queja ante la Junta de Portavoces o solicitar en el momento la 
observancia del Reglamento.  

3. La Presidencia desarrolla, asimismo, todas las otras funciones que le confieren el 
Estatuto, las leyes y este reglamento.  

4. El presidente o la presidenta tiene el tratamiento de señor o señora, 
respectivamente.  

 
Artículo 34  

Los vicepresidentes y/o las vicepresidentas, siguiendo su orden, sustituyen al 
presidente o a la presidenta, ejerciendo sus funciones en caso de vacante, ausencia o 
imposibilidad. Ejercen, además, cualesquiera otras funciones que les encomiende la 
Presidencia o la Mesa.  

 
Artículo 35  

Los secretarios y/o las secretarias supervisan y autoriz an, con el visto bueno de la 
Presidencia, las actas de las sesiones plenarias, de la Mesa y de la Junta de Portavoces, así 
como las certificaciones que hayan de expedirse; asisten al presidente o la presidenta en 
las sesiones para asegurar el orden en los debates y la corrección en las votaciones; 
colaboran en el normal desarrollo de los trabajos de la cámara según las disposiciones del 
presidente o la presidenta; y ejercen, además, cualesquiera otras funciones que les 
encomiende la Presidencia o la Mesa.  
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Artículo 36  
1. La Mesa se reunirá a convocatoria de la Presidencia y estará asesorada por el oficial 

mayor o la oficiala mayor o el letrado o la letrada que le o la sustituya, que redactará el acta 
de las sesiones y cuidará, bajo la dirección del president e o la presidenta, de la ejecución 
de los acuerdos.  

2. El orden del día de la Mesa se comunicará a todos los grupos parlamentarios con 
carácter previo a su celebración.  

 

SECCIÓN 2.ª  
DE LA ELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DE LA MESA 

 
Artículo 37  

1. El Pleno elegir á a los miembros de la Mesa en la sesión constitutiva del Parlamento.  
2. Previamente a cada votación, las personas que representan las diversas formaciones 

políticas presentes en la cámara comunicarán a la Presidencia de edad el nombre de su 
candidato o ca ndidata al cargo respectivo de la Mesa.  

3. Se procederá a nueva elección de los miembros de la Mesa cuando las sentencias 
recaídas en los recursos contencioso -electorales supongan cambio en la titularidad de más 
del diez por ciento de los escaños. Esta ele cción tendrá lugar una vez que los nuevos 
diputados y diputadas hayan adquirido la plena condición como tales.  

 
Artículo 38  

1. En la elección del presidente o la presidenta, cada diputado y diputada escribirá sólo 
un nombre en la papeleta. Resultará elegid a la persona que obtenga el voto de la mayoría 
absoluta de los miembros de la cámara. Si nadie obtuviera en primera votación dicha 
mayoría, se repetirá la elección entre las personas que hayan alcanzado las dos mayores 
votaciones y resultará elegida la que  obtenga más votos.  

2. Los vicepresidentes y/o las vicepresidentas se elegirán simultáneamente. Cada 
diputado y diputada escribirá sólo un nombre en la papeleta. Resultarán elegidas, por orden 
sucesivo, las dos personas que obtengan mayor número de votos. De la misma forma serán 
elegidos los secretarios y/o las secretarias.  

3. Si en alguna votación se produjera empate, se celebrarán sucesivas votaciones entre 
las personas candidatas igualadas en votos, y si el empate persistiera después de cuatro 
votaciones , se considerará elegida la persona candidata que forme parte de la lista más 
votada en las elecciones autonómicas.  

 
Artículo 39  

Los miembros de la Mesa cesarán como tales por una de las siguientes causas:  
a) Pérdida de la condición de diputado o diputada por cualquiera de los motivos 

establecidos en el artículo 10 de este reglamento.  
b) Renuncia expresa a la condición de miembro de la Mesa.  
c) Dejar de pertenecer a su grupo parlamentario.  
d) Por remoción del cargo, por negligencia notoria y grave en el cum plimiento de las 

obligaciones y los deberes del cargo, acordada por el Pleno del Parlamento por 
mayoría de tres quintas partes de los diputados y las diputadas que forman parte del 
mismo. Tiene que ser propuesta, al menos, por dos grupos parlamentarios o p or una 
quinta parte de los diputados y las diputadas. Si la propuesta se aprueba, se 
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procederá en la siguiente sesión plenaria a cubrir las vacantes de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 40 de este reglamento.  

 
Artículo 40  

Las vacantes que se produz can en la Mesa durante la legislatura serán cubiertas por 
elección del Pleno en la forma establecida en el artículo 38 anterior, adaptando sus 
previsiones a la realidad de las vacantes a cubrir. En este caso, los candidatos o las 
candidatas serán propuesto s por el mismo grupo parlamentario que propuso a la persona 
que haya cesado como miembro de la Mesa. Si no hay ningún candidato, los grupos 
parlamentarios podrán proponer otros candidatos o candidatas y se someterá nuevamente 
al Pleno su elección.  

 
 

CAPÍTULO II  
DE LA JUNTA DE PORTAVOCES 

 
Artículo 41  

1. Los portavoces de los grupos parlamentarios constituyen la Junta de Portavoces, 
que se reunirá bajo la presidencia del presidente o la presidenta del Parlamento, quien la 
convocará a iniciativa propia o a pe tición de un grupo parlamentario o de la quinta parte de 
los miembros de la cámara. En estos dos últimos casos, salvo expresa manifestación de 
urgencia por parte de la persona solicitante, la Presidencia deberá convocarla para su 
celebración en un plazo no  superior a ocho días desde que se formule la petición, 
introduciendo en el orden del día el tema o los temas propuestos.  

2. De las convocatorias de la Junta de Portavoces se dará cuenta al Gobierno, el cual a 
estos efectos nombrará un o una representante ante el Parlamento que asistirá con voz 
pero sin voto y que podrá estar acompañado o acompañada por persona que le asista.  

3. A las reuniones de la Junta de Portavoces deberán asistir, al menos, el presidente o 
la presidenta o el miembro de la Mesa que le o la substituya y dos miembros más de ésta y 
el oficial mayor o la oficiala mayor o el letrado o la letrada que le o la sustituya. Los 
portavoces o sus suplentes podrán estar acompañados por un miembro de su grupo, que 
no tendrá derecho a voto.  

4. Las decisiones de la Junta de Portavoces se adoptarán siempre en función del 
criterio del voto ponderado.  

 
 

CAPÍTULO III  
DE LAS COMISIONES 

 

SECCIÓN 1.ª  
DE LAS COMISIONES. NORMAS GENERALES 

 
Artículo 42  

1. Las comisiones, salvo precepto en contrario, estarán forma das por los miembros que 
designen los grupos parlamentarios, en el número que, respecto de cada uno, indique la 
Mesa del Parlamento, oída la Junta de Portavoces, y en proporción a la importancia 
numérica de aquéllos en la cámara. Todos los grupos parlament arios tienen derecho a 
contar, como mínimo, con un o una representante en cada comisión.  
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2. Los grupos parlamentarios pueden sustituir a uno o varios de sus miembros 
adscritos a una comisión, por otro u otros del mismo grupo, previa comunicación por escrit o 
a la Presidencia del Parlamento. Si la sustitución fuese sólo para un asunto, un debate o una 
sesión determinados, la comunicación se hará verbalmente o por escrito al presidente o a 
la presidenta de la comisión, y si en ella se indicara que tiene caráct er meramente eventual, 
el presidente o la presidenta admitirá como miembro de la comisión, indistintamente, a la 
persona sustituta y a la sustituida.  

3. Los miembros del Gobierno de las Illes Balears podrán asistir con voz a las 
comisiones, pero sólo podrá n votar en aquellas de las que formen parte.  

 
Artículo 43  

1. Las comisiones, con las excepciones previstas en este reglamento, eligen de entre 
sus miembros una mesa, formada por un presidente o una presidenta, un vicepresidente o 
una vicepresidenta y un se cretario o una secretaria.  

2. La elección del presidente o la presidenta y del vicepresidente o la vicepresidenta se 
realizará simultáneamente. Cada diputado y diputada escribirá un solo nombre en la 
papeleta. Resultarán elegidas presidente o presidenta y vicepresidente o vicepresidenta las 
dos personas que obtengan mayor número de votos.  

3. Para la elección de secretario o secretaria, cada diputado y diputada escribirá un 
nombre en la papeleta. Resultará elegida la persona que obtenga mayor número de votos . 

4. Si en alguna votación se produjera empate se aplicará lo establecido en el apartado 
3 del artículo 38 anterior.  

5. Cuando la Presidencia obtenga el asentimiento respecto de la elección de los 
miembros propuestos para ocupar los cargos de presidente o presidenta, vicepresidente o 
vicepresidenta y secretario o secretaria de la comisión, se realizará su proclamación sin 
necesidad de votación secreta.  

6. El vicepresidente o la vicepresidenta sustituye al presidente o a la presidenta y 
ejerce sus funciones en caso de vacante, ausencia o imposibilidad de éste o de ésta.  

7. En caso de ausencia del secretario o la secretaria, éste o ésta será sustituido o 
substituida por un miembro de la comisión del mismo grupo parlamentario.  

8. En el supuesto de ausencia del secretario o la secretaria o del diputado o la diputada 
que tenga que sustituirlo o sustituirla, de conformidad con lo establecido en el apartado 
anterior, el cargo será ejercido por el diputado o la diputada de menor edad presente en 
la comisión.  

9. Los miembros de la Mesa de la comisión cesarán como tales por una de las 
siguientes causas:  

a) Pérdida de la condición de diputado o diputada por cualquiera de los motivos 
establecidos en el artículo 10 de este reglamento.  

b) Renuncia expresa a la condición de miembro de la Mesa.  
c) Dejar de pertenecer a su grupo parlamentario.  
d) Dejar de pertenecer a la comisión.  
e) Por remoción del cargo, por negligencia notoria y grave en el cumplimiento de las 

obligaciones y los deberes del cargo acordada por mayoría de las  tres quintas partes 
de los miembros de la comisión, a instancia de dos grupos parlamentarios o de una 
quinta parte de los miembros de la comisión.  
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Artículo 44  
1. Las comisiones serán convocadas por su presidente o presidenta, de acuerdo con la 

Presidenci a del Parlamento, por iniciativa propia, a petición de un grupo parlamentario o de 
una quinta parte de los miembros de la comisión. En los dos últimos supuestos, la comisión 
se reunirá en el plazo máximo de quince días desde la petición.  

2. La Presidencia del Parlamento podrá convocar y presidir cualquier comisión, pero 
solamente tendrá voto en aquellas de las que forme parte.  

3. Se entenderán válidamente constituidas cualquiera que sea el número de diputados 
y diputadas presentes si, entre ellos, están pre sentes el presidente o la presidenta o el 
vicepresidente o la vicepresidenta de la comisión.  

4. Las comisiones no podrán reunirse al mismo tiempo que el Pleno de la cámara.  
 

Artículo 45  
1. Las comisiones conocerán de los proyectos, las proposiciones o los asuntos que les 

encomiende, de acuerdo con su respectiva competencia, la Mesa del Parlamento.  
2. La Mesa del Parlamento, por propia iniciativa o a petición de una comisión 

interesada, podrá acordar que, sobre una cuestión que sea competencia principal de u na 
comisión, informen previamente otra u otras comisiones.  

3. Las comisiones deberán concluir la tramitación de cualquier asunto en un plazo 
máximo de dos meses, excepto en aquellos casos en que alguna ley o este reglamento 
impongan un plazo distinto, o la  Mesa de la cámara, atendidas las circunstancias 
excepcionales que puedan concurrir, acuerde ampliarlo o reducirlo.  

 
Artículo 46  

Las comisiones, a través de la Presidencia del Parlamento, podrán recabar:  
1.º La información y la documentación que precisen d el Gobierno y de la Administración 

de la comunidad autónoma, para lo cual será aplicable lo establecido en el apartado 
2 del artículo 15 de este reglamento.  

2.º La presencia de los miembros del Gobierno de las Illes Balears para que les 
informen sobre asun tos relacionados con sus respectivos departamentos.  

3.º La presencia de autoridades y funcionariado público pertenecientes a las 
instituciones de la comunidad autónoma o dependientes de éstas que sean 
competentes por razón de la materia objeto de debate, a  fin de informarlas.  

4.º La comparecencia de otras personas competentes en la materia o interesadas en el 
asunto de que se trate y/o colectivos interesados, a efectos de informarlas y 
asesorarlas. Se entienden por colectivos interesados las corporaciones, las 
asociaciones, los órganos o los grupos representativos de intereses afectados. Las 
mesas de las comisiones, por unanimidad, podrán recabar la presencia de los 
comparecientes previstos en este apartado.  

 
Artículo 47  

Los letrados y las letradas prestarán  en las comisiones, y respecto de sus mesas y 
ponencias, el asesoramiento técnico y jurídico necesario para el cumplimiento de las tareas 
a aquéllas encomendadas, y redactarán sus correspondientes informes y dictámenes. 
Recogerán en el acta los acuerdos ad optados.  
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Artículo 48  
Serán retransmitidas preferentemente a través de la web del Parlamento de las Illes 

Balears las sesiones de las diferentes comisiones, permanentes o no permanentes, del 
Parlamento de las Illes Balears.  

 
Artículo 49  

La Mesa del Parlame nto, de acuerdo con la Junta de Portavoces, habilitará sistemas de 
videoconferencia u otros sistemas técnicos adecuados para garantizar el seguimiento, el 
debate y la votación, si procede, en las sesiones de las comisiones del Parlamento, así 
como la celeb ración de las mesas de estas, excepto para el debate y la votación de las 
iniciativas legislativas, que será siempre presencial.  

Solo podrán hacer uso de estos sistemas los diputados y las diputadas de las 
circunscripciones de Menorca, Ibiza y Formentera q ue lo hayan comunicado previamente a 
la Mesa de acuerdo con los términos establecidos por esta.  

Si se produce un fallo técnico sobrevenido que impida la participación por 
videoconferencia u otros sistemas técnicos adecuados para garantizar el seguimiento, el 
debate y la votación, se suspenderá la sesión, salvo que el diputado o la diputada 
manifieste su asentimiento, de forma fehaciente, para continuarla.  

 
SECCIÓN 2.ª  

DE LAS COMISIONES PERMANENTES 
 

Artículo 50  
1. Son comisiones permanentes legislativas las  siguientes:2  
1.º La Comisión de Asuntos Institucionales y Generales, de la que dependerá todo 

aquello que se relacione con la organización de los poderes de la comunidad 
autónoma, la administración local, el derecho civil balear, la justicia, cuando 
corresponda, y todas cuantas materias legislativas no dependan expresamente de 
otra comisión.  

2.º La Comisión de Hacienda y Presupuestos, a la que corresponderá el trabajo 
parlamentario en materia de presupuesto de la comunidad autónoma y del control 
de las em presas públicas dependientes de ésta, así como de la política económica y 
financiera general y de los impuestos de la comunidad autónoma.  

3.º La Comisión de Medio Ambiente y Ordenación Territorial, que tendrá que ocuparse 
de todo cuanto se refiera a obras públicas, ordenación territorial, medio ambiente y 
transportes.  

4.º La Comisión de Turismo, que entenderá de todo aquello que se refiere a turismo.  
5.º La Comisión de Economía, la cual tendrá encargado el trabajo parlamentario en 

materia de comercio e indu stria, energía, agricultura, pesca, ganadería y montes.  
6.º La Comisión de Asuntos Sociales, Igualdad y Derechos Humanos, que tendrá 

encomendado el trabajo parlamentario en materia de trabajo, servicios sociales, 
seguridad social, ocupación, política socia l, derechos humanos e igualdad.  

7.º La Comisión de Cultura, Educación y Deportes, que tendrá encomendado el trabajo 
parlamentario en las materias citadas.  

8.º La Comisión de Salud, que entenderá de todo lo referente a salud.  

                                                           
2 Este apartado está afectado por la modificación aprobada por el Plen o del Parlamento de las Illes 
Balears el 2 de marzo de 2021 (BOPIB núm. 90, de 2 de marzo), modificación que quedará sin efectos al 
acabar la X Legislatura . 

http://web.parlamentib.es/repositori/PUBLICACIONS/10/bopibs/bopib-10-090.pdf
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2. Son también comisiones perma nentes aquellas que tengan que constituirse por 
disposición legal y las siguientes:  

1.º Reglamento.  
2.º Estatuto de los Diputados y las Diputadas.  
3.º Peticiones. 
4.º Asuntos Europeos.  
5.º Control parlamentario sobre la Radiotelevisión de las Illes Balears . 
6.º Participación ciudadana.  
3. Las comisiones permanentes a que se refieren los apartados anteriores tendrán que 

constituirse dentro de los diez días siguientes al de la sesión constitutiva del Parlamento.  
4. En los primeros seis meses de cada legislatu ra y durante el plazo de un mes en el 

caso de reestructuración del Consejo de Gobierno, el Pleno del Parlamento podrá modificar 
las comisiones permanentes a propuesta de la Mesa y con el acuerdo de la Junta de 
Portavoces. La propuesta de la Mesa será por i niciativa propia o a instancia de dos grupos 
parlamentarios o de una quinta parte de los diputados o diputadas, y deberá contener el 
criterio de distribución de competencias entre las nuevas comisiones y aquellas que, en su 
caso, puedan resultar afectadas.  

 
Artículo 51  

La Comisión de Reglamento estará formada por el presidente o la presidenta de la 
cámara, que la presidirá, por los demás miembros de la Mesa del Parlamento y por los 
diputados y las diputadas que designen los grupos parlamentarios, de acuerdo  con lo 
dispuesto en el artículo 42 de este reglamento.  

 
Artículo 52  

1. La Comisión del Estatuto de los Diputados y las Diputadas estará formada por un 
miembro de cada uno de los grupos parlamentarios. Tendrá un presidente o una 
presidenta, un vicepresiden te o una vicepresidenta y un secretario o una secretaria, que 
corresponderán, por ese orden, a los representantes de los tres grupos parlamentarios de 
mayor importancia numérica al comienzo de la legislatura.  

2. La Comisión del Estatuto conocerá de todas a quellas cuestiones relacionadas con el 
Estatuto del Diputado y la Diputada.  

3. La Comisión del Estatuto actuará como órgano preparatorio de las resoluciones del 
Pleno cuando este, de acuerdo con el Reglamento, deba pronunciarse en asuntos que 
afecten al Es tatuto de los Diputados y las Diputadas, salvo el caso de que la propuesta 
corresponda a la Presidencia o a la Mesa del Parlamento.  

4. Será función de esta comisión, entre otras, examinar las declaraciones de actividades 
presentadas por los diputados y las  diputadas a efectos de declarar su compatibilidad o 
incompatibilidad.  

5. La Comisión del Estatuto elevará al Pleno, debidamente articuladas y razonadas, las 
propuestas formalizadas en el seno de esta.  

 
Artículo 53  

1. Será aplicable a la Comisión de Petici ones lo establecido en el apartado 1 del artículo 
anterior.  

2. La Comisión de Peticiones examinará cada petición, individual y colectiva, que reciba 
el Parlamento y podrá acordar su remisión, según proceda, por conducto de la Presidencia 
de la cámara:  
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1º. A la institución a que se refiere el artículo 51 del Estatuto de Autonomía de las Illes 
Balears. 

2º. A la comisión del Parlamento que estuviera conociendo del asunto de que se trate.  
3º. A los grupos parlamentarios, para que, si lo consideran conveniente, puedan 

promover alguna iniciativa parlamentaria.  
4º. Al Gobierno del Estado, al Gobierno de las Illes Balears, a los tribunales, al Ministerio 

Fiscal, a los consejos insulares, a los ayuntamientos o, en general, al órgano 
administrativo competente a que co rresponda por razón de la materia.  

3. Las peticiones se presentarán por escrito a través de cualquier medio, también 
electrónico, que permita acreditar su autenticidad, e incluirán, necesariamente, la identidad 
del peticionario, el medio de relación y el d omicilio para la práctica de notificaciones, la 
dirección electrónica, así como la exposición clara y razonada de los hechos en que 
aquellas se basan, y se podrán adjuntar a las mismas todos los documentos que puedan 
servir para la mejor comprensión del ca so. 

En caso de una petición colectiva, además de reunir los requisitos anteriores, deberá 
firmarse por parte de todos los peticionarios, y deberán figurar, junto con la firma de cada 
uno de ellos, sus nombres y apellidos.  

Si el escrito no reúne los requisi tos que establece este artículo o no refleja los datos 
necesarios con la suficiente claridad, se requerirá al peticionario para que enmiende los 
defectos advertidos en el plazo de quince días. En caso contrario, se procederá al archivo 
de la petición.  

4. La Comisión de Peticiones también podrá acordar, si no procede la remisión a que se 
refiere el apartado anterior, el archivo de la petición de manera motivada y con la 
comunicación a la persona peticionaria.  

5. A iniciativa de la presidencia de la comisión o de un grupo parlamentario se podrá 
solicitar la comparecencia de la persona peticionaria al objeto de explicar o concretar su 
petición.  

6. La Comisión de Peticiones puede adoptar resoluciones que asuman el contenido de 
las peticiones presentadas y puede formular recomendaciones sobre estas a los poderes 
públicos y a las instituciones.  

7. En todo caso, admitida a trámite la petición y en el plazo máximo de tres meses en 
condiciones de ser incluida en el orden del día de la comisión, se comunicará a la pers ona 
peticionaria el acuerdo adoptado, de manera motivada.  

8. La comisión elaborará un informe anual sobre las peticiones recibidas, su 
tramitación, su resolución y sus resultados, que, aprobado por el Pleno, será publicado 
oficialmente.  

 
Artículo 54  

1. Será aplicable a la Comisión de Asuntos Europeos lo establecido en el apartado 1 del 
artículo 50 anterior. 3  

2. La comisión realizará el seguimiento de la política europea y elaborará los informes 
sobre la normativa europea que correspondan al Parlamento de l as Illes Balears de 
acuerdo con el Tratado de la Unión Europea, el Tratado del funcionamiento de la Unión 
Europea y la legislación estatal que los desarrolle.  

 
Artículo 55  

1. La Comisión de Control parlamentario sobre la Radiotelevisión de las Illes Balear s se 
regirá por los artículos 42, 43, 44, 46, 47 y 48 del Reglamento del Parlamento.  

                                                           
3 De acuerdo con la versión catalana se trata del «artículo 52 anterior».  
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2. La Comisión de Control parlamentario sobre la Radiotelevisión de las Illes Balears se 
reunirá, como mínimo, una vez cada mes y contará con la asistencia del director ge neral de 
la Radiotelevisión de las Illes Balears y, si procede, de los miembros del Consejo de 
Dirección del ente público según su respectiva competencia.  

3. El director o la directora general podrá comparecer acompañado de los directivos 
de la Radiotelevi sión de las Illes Balears.  

4. En la Comisión se sustanciarán preguntas orales y comparecencias informativas. Se 
podrán formular preguntas con respuesta por escrito y solicitudes de documentación en 
los términos previstos en una resolución de Presidencia qu e establezca sus especialidades.  

 
Artículo 56  

1. El Pleno de la cámara, a propuesta de la Mesa, oída la Junta de Portavoces, podrá 
acordar la creación de otras comisiones que tengan carácter permanente durante la 
legislatura en que el acuerdo se adopte.  

2. El acuerdo de creación fijará el criterio de distribución de competencias entre la 
comisión creada y las que, en este caso, puedan resultar afectadas.  

3. Por el mismo procedimiento señalado en el apartado 1 anterior podrá acordarse la 
disolución de las co misiones a que este artículo se refiere.  

 
SECCIÓN 3.ª  

DE LAS COMISIONES NO PERMANENTES 
 

Artículo 57  
Son comisiones no permanentes las que se crean para un trabajo concreto. Se extinguen 

a la finalización del trabajo encomendado y, en todo caso, al conclui r la legislatura.  
 

Artículo 58  
1. El Pleno del Parlamento de las Illes Balears, a propuesta de un grupo parlamentario 

o de la quinta parte de los diputados y las diputadas miembros de la cámara, podrá acordar 
la creación de una comisión de investigación so bre cualquier asunto de interés público, 
dentro del ámbito competencial de la comunidad autónoma.  

2. Las comisiones de investigación elaborarán un plan de trabajo y podrán nombrar 
ponencias en su seno y requerir la presencia, a través de la Presidencia del  Parlamento de 
las Illes Balears, de cualquier persona para ser oída.  

3. La Presidencia de la cámara, oída la comisión, podrá, en su caso, dictar las oportunas 
normas de procedimiento, de acuerdo con los principios generales establecidos en este 
reglamento , para ordenar los debates.  

4. Las conclusiones de estas comisiones, que no serán vinculantes para los tribunales, 
deberán plasmarse en un dictamen que será discutido en el Pleno de la cámara. La 
Presidencia del Parlamento, oída la Junta de Portavoces, est á facultada para ordenar el 
debate, conceder la palabra y fijar los tiempos de las intervenciones.  

5. Las conclusiones aprobadas por el Pleno de la cámara serán publicadas en el Butlletí 
Oficial del Parlament de les Illes Balears  y comunicadas al Gobierno de las Illes Balears, sin 
perjuicio de que la Mesa del Parlamento dé traslado de las mismas al Ministerio Fiscal para 
el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.  

El seguimiento del cumplimiento de las conclusiones se realizará de acuerdo con l o 
previsto para las proposiciones no de ley.  

6. A petición del grupo parlamentario proponente, se publicarán también en el Butlletí 
Oficial del Parlament de les Illes Balears  los votos particulares rechazados.  
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Artículo 59  
1. El requerimiento al que se refi ere el apartado 2 del artículo anterior se efectuará 

mediante citación fehaciente en la que se hará constar:  
a) La fecha del acuerdo y la comisión de investigación ante la cual se debe comparecer.  
b) El nombre y los apellidos de la persona requerida, así c omo su domicilio.  
c) El lugar, el día y la hora de la comparecencia, así como la advertencia expresa de las 

responsabilidades en las que pudiera incurrir en caso de incomparecencia.  
d) Los extremos sobre los cuales debe informar la persona requerida.  
e) La referencia expresa a los derechos reconocidos a la persona compareciente.  
2. La citación deberá realizarse con quince días de antelación respecto de la fecha de 

comparecencia. En caso de urgencia, la comisión podrá acordar que se realice en un plazo 
menor  que, en ningún caso, será inferior a tres días.  

3. El requerimiento a las personas jurídicas se entenderá dirigido a las personas que las 
representen legalmente que podrán comparecer acompañadas por aquéllas que designe 
el órgano de administración corresp ondiente.  

4. Los gastos de carácter indispensable que como consecuencia del requerimiento se 
deriven para las personas comparecientes, les serán abonados, una vez sean justificados 
adecuadamente, con cargo al presupuesto de la cámara.  

 
Artículo 60  

La creac ión de comisiones no permanentes distintas de las reguladas en el artículo 58 
anterior y su carácter mixto o conjunto eventual respecto de otras ya existentes, podrá 
acordarse por la Mesa del Parlamento, a iniciativa propia, de un grupo parlamentario o de la 
quinta parte de los miembros de la cámara, oída la Junta de Portavoces.  

 
Artículo 61  

1. Las comisiones de estudio creadas de acuerdo con el artículo 60 anterior tienen por 
objeto el análisis de cualquier asunto que afecte a la sociedad de las Illes Bale ars. 

2. La propuesta contendrá el objeto del estudio, las reglas de organización y 
funcionamiento y también el plazo de finalización de sus tareas.  

3. Podrán participar con voz y sin voto especialistas en la materia objeto de estudio a 
efectos de asesorami ento, con un número que no superará el de la mitad de los miembros 
de la comisión.  

4. Las comisiones de estudio elaborarán un dictamen que será debatido en el Pleno o 
en comisión, junto con los votos particulares que presenten los grupos parlamentarios. 
Podrán ser publicados en el Butlletí Oficial del Parlament de les Illes Balears . 

 
 

CAPÍTULO IV  
DE LOS INTERGRUPOS 

 
Artículo 62  

1. La Mesa, a iniciativa de dos grupos parlamentarios o de la quinta parte de los 
miembros del Parlamento, de acuerdo con la Junta  de Portavoces, puede acordar constituir 
intergrupos parlamentarios.  

2. Los intergrupos parlamentarios tienen las funciones siguientes:  
a) Promover estudios y movimientos de investigación y renovación ideológica y social.  
b) Promover la sensibilización soc ial en cuanto a situaciones de personas o grupos que 

requieren una protección especial.  
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c) Promover relaciones de solidaridad y de amistad con otros pueblos, países y 
culturas.  

3. Los intergrupos parlamentarios están integrados por un miembro de cada grupo  
parlamentario y tienen un coordinador o coordinadora escogido entre sus miembros, el 
cual representa al intergrupo y convoca y preside sus reuniones.  

4. En los trabajos de los intergrupos pueden participar especialistas, técnicos o 
miembros de entidades c iudadanas, que pueden asistir a las reuniones en el Parlamento, 
en número no superior al de diputados y diputadas.  

5. Los intergrupos parlamentarios no pueden promover iniciativas ni tramitaciones 
parlamentarias.  

6. El Parlamento tiene que poner a disposic ión de los intergrupos medios materiales y 
personales para que puedan cumplir las funciones que tienen encomendadas.  

 
 

CAPÍTULO V  
DEL PLENO 

 
Artículo 63  

1. El Pleno del Parlamento será convocado por el presidente o la presidenta, por propia 
iniciativa o a  solicitud, al menos, de un grupo parlamentario o de una quinta parte de los 
miembros de la cámara.  

2. Durante los periodos de sesiones habrá un mínimo de un pleno semanal, salvo 
acuerdo unánime de la Mesa en sentido contrario, oída la Junta de Portavoces.  

 
Artículo 64  

1. Los diputados y las diputadas se sentarán en la sala de sesiones de acuerdo con su 
adscripción a los grupos parlamentarios, excepto el Grupo Mixto, de acuerdo con la 
decisión de la Mesa y de acuerdo con la Junta de Portavoces. Todos ellos ocuparán 
siempre el mismo escaño.  

2. En la sala de sesiones habrá escaños específicos destinados a los miembros del 
Gobierno de las Illes Balears.  

El Gobierno comunicará a la Mesa del Parlamento el orden que deben ocupar en los 
escaños los diversos miembro s del Gobierno.  

3. Sólo tendrán acceso a la sala de sesiones, además de las personas indicadas, el 
personal funcionario del Parlamento en ejercicio de su cargo y aquellas personas que 
estén  expresamente autorizadas por la Presidencia, de acuerdo con los cr iterios aprobados 
por la Mesa. 

 
 

CAPÍTULO VI  
DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE 

 
Artículo 65  

1. La Diputación Permanente estará presidida por el presidente o la presidenta del 
Parlamento y formarán parte de la misma, además de los miembros de la Mesa del 
Parlamento, un mínimo de once miembros, que representarán a los grupos parlamentarios 
en proporción a su importancia numérica. A efectos de que la representación de los grupos 
parlamentarios sea proporcional a su importancia numérica, cada miembro de la Mesa se 
imputará al grupo del que forme parte.  
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2. La fijación del número de miembros se hará conforme a lo establecido en el 
apartado 1 del artículo 42 anterior. Cada grupo parlamentario designará el número de 
diputados y diputadas titulares que le correspondan y o tros tantos en concepto de 
suplentes. Ningún diputado miembro del Gobierno, excepto el presidente o la presidenta, 
puede ser miembro de la Diputación Permanente.  

3. Los integrantes de la Mesa de la Diputación Permanente serán los integrantes de la 
Mesa del  Parlamento de las Illes Balears.  

4. La Diputación Permanente será convocada por el presidente o la presidenta, a 
iniciativa propia o a petición de un grupo parlamentario o de una quinta parte de los 
miembros de aquélla.  

 
Artículo 66  

La Diputación Permanen te tendrá por función velar por el poder del Parlamento cuando 
éste no se halle reunido, haya sido disuelto o haya expirado su mandato. En estos dos 
últimos casos seguirá ejerciendo sus funciones hasta que se constituya el nuevo 
parlamento, al que rendirá cuentas de su gestión.  

 
Artículo 67  

Será aplicable a las sesiones de la Diputación Permanente y a su funcionamiento lo 
establecido para el Pleno en el presente reglamento.  

 
 

CAPÍTULO VII  
DE LOS MEDIOS PERSONALES Y MATERIALES 

 
Artículo 68  

1. El Parlamento de las Illes Balears dispondrá de los medios personales y materiales 
necesarios para el desarrollo de sus funciones, especialmente de servicios técnicos de 
documentación y asesoramiento.  

2. Corresponde a la Mesa del Parlamento aprobar un estatuto que tenga  por objeto la 
ordenación del régimen jurídico del personal al servicio del Parlamento de las Illes Balears.  

Asimismo, la relación de puestos de trabajo y la determinación de funciones para cada 
uno de ellos se realizará por la Mesa del Parlamento.  

 
Artícu lo 69  

El Parlamento contará con un archivo y una biblioteca, y el presupuesto de la cámara 
dedicará anualmente una asignación para los mismos.  

 
Artículo 70  

1. El oficial mayor o la oficiala mayor del Parlamento, bajo la dirección de la 
Presidencia y de la Mesa, es el jefe o la jefa superior de todo el personal y de todos los 
servicios del Parlamento y cumple las funciones técnicas y de asesoramiento de los 
órganos rectores de éste, asistido o asistida por los letrados y las letradas del Parlamento, 
adscrito s a la Oficialía Mayor. 

2. El oficial mayor o la oficiala mayor es nombrado o nombrada por la Mesa del 
Parlamento entre los letrados y las letradas de la cámara.  
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TÍTULO V  
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES  

DE FUNCIONAMIENTO 
 

CAPÍTULO I  
DE LAS SESIONES 

 
Artículo 71  

1. El Parlamento de las Illes Balears se reunirá durante ocho meses al año en dos 
períodos de sesiones comprendidos entre septiembre y diciembre, el primero, y entre 
febrero y junio, el segundo.  

2. El Parlamento se reunirá en sesión extraordinari a, a petición del Gobierno o por 
acuerdo de la Diputación Permanente o del Pleno, a propuesta de una quinta parte de los 
diputados y las diputadas. La sesión extraordinaria se clausurará cuando se agote el orden 
del día determinado para el cual se había co nvocado.  

3. La Presidencia convocará y ordenará la publicación de la sesión extraordinaria 
solicitada, de conformidad con lo que dispone el artículo 45.4 del Estatuto de Autonomía, 
por parte de quien se establece en el punto anterior, de acuerdo con el ord en del día que le 
haya sido propuesto. La cámara permanecerá reunida hasta que se haya agotado la 
tramitación del orden del día determinado para el cual fue convocada. Los actos 
parlamentarios se celebrarán en los plazos mínimos que permita el presente reg lamento.  

 
Artículo 72  

1. Las sesiones, por regla general, se celebrarán en días comprendidos entre el martes 
y el viernes, ambos incluidos, de cada semana.  

2. No obstante podrán celebrarse en días diferentes de los señalados:  
1.º Por acuerdo tomado en Plen o o en comisión, a iniciativa de sus respectivos 

presidentes o presidentas, de un grupo parlamentario o de una quinta parte de los 
diputados y las diputadas miembros de la cámara o de la comisión.  

2.º Por acuerdo de la Mesa del Parlamento aceptado por la J unta de Portavoces.  
3. Si transcurrida una hora desde la hora de inicio de la sesión fijada en la convocatoria 

el órgano no se hubiese constituido, la sesión se entenderá desconvocada y no podrá 
constituirse con posterioridad a no ser que haya nueva convoc atoria previa de acuerdo con 
este reglamento  

 
Artículo 73  

Las sesiones del Pleno serán públicas, con las siguientes excepciones:  
1.º Cuando se traten cuestiones concernientes al decoro de la cámara o de sus 

miembros o a la suspensión de un diputado o una d iputada.  
2.º Cuando se debatan propuestas, dictámenes, informes o conclusiones elaboradas en 

el seno de la Comisión del Estatuto de los Diputados y las Diputadas.  
3.º Cuando se debatan las conclusiones formuladas por las comisiones de investigación 

en el supuesto de que estas hayan sido declaradas secretas.  
4.º Cuando lo acuerde el Pleno por mayoría de dos tercios de sus miembros, a iniciativa 

de la Mesa del Parlamento, del Gobierno de las Illes Balears, de un grupo 
parlamentario o de la quinta parte de los  miembros de la cámara. Planteada la 
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solicitud de sesión secreta, se someterá a votación sin debate y la sesión continuará 
con el carácter que se acuerde.  

 
Artículo 74  

1. Las sesiones de las comisiones serán públicas. Podrán asistir a ellas las personas 
representantes debidamente acreditadas de los medios de comunicación social, excepto 
cuando aquéllas tengan carácter secreto.  

2. Las sesiones de las comisiones serán secretas cuando así lo acuerden las mismas, a 
iniciativa de su respectiva mesa, del Gobierno  de las Illes Balears, de un grupo 
parlamentario o de la quinta parte de sus componentes.  

3. Las sesiones y los trabajos de las comisiones de investigación serán públicos, 
excepto acuerdo en contrario adoptado por la misma comisión. En todo caso, serán 
secretos las sesiones y los trabajos de la Comisión del Estatuto de los Diputados y las 
Diputadas. 

 
Artículo 75  

1. De las sesiones del Pleno, de la Diputación Permanente, de la Junta de Portavoces y 
de las comisiones se levantará acta, que contendrá una relac ión sucinta de las materias 
debatidas, las personas intervinientes, las incidencias producidas y los acuerdos adoptados.  

2. Las actas serán firmadas por uno o una de los secretarios y/o las secretarias con el 
visto bueno de la Presidencia, dando traslado d e éstas, exceptuando las de carácter 
secreto, a los grupos parlamentarios, y quedarán a disposición de los diputados y las 
diputadas en la Oficialía Mayor del Parlamento. En el caso de que no se produzca ninguna 
reclamación sobre su contenido, dentro de lo s diez días siguientes a la notificación, se 
entenderán aprobadas; en caso contrario, se someterán a la decisión del órgano 
correspondiente en la siguiente sesión.  

 
Artículo 76  

Los diputados y las diputadas del Congreso y los senadores y las senadoras eleg idos en 
las Illes Balears, así como los consejeros y las consejeras de los consejos insulares, podrán 
asistir a las sesiones del Pleno y de las comisiones que no tengan carácter secreto.  

 
 

CAPÍTULO II  
DEL ORDEN DEL DÍA 

 
Artículo 77  

1. El orden del día del  Pleno queda fijado por la Presidencia, oída la Mesa, de acuerdo 
con la Junta de Portavoces.  

2. El orden del día de las comisiones será fijado por sus respectivas mesas, de acuerdo 
con la Presidencia de la cámara, teniendo en cuenta el calendario fijado po r la Mesa del 
Parlamento.  

3. El Gobierno de las Illes Balears podrá pedir que, en una sesión concreta, se incluya 
un asunto con carácter prioritario, siempre que éste haya cumplido los trámites 
reglamentarios para reunir las condiciones necesarias para ser  incluido en el orden del día.  

4. A iniciativa de un grupo parlamentario o del Gobierno de las Illes Balears, la Junta de 
Portavoces podrá acordar, por razones de urgencia y por unanimidad, la inclusión en el 
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orden del día de un determinado asunto aunque n o hubiera cumplido todavía los trámites 
reglamentarios.  

 
Artículo 78  

1. El orden del día del Pleno puede ser alterado por acuerdo de éste, a propuesta del 
presidente o la presidenta, o a petición de un grupo parlamentario o de una quinta parte de 
los miemb ros de la cámara.  

2. El orden del día de una comisión puede ser alterado por acuerdo de ésta, a 
propuesta de su presidente o presidenta, a petición de un grupo parlamentario o de una 
quinta parte de los diputados y las diputadas miembros de la misma.  

3. En todo caso, cuando se trate de incluir un asunto, éste tendrá que haber cumplido 
los trámites reglamentarios para que reúna las condiciones necesarias para ser incluido.  

 
 

CAPÍTULO III  
DE LOS DEBATES 

 
Artículo 79  

Ningún debate podrá comenzar sin la previa  distribución, al menos con dos días de 
antelación, del informe, el dictamen o la documentación que haya de servir de base al 
mismo, salvo acuerdo en contrario de la Mesa del Parlamento o de la comisión, 
debidamente justificado a todos los diputados y las diputadas.  

 
Artículo 80  

1. El presidente o la presidenta del Parlamento dirige y ordena el desarrollo de los 
debates plenarios. Las mismas atribuciones tienen en su ámbito los presidentes y las 
presidentas de las comisiones.  

2. Ningún diputado o diputada p odrá hablar sin haber pedido la palabra al presidente o 
a la presidenta y haberla obtenido. Si un diputado o una diputada llamado por la 
Presidencia no se encontrara presente, se entenderá que ha renunciado a hacer uso de 
la palabra. 

3. Las intervenciones se producirán personalmente de viva voz, excepto que quien 
deba intervenir necesite utilizar la lengua de signos; en este caso estará asistido de 
intérpretes o de medios tecnológicos. El orador o la oradora podrá hacer uso de la palabra 
desde la tribuna o desde el escaño.  

4. Nadie podrá ser interrumpido cuando hable, sino por parte del presidente o la 
presidenta, para advertirle que ha agotado el tiempo, para llamarle a la cuestión o al orden, 
para retirarle la palabra o para hacer llamadas al orden de la c ámara, a alguno de sus 
miembros o al público.  

5. Los diputados y las diputadas que hubieran pedido la palabra en un mismo sentido 
podrán cederse el turno entre sí. Previa comunicación al presidente o a la presidenta y para 
un caso concreto, cualquier diput ado o diputada con derecho a intervenir podrá ser 
sustituido o sustituida por otra persona del mismo grupo parlamentario.  

6. Los miembros del Gobierno podrán hacer uso de la palabra en aquellos debates que 
afecten a su competencia o en aquellos en los que sean citados por su gestión, si así lo 
solicitan al presidente o a la presidenta. A la cuestión incidental le serán de aplicación las 
reglas generales de los artículos 83.1 y 84.1 siguientes. Substanciada la cuestión, el debate 
continuará en el punto en el  que hubiese quedado interrumpido.  
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7. Transcurrido el tiempo establecido, el presidente o la presidenta, tras indicar dos 
veces al orador o a la oradora que concluya, le podrá retirar la palabra.  

 
Artículo 81  

1. Si, a juicio de la Presidencia, en el desarr ollo de los debates se hiciesen alusiones 
que impliquen juicio de valor o inexactitudes sobre la persona o la conducta de un diputado 
o una diputada, aquella concederá a la persona aludida el uso de la palabra por tiempo no 
superior a tres minutos, para qu e, sin entrar en el fondo del asunto en debate, conteste 
estrictamente a las alusiones realizadas. Si el diputado o la diputada excediera estos límites, 
el presidente o la presidenta le retirará inmediatamente la palabra.  

2. No se podrá contestar a las alu siones sino en la misma sesión o en la siguiente, 
previa reserva expresa de la persona interesada, si ésta estuviera presente.  

3. Si la alusión afectase al decoro o a la dignidad de un grupo parlamentario, el 
presidente o la presidenta podrá conceder a una  persona representante de aquél el uso de 
la palabra por el mismo tiempo y con las condiciones que se establecen en los puntos 1 y 2 
del presente artículo.  

 
Artículo 82  

1. En cualquier estado del debate, un diputado o una diputada podrá pedir la 
observanci a del Reglamento. A este efecto, deberá citar el artículo o los artículos cuya 
aplicación reclame. No podrá haber por este motivo debate alguno, debiendo acatarse la 
resolución que la Presidencia adopte a la vista de la alegación hecha.  

2. Cualquier diputa do o diputada podrá también pedir, durante la discusión o antes de 
votar, la lectura de las normas o los documentos que crea conducentes a la ilustración de 
la materia de que se trate. La Presidencia podrá denegar las lecturas que considere no 
pertinentes o innecesarias. 

 
Artículo 83  

1. En todo debate, la persona que fuera contradicha en sus argumentaciones por otra u 
otras de las personas intervinientes, tendrá derecho a replicar o a rectificar por una sola vez 
y por un tiempo máximo de cinco minutos.  

2. Lo establecido en el presente reglamento para cualquier debate se entiende sin 
perjuicio de las facultades del presidente o la presidenta para ordenar el debate y las 
votaciones, de acuerdo con la Junta de Portavoces y, valorando su importancia, para 
amplia r o reducir el número y el tiempo de las intervenciones de los grupos parlamentarios 
o de los diputados y las diputadas, así como para acumular, con ponderación de las 
circunstancias de grupos y de materias, todas las que en un determinado asunto puedan 
corresponder a un grupo parlamentario.  

 
Artículo 84  

1. Si no hubiera precepto específico, se entenderá que en todo debate caben turnos a 
favor y en contra. La duración de las intervenciones en una discusión sobre cualquier 
asunto o cuestión, salvo precepto d e este reglamento en contrario, no excederá de diez 
minutos.  

2. Si el debate fuera de los calificados como de totalidad, los turnos serán de quince 
minutos y, tras ellos, los demás grupos parlamentarios podrán fijar su posición en 
intervenciones que no exc edan de diez minutos.  
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Artículo 85  
Los grupos parlamentarios intervendrán de acuerdo con su importancia numérica, 

comenzando por el de mayor número de miembros y finalizando por el Grupo Mixto.  
En último lugar intervendrá el grupo al que pertenece el presi dente o la presidenta del 

Gobierno. 
 

Artículo 86  
1. Las intervenciones del Grupo Parlamentario Mixto podrán tener lugar por parte de un 

solo diputado o diputada y por idéntico tiempo al de los demás grupos parlamentarios, 
siempre que todas las personas com ponentes presentes así lo acuerden y hagan llegar a la 
Presidencia de la cámara, por medio del o la portavoz o quien lo o la sustituya, el acuerdo 
adoptado.  

2. Los diputados y las diputadas del Grupo Parlamentario Mixto podrán acordar 
dividirse entre ellos  el tiempo de intervención. No obstante, ninguna de las intervenciones 
podrá ser inferior a cinco minutos.  

3. Si se formalizaran discrepancias respecto de quién ha de intervenir, el presidente o la 
presidenta decidirá en el acto, en función de las diferenc ias reales de posición y podrá 
denegar la palabra a todos.  

 
Artículo 87  

El cierre de una discusión podrá acordarlo siempre la Presidencia, de acuerdo con la 
Mesa, cuando considere que un asunto está suficientemente debatido. También podrá 
acordarlo a petic ión de la persona portavoz de un grupo parlamentario. En torno a esta 
petición de cierre, podrán hablar, durante cinco minutos como máximo cada uno, un orador 
o una oradora en contra y otro u otra a favor.  

 
Artículo 88  

Cuando al inicio del debate, el presi dente o la presidenta, los vicepresidentes y/o las 
vicepresidentas o los secretarios y/o las secretarias de la Mesa de la cámara o de la 
comisión, así como los miembros del Gobierno, deseen tomar parte en el debate en calidad 
de diputados o diputadas, lo c omunicarán a la Mesa, abandonarán su lugar en la misma o 
en los escaños reservados a las personas miembros del Gobierno y no volverán a ocuparlo 
hasta que haya concluido la discusión del tema de que se trate.  

 
 

CAPÍTULO IV  
DE LAS VOTACIONES 

 
Artículo 89  

1. Para adoptar acuerdos, la cámara y sus órganos deberán estar reunidos 
reglamentariamente y con la asistencia de la mayoría de sus miembros.  

2. Si llegado el momento de la votación resultase que no hubiese el quórum a que se 
refiere el apartado anterior, se pospondrá la votación por el plazo máximo de dos horas. Si 
transcurrido este plazo tampoco pudiera celebrarse válidamente aquélla, el asunto será 
sometido a decisión del órgano correspondiente en la siguiente sesión.  

3. Se entiende que hay mayoría simpl e cuando los votos favorables superen a los 
desfavorables, sin contar las abstenciones, los votos en blanco y los votos nulos.  
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4. Se entiende que hay mayoría absoluta si se da el voto favorable de más de la mitad 
de los miembros de derecho del órgano parla mentario.  

 
Artículo 90  

1. Los acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría simple de los 
miembros presentes del órgano correspondiente, sin perjuicio de las mayorías especiales 
que establezcan el Estatuto de Autonomía, las leyes o este reglamento, por este orden de 
jerarquía normativa.  

2. El voto de los diputados y las diputadas es personal e indelegable. Ningún diputado 
o diputada podrá tomar parte en las votaciones sobre resoluciones que afecten a su 
estatuto de diputado o diputada.  

3. La Mesa del Parlamento, de acuerdo con la Junta de Portavoces, podrá habilitar 
sistemas de videoconferencia u otros sistemas técnicos adecuados para garantizar el 
seguimiento de las sesiones y de los debates de las comisiones y de sus mesas.  

4. Los sistem as habilitados a los efectos del punto anterior deberán garantizar en 
cualquier caso la seguridad de las transmisiones y su inviolabilidad.  

 
Artículo 91  

1. Las votaciones se desarrollarán en un solo acto ininterrumpidamente. Durante su 
desarrollo, la Presi dencia no concederá el uso de la palabra, y ningún diputado o diputada 
podrá entrar en la sala ni abandonarla.  

2. En el supuesto de que se hubiesen producido confusiones en el cómputo de las 
votaciones, el presidente o la presidenta puede volver a repetirl as, previo asentimiento de 
los o las portavoces de los grupos parlamentarios.  

 
Artículo 92  

En los casos establecidos en el presente reglamento y en aquellos que, por su 
singularidad o importancia, la Presidencia así lo acuerde, la votación se realizará a u na hora 
fija, anunciada previamente por parte de aquella. Si, llegada la hora fijada, el debate no 
hubiera finalizado, la Presidencia señalará una nueva hora para la votación.  

 
Artículo 93  

La votación podrá ser:  
1.º Por asentimiento a la propuesta de la Pr esidencia. 
2.º Ordinaria. 
3.º Pública por llamamiento.  
4.º Secreta. 
 

Artículo 94  
Se entenderán aprobadas por asentimiento las propuestas que haga la Presidencia 

cuando, una vez anunciadas, no susciten reparo u oposición.  
 

Artículo 95  
La votación ordinaria se realizará mediante el sistema electrónico que estará al alcance 

de los diputados y las diputadas. Asimismo se podrá realizar por el procedimiento a mano 
alzada, en el cual alzan la mano primero los que están a favor, después los que están en 
contra y, f inalmente, los que se abstienen. El presidente o la presidenta ordenará el 
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recuento por parte de los secretarios o las secretarias si tuviera duda del resultado o si, 
incluso después de haber sido publicado éste, algún grupo parlamentario lo reclamara.  

La votación ordinaria telemática se llevará a cabo de acuerdo con el artículo 99 de este 
reglamento.  

 
Artículo 96  

1. La votación será pública por llamamiento o secreta, cuando así lo exija este 
reglamento o lo solicite un grupo parlamentario o una quinta part e de los diputados y las 
diputadas o de las personas miembros de la comisión. Si hubiera solicitudes concurrentes 
en sentido contrario, prevalecerá la de la votación secreta. En ningún caso la votación 
podrá ser secreta en los procedimientos legislativos.  

2. Las votaciones para la investidura del presidente o la presidenta del Gobierno, la 
moción de censura y la cuestión de confianza serán, siempre, públicas por llamamiento.  

3. Las votaciones de elecciones de personas serán públicas, a no ser que se acuerde  
su carácter secreto a propuesta del presidente o la presidenta y oída la Junta de 
Portavoces.  

 
Artículo 97  

En la votación pública por llamamiento, un secretario o una secretaria nombrará a los 
diputados y las diputadas que responderán «sí», «no» o «absten ción». El llamamiento se 
realizará por orden alfabético del primer apellido comenzando por el diputado o la 
diputada cuyo nombre sea sacado a suerte. Los miembros del Gobierno de las Illes Balears 
que sean diputados, así como la Mesa, votarán al final.  

 
Artículo 98  

En la votación secreta mediante papeleta, los diputados y las diputadas serán llamados 
nominalmente a la Mesa para depositar la papeleta en la urna correspondiente.  

 
Artículo 99  

La votación telemática puede ser ordinaria o secreta. Podrán hacer u so de este sistema 
aquellos diputados y diputadas que, como consecuencia de encontrarse en situación de 
permiso parental o en proceso de una larga enfermedad, no puedan asistir a las sesiones y 
lo hayan justificado debidamente ante la Mesa del Parlamento, en los términos que se 
establezcan.  

 
Artículo 100  

En toda votación serán consideradas nulas las papeletas ilegibles y aquellas que 
contengan más nombres que los prefijados. Sin embargo, dichas papeletas servirán para 
computar el número de diputados y diput adas que hayan tomado parte en el acto.  

 
Artículo 101  

1. Cuando ocurriese empate en alguna votación, se realizará una segunda y, si 
persistiera el empate, la Presidencia podrá suspender la votación durante el plazo que 
estime razonable. Transcurrido el pla zo, se repetirá la votación y, si de nuevo se produjera 
empate, se entenderá desechado el dictamen, el artículo, la enmienda, el voto particular o 
la proposición de que se trate.  

2. En las votaciones en comisión, se entenderá que no existe empate cuando la  
igualdad de los votos, siendo idéntico el sentido en el que hubiesen votado todos los 
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miembros de la comisión pertenecientes a un mismo grupo parlamentario, pudiera dirimirse 
ponderando el número de votos con los que cada grupo cuente en el Pleno.  

3. Ello no obstante, en los procedimientos legislativos en los que la comisión actúe con 
competencia legislativa y en las mociones y proposiciones no de ley en comisión, el 
empate mantenido tras las votaciones previstas en el apartado 1 anterior será dirimido 
sometiendo la cuestión a la decisión del Pleno.  

 
Artículo 102  

1. Verificada una votación o el conjunto de votaciones sobre una misma cuestión, cada 
grupo parlamentario podrá explicar el voto por el tiempo máximo de cinco minutos.  

2. En los proyectos y las pro posiciones de ley, sólo podrá explicarse el voto tras la 
última votación, salvo que se hubiera dividido en partes claramente diferenciadas a efectos 
del debate, en cuyo caso cabrá la explicación después de la última votación 
correspondiente a cada parte. E n los casos previstos en este apartado, la Presidencia podrá 
ampliar el tiempo hasta diez minutos.  

3. No cabrá explicación del voto cuando la votación haya sido secreta o cuando todos 
los grupos parlamentarios hubieran tenido oportunidad de intervenir en e l debate 
precedente. Ello no obstante, y en este último supuesto, el grupo parlamentario que 
hubiera intervenido en el debate y que, como consecuencia del mismo, hubiera cambiado 
el sentido de su voto, tendrá derecho a explicarlo.  

 
 

CAPÍTULO V  
DEL CÓMPUTO DE LOS PLAZOS  

Y DE LA PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS 
 

Artículo 103  
1. Salvo disposición en contrario, los plazos señalados por días de este reglamento se 

computarán en días hábiles y los señalados por meses, de fecha a fecha. Siempre que un 
plazo finalice en  sábado, su vencimiento pasará automáticamente al día hábil siguiente.  

2. Se excluirán del cómputo los períodos en los que el Parlamento no celebre sesiones, 
salvo que el asunto en cuestión estuviese incluido en el orden del día de una sesión 
extraordinari a. La Mesa de la cámara fijará los días que han de habilitarse a los solos efectos 
de cumplimentar los trámites que posibiliten la celebración de aquélla.  

3. No obstante lo dispuesto en el punto anterior, los treinta días anteriores al comienzo 
del período  de sesiones serán computados como días hábiles a los efectos de publicación 
y tramitación de documentos y de plazos de presentación de enmiendas.  

 
Artículo 104  

1. La Mesa de la cámara podrá acordar la prórroga o la reducción de los plazos 
establecidos en este reglamento.  

2. Salvo casos excepcionales, las prórrogas no serán superiores a otro tanto del plazo, 
ni las reducciones a la mitad correspondiente.  

 
Artículo 105  

1. La presentación de documentos en el Registro General del Parlamento podrá 
hacerse en lo s días y las horas que fije la Mesa de la cámara.  
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2. Los grupos parlamentarios y/o los diputados y las diputadas podrán presentar 
documentos por medios informáticos en el Registro General del Parlamento de acuerdo 
con las normas que al respecto se establez can por la Mesa.  

 
 

CAPÍTULO VI  
DE LA DECLARACIÓN DE URGENCIA 

 
Artículo 106  

1. A petición motivada del Gobierno, de un grupo parlamentario o de una quinta parte 
de los diputados y las diputadas, la Mesa del Parlamento podrá acordar que un asunto se 
tramite  por el procedimiento de urgencia.  

2. Si el acuerdo se tomara hallándose un trámite en curso, el procedimiento de 
urgencia se aplicará para los trámites siguientes a aquél.  

3. El procedimiento de urgencia no podrá aplicarse, en ningún caso, a la investidur a, la 
cuestión de confianza y la moción de censura.  

 
Artículo 107  

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 104 del presente reglamento, los plazos 
tendrán una duración de la mitad de los establecidos con carácter ordinario.  

 
 

CAPÍTULO VII  
DE LAS PUBLICACIONES DEL PARLAMENTO  

Y DE LA PUBLICIDAD DE SUS TRABAJOS 
 

Artículo 108  
1. Serán publicaciones oficiales del Parlamento de las Illes Balears:  
1.º El Diari de Sessions del Parlamento de las Illes Balears.  
2.º El Butlletí Oficial del Parlament de les Ill es Balears. 
2. La publicación electrónica o digital de los textos oficiales tendrá los mismos efectos 

de validez que la impresa.  
 

Artículo 109  
1. En el Diari de Sessions se reproducirán íntegramente todas las intervenciones y los 

acuerdos adoptados en las sesiones del Pleno y de la Diputación Permanente, así como en 
las de las comisiones, dejando consignados los incidentes producidos.  

2. De las sesiones secretas, se levantará acta literal, cuyo único ejemplar se custodiará 
en la Presidencia. Este ejemplar p odrá ser consultado por los diputados y las diputadas, 
previo acuerdo de la Mesa. Los acuerdos adoptados se publicarán en el Diari de Sessions, 
salvo que la Mesa de la cámara decida el carácter reservado de los mismos, sin perjuicio de 
lo dispuesto en los puntos 5 y 6 del artículo 58 de este reglamento.  

3. El acuerdo de la Mesa respecto del carácter reservado deberá establecer el plazo 
de duración del secreto que en ningún caso será superior a los veinticinco años. 
Transcurrido el plazo fijado, los acuerdos  y las actas de las sesiones se harán públicos.  
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Artículo 110  
1. En el Butlletí Oficial del Parlament de les Illes Balears  se publicarán los textos y los 

documentos cuya publicación sea requerida por algún precepto de este reglamento, sea 
necesaria para su  debido conocimiento o para su adecuada tramitación o sea ordenada por 
la Presidencia. 

2. El presidente o la presidenta del Parlamento o de una comisión, por razones de 
urgencia, podrá ordenar a efectos de debate y votación, que los documentos a los que se  
refiere el punto anterior sean objeto de reproducción por cualquier medio mecánico o 
electrónico y distribuidos a los miembros del órgano que haya de debatirlos, sin perjuicio 
de que también deban ser publicados en el Butlletí Oficial del Parlament de les  Illes Balears. 

 
Artículo 111  

1. La Mesa de la cámara adoptará las medidas oportunas para facilitar a los medios de 
comunicación social la información sobre las actividades de la cámara.  

2. La propia mesa regulará la concesión de credenciales a las persona s representantes 
gráficas y literarias de los distintos medios con objeto de que puedan acceder a los locales 
del recinto parlamentario que se les destinen y a las sesiones a las que puedan asistir.  

3. La obtención y la grabación de sonidos e imágenes en l as sesiones de los órganos 
serán autorizadas por la Mesa del Parlamento que, con esta finalidad, dictará las normas 
pertinentes para garantizar la correcta utilización de las grabaciones por parte de terceras 
personas autorizadas y el cumplimiento de los d erechos y los deberes de cualquier 
diputado o diputada. En caso de urgencia, se podrá autorizar por parte de la Presidencia del 
Parlamento y por parte del presidente o de la presidenta de la comisión correspondiente.  

4. La Mesa de la cámara garantizará la custodia y la correcta utilización de los 
materiales en los que consten las intervenciones habidas en el Pleno, en las comisiones o 
en la Diputación Permanente.  

 
Artículo 112  

El Parlamento es accesible a los ciudadanos y a los grupos y las organizaciones s ociales, 
que tienen derecho a conocer las tramitaciones parlamentarias.  

En el Portal de transparencia del Parlamento estará disponible toda la información de 
acuerdo con la legislación vigente en materia de transparencia pública, así como la 
establecida en  el presente reglamento. Corresponde a la Mesa aprobar las normas y 
adoptar las medidas que sean necesarias para garantizar la transparencia de la actividad de 
la cámara y el derecho de acceso a la información pública del Parlamento.  

 
 

CAPÍTULO VIII  
DE LA DISCIPLINA PARLAMENTARIA 

 

SECCIÓN 1.ª  
DE LAS SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO  

DE LOS DEBERES DE LOS DIPUTADOS Y LAS DIPUTADAS 
 

Artículo 113  
Durante las sesiones del Pleno y de las comisiones, los diputados y las diputadas tienen 

la obligación de respetar  las reglas de orden establecidas por este reglamento; de evitar 
toda clase de perturbación y desorden, acusaciones o recriminaciones entre ellos, 



§3 

 143 
 
 

expresiones inconvenientes a la dignidad de la cámara e interrupciones a los oradores o a 
las oradoras; de no  hacer uso de la palabra más tiempo de lo autorizado; y de no 
entorpecer deliberadamente el curso de los debates o el trabajo parlamentario.  

 
Artículo 114  

1. El diputado o la diputada podrá ser privado, por acuerdo de la Mesa, y previa 
resolución motivada de la Comisión del Estatuto de los Diputados y las Diputadas, de 
alguno o de todos los derechos que le conceden los artículos del 14 al 17 del presente 
reglamento en los siguientes supuestos:  

1.º Si de forma reiterada o notoria dejara de asistir voluntaria mente a las sesiones del 
Pleno o de las comisiones.  

2.º Si violara el deber de secreto establecido en el artículo 19 de este reglamento.  
3.º Si no hubiera presentado o hubiera falseado actividades, bienes o intereses en la 

declaración de bienes patrimonial es y actividades que proporcionen o puedan 
proporcionar ingresos económicos.  

2. El acuerdo de la Mesa, que deberá ser motivado, señalará la extensión y la duración 
de las sanciones, que podrán extenderse también a la parte alícuota de subvención, 
prevista en el artículo 29 del presente reglamento.  

3. Antes de que la Mesa acuerde cualquier sanción, se deberá dar audiencia al 
diputado o a la diputada.  

 
Artículo 115  

La expulsión inmediata de un diputado o una diputada podrá ser impuesta por la 
Presidencia, en los términos establecidos en el presente reglamento.  

 
Artículo 116  

1. La suspensión temporal de la condición de diputado o diputada podrá acordarse por 
el Pleno de la cámara, por razón de disciplina parlamentaria, en los siguientes supuestos:  

1.º Si, impuesta y cumplida la sanción prevista en el artículo 114.1 anterior, el diputado o 
la diputada persistiera en su actitud.  

2.º Si el diputado o la diputada portara armas dentro del recinto parlamentario.  
3.º Si el diputado o la diputada, tras haber sido expuls ado de la sala de sesiones, se 

negara a abandonarla.  
4.º Si el diputado o la diputada contraviniera lo dispuesto en el artículo 20 de este 

reglamento.  
5.º Si el diputado o la diputada promoviera desórdenes graves regulados en el artículo 

121 de este reglamento. 
2. Las propuestas formuladas por la Mesa de la cámara en los tres primeros supuestos 

del apartado anterior y por la Comisión del Estatuto de los Diputados y las Diputadas en el 
cuarto, se someterán a la consideración y a la decisión del Pleno de la c ámara, en sesión 
secreta. En el debate, los grupos parlamentarios podrán intervenir por medio de sus 
portavoces, y la cámara resolverá sin más trámites.  

3. Si la causa de la sanción pudiera ser, a criterio de la Mesa, constitutiva de delito, la 
Presidencia  pasará el tanto de culpa al órgano judicial competente.  

4. Cualquier propuesta formulada por la Mesa del Parlamento o por la Comisión del 
Estatuto de los Diputados y las Diputadas referida a la suspensión temporal de la condición 
de diputado o diputada, r equerirá audiencia previa del diputado o la diputada o de los 
diputados y/o las diputadas afectados.  






















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































